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PRESENTACIÓN

En el programa de presentación del Dr. Antoni M. Badia i Margarit y su
equipo a las elecciones de 1984 al Rectorado de la Universidad de Barcelona se
afirma entre otras cosas:

«La política universitaria no se reduce a la definición, articulación y ejerci¬
cio de los contenidos de la autonomía de las Universidades. El papel de la
Universidad dentro del sistema educativo y su contribución específica al
proceso de reconstrucción nacional de Catalunya; el carácter de la propia
Universidad (tercer nivel de un sistema educativo abierto a una demanda
social creciente o bien institución orientada a la formación de los profesio¬
nales que en cada caso se consideren necesarios para cubrir las deman¬
das del mercado de trabajo) y el régimen de acceso de estudiantes que
de ello se deriva; la política económica aplicada a la Universidad: todos
estos temas básicamente ajenos a la definición y al ejercicio de la autono¬
mía universitaria, sobre los que han de recaer decisiones políticas del Par¬
lamento y del Gobierno. No obstante, es necesario que todos los universi¬
tarios hagamos tomar conciencia a la sociedad catalana y a los poderes
que de ella emanan de la necesidad de abordar estas cuestiones de mane¬
ra seria y responsable; y es necesario también, que como ciudadanos es¬
pecialmente interesados y como conocedores de los problemas hagamos
oír nuestra voz en el indispensable debate social y político que tenemos
que contribuir a generar.»

Promover la publicación del trabajo de los profesores Moltó y Oroval, reali¬
zado en el marco de las actividades de nuestro I.C.E. es, pues, un acto de ejecu¬
ción del programa con el que el Dr. Badia se ha comprometido ante los claus¬
trales de la Universidad de Barcelona. El trabajo pretende enriquecer el debate
sobre la política universitaria que deben acometer los poderes públicos; y los
puntos de vista en él defendidos coinciden en lo sustancial con una opinión muy

generalizada dentro de nuestra Universidad o, a! menos, con la postura defendi-
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da por el Rectorado actual. También por todo ello me corresponde redactar esta
introducción y vencer las resistencias que siempre existen a «presentar» un tra¬
bajo de dos compañeros de Departamento y amigos. Afortunadamente son los
propios autores quienes analizan críticamente los datos de partida sobre los
que se ha elaborado el trabajo y destacan su carácter de introducción al debate.
Bastará por tanto en esta presentación con recoger los puntos de vista que me
parecen más significativos desde el punto de vista de la política universitaria.

* *

En este sentido, creo que en base al trabajo podrían argumentarse las con¬
sideraciones siguientes:

1. - El servicio universitario no debe concebirse como un servicio reducido
a la prestación de unos servicios docentes a un conjunto determinado de indivi¬
duos: por el contrario, aun satisfaciendo una demanda de servicios educativos,
el servicio universitario puede, debe y de hecho satisface en mayor o menor
medida unas necesidades colectivas (en sentido propio, es decir, no reducibles
a una agregación de necesidades individuales): a) de acceso generalizado a la
cultura, de formación ampliada de trabajadores cualificados -condición para su¬
perar un capitalismo raquítico y dependiente como el nuestro-, de posibilidades
de innovación tecnológica, de elevación general del nivel del sistema educativo
en su conjunto: b) de evitación de que las desigualdades que generan las for¬
mas actuales de división del trabajo resulten amplificadas por la acción de pre¬
siones corporativas tendentes a mantener un cuasi-monopolio restringido en
determinadas profesiones o actividades laborales o económicas. En el caso de
Cataluña, yo añadiría: el servicio universitario tiene una contribución específica
a jugar en el proceso de reconstrucción nacional -cultura, social, económica y
territorial- de Cataluña.

Desde este punto de vista parece claro que el servicio universitario debe
ser asumido por los poderes públicos y, por tanto, debe configurarse como ser¬
vicio público.

2. - Las discusiones «técnicas» sobre los mecanismos de prestación del
servicio público universitario (las discusiones sobre los «medios») difícilmente
son neutrales. En concreto, los mecanismos alternativos de financiación no pue¬
den discutirse como problemas «técnicos»: siempre afectan, de un modo u otro,
a los «fines» u «objetivos» de política educativa que pretenden ser alcanzados.

3. - La discusión sobre la financiación de la enseñanza superior y sobre la
participación directa en ella de los estudiantes o sus familias mediante el pago
de tasas académicas exige la precisión o definición de varias cuestiones.

En primer lugar, y como ya se ha indicado, que el servicio universitario sa¬
tisface unas necesidades colectivas además de prestar unos servicios docentes
a unos individuos determinados.

En segundo lugar, que deben identificarse claramente los costos que deben
ser financiados para que los ciudadanos accedan a la Universidad: el trabajo de¬
muestra (a pesar de las insuficiencias de los datos sobre los que se ha elabora¬
do, y que los propios autores señalan) que los costos «directos» (gastos en per-
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sonal, material y funcionamiento de las Universidades) son sólo una muy pe¬
queña parte de los costos considerados en ese sentido; la parte del león se la
llevan los costos «indirectos» («privados» básicamente en este momento en
nuestro país) de consumo necesario que deben realizar los estudiantes.

En tercer lugar, que deben definirse con precisión los objetivos de política
educativa que persiguen los poderes públicos y, entre ellos -y suponiendo una
posición progresista-, definirse por: a) ¿pretenden los poderes públicos garanti¬
zar (o avanzar en el camino de garantizar) una igualdad defectiva entre todos los
ciudadanos respecto a las posibilidades de acceder a la enseñanza superior?;
b) ¿o bien simplemente pretenden que los sectores sociales con ingresos me¬
dios y elevados, que de hecho son quienes ahora acceden mayoritariamente, tri¬
buten más por su acceso? (y a la hora de realizar esta definición -y argumentar
a favor del primero de los dos objetivos señalados- debe recordarse que el de¬
recho a la educación es un derecho reconocido constitucionalmente y que el art.
9.2 de la Constitución obliga a los poderes públicos a promover las condiciones
para la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se intriga sean
reales y efectivas).

Si estas cuestiones fueran definidas con precisión (sobre todo las dos últi¬
mas), se verían las debilidades del argumento aparentemente «progresista» de
incrementar las tasas académicas para que los estudiantes de sectores sociales
con ingresos elevados no se beneficien de la «gratuidad» de la Universidad (y
compensar este incremento con exenciones para los estudiantes procedentes
de sectores sociales con ingresos menores). El contraargumento, esquematiza¬
do al máximo y despreciando aspectos menores, podría ir en la siguiente direc¬
ción: a) Son tan elevados los costos «indirectos» en relación a los costos «di¬
rectos» que la política de exención de tasas incide bien poco en el favorecimien-
to de un acceso de la población a la Universidad no discriminado social y eco¬
nómicamente (y, «a sensu contrario», una elevación de las tasas hasta cubrir los
costos «directos» reales difícilmente dificulta que quienes acceden a la Universidad
sean los estudiantes procedentes de sectores sociales con ingresos elevados);
la política que realmente va al fondo del problema no es la política de tasas sino
una verdadera política asistencia/ que permita la financiación pública de aque¬
llos costos «indirectos» (hoy «privados») y, por tanto, el acceso de los estudian¬
tes de sectores con pocos ingresos, b) Si no hay un ajuste completo (técnica¬
mente difícil, por otra parte) entre incremento de tasas y exenciones, el incre¬
mento de tasas podría en cambio, generar una nueva barrera disuasoria para
aquellos sectores sociales, que, por no tener ingresos medios o elevados, tiene
una estructura de gasto de la renta familiar considerablemente rígida y, por tan¬
to, se ven con dificultades para encajar y absorber un incremento de gastos en
educación, c) Por circunstancias sociales y económicas generales y por defec¬
tos en el sistema fiscal, fácilmente aquella política combinada de incrementos
de tasas y exenciones podría tener efectos perversos gravando aún adicional¬
mente a quienes tienen ingresos fiscalmente transparentes, es decir, a los asa¬
lariados; d) y, si simplemente lo que se pretende no es ya avanzar en la conse¬
cución de una igualdad de los ciudadanos en el acceso a la enseñanza superior
sino simplemente incrementar la recaudación tributaria y afectarla a las Univer-
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sidades, o, en otras palabras, que tributen más quienes más tiene, ¿por qué una
política de incremento de tasas académicas que tiene tan graves peligros desde
el punto de vista social en vez de la política, técnicamente rigurosa y política¬
mente clara, de incrementar la presión fiscal directa y su progresividad así
como de avanzar en la eliminación efectiva del fraude social?

4. - La discusión sobre la situación actual de nuestra Universidad -y, en
concreto, sobre su financiación- no puede arrancar de una consideración sim¬
plista del número de estudiantes y de la «masificación». Si se tienen en cuenta
las pavorosas cifras de rendimiento académico estudiantil (o, mejor, de falta de
rendimiento) que los autores apuntan en el trabajo, cambiarían de sentido mu¬
chas afirmaciones simplistas al respecto: ¿qué valor tenemos que dar a la «ma¬
sificación» de estudiantes en la Facultad de Derecho cuando comprobamos que
solamente un 9,45% de los estudiantes de una promoción terminan la carrera
en los cinco años correspondientes y que solamente un 23,8% ha conseguido
terminarla en 7 (!) años?; ¿hablar de «masificación» no será no querer hablar de
la gravísima ineficiencia de nuestro sistema universitario?

Por otro lado, las consideraciones sobre el rendimiento deben ser puestas
en conexión con las realizadas en torno al gran peso relativo de los costos «indi¬
rectos» (satisfechos ahora privadamente) respecto a los costos «directos»: con
cotas generales bajas de rendimiento se incrementa el nivel absoluto de los
costes o gastos «indirectos» y, por tanto, se dificulta el acceso y permanencia
en la Universidad de estudiantes procedentes de sectores sociales con ingresos
poco elevados.

5. - Finalmente, querría también llamar la atención del lector sobre la parte
del trabajo que se refiere a la distribución territorial de ¡a oferta de servicios
universitarios y del gasto para su financiación. Comprobará las desigualdades
existentes en la financiación de las distintas Universidades (ya analizadas en un
trabajo anterior de los mismos autores) y también las desigualdades (algunas
de ellas quizás sorprendentes para muchos) en las tasas de escolarización uni¬
versitaria provinciales.

La promulgación de la L.R.U. ha abierto formalmente un proceso de refor¬
ma general de nuestra Universidad en la que deben estar empeñados la propia
comunidad universitaria en su conjunto (y, específicamente, los Claustros y ór¬
ganos de gobierno universitarios) y los poderes públicos. El trabajo apunta en
unas direcciones que forzosamente deben hacer reflexionar a todos los implica¬
dos en este proceso de reforma: los Claustros, órganos de gobierno y comuni¬
dad universitaria en su conjunto deben conocer la realidad como presupuesto
lógic de su transformación; los poderes públicos deben también tomar concien¬
cia de cuál es la realidad universitaria actual y de la ineludible necesidad de arti¬
cular una verdadera política universitaria de signo progresista (sin hacer invoca¬
ciones falaces a la «autonomía» de las Universidades ya que muchos de los
problemas que se estudian en el trabajo no pertenecen a/ ámbito competenciaI
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propio de las Universidades sino al de la actuación de los poderes públicos en el
campo educativo).

El trabajo se cierra con una consideración general que yo suscribo: para
modernizar e incrementar la eficiencia de nuestra Universidad así como para
avanzar en la igualación efectiva de las posibilidades de los ciudadanos de ac¬
ceder a ella se requiere una progresiva ampliación de la esfera de prestación de
servicios públicos y un progresivo incremento del gasto público en Universida¬
des, que la prestación del servicio público universitario sea progresivamente
distribuido «en especie» (no mediante el mecanismo de pagos monetarios, llá¬
mense tasas o precios políticos) y superando las limitaciones y desigualdades
inherentes al mercado, que su financiación se articule a través de un sistema
impositivo general de progresividad creciente.

De hecho esta consideración lo es todo menos original; no se trata más
que de aplicar a la Universidad unos principios que han sido durante decenios
casi axiomáticos en la elaboración de políticas económicas progresistas en los
Estados democráticos de capitalismo avanzado. Lo único que quizá resulte ori¬
ginal es que los autores los recuerden en unos momentos en que parece asistir¬
se a una carrera generalizada hacia el olvido de las posiciones teóricas más pe¬
netrantes en el análisis del capitalismo y, por tanto, de los criterios más válidos
para orientar la intervención del Estado.

Ramón TorrentMacau
Vicerrector de Asuntos Económicos
y
Administrativos de la Universidad
de Barcelona.



 



INTRODUCCIÓN

El origen de esta investigación se encuentra en un estudio realizado an¬
teriormente por los mismos autores*. En aquel estudio, partiendo del análisis
de los criterios para la asignación de recursos a los centros de enseñanza su¬

perior se llegaba a I3 conclusión de que un planteamiento global de los pro¬
blemas relacionados con una asignación correcta de los recursos en este
sector concreto de la actuación del Estado requería tomar en consideración,
no solamente el gasto directo, sino también otras cuestiones relacionadas
con los fines que el Estado pretende cubrir al plantear la enseñanza superior
como servicio público.

El aspecto fundamental entre estas últimas cuestiones era la desigual¬
dad de oportunidades que se producía frente a la enseñanza superior en fun¬
ción de diferents características de tipo socio-económico cuya incidencia es¬
pacial era diferente.

En este sentido podíamos diferenciar distintos niveles en el análisis de la
racionalidad del gasto público en la enseñanza superior. El primero atendería
desde un punto de vista exclusivamente técnico, a la oferta docente en cada
centro universitario y se correspondería con el contenido fundamental del
trabajo antes citado. El segundo incorporaría elementos de la demanda so¬
cial de enseñanza superior en cada zona del territorio, y en consecuencia in¬
corporaría la política asistencial como un elemento a integrar en la racionali¬
zación del gasto público en la enseñanza superior. Un tercer nivel intentaría
referir esta racionalización a las diferentes circunstancias concretas enque
los diferentes sectores del alumnado realizan sus estudios. Es decir, tomaría
en cuenta los problemas de rendimiento, duración de los estudios, etc. que
obviamente no son ajenos a las características socio-económicas del alum¬
nado.

En este trabajo se ha propuesto una aproximación a un análisis de la ra-
* MOLTO, T. y OROVAL, E. «Análisis de los criterios para la asignación de recursos a los

centros de enseñanza superior». I.C.E. Universidad de Barcelona. Colección Informe 1-21. Barce¬
lona, 1 980.
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cionalización del gasto público en términos de los dos últimos niveles. Es de¬
cir, se ha tratado de examinar todo el conjunto de recursos que afluyen tanto
desde el punto de vista público como privado a la enseñanza superior. Evi¬
dentemente se trata tan sólo de una primera aproximación, tanto por el ám¬
bito que se ha estudiado, que en algunos casos se ha limitado a dos faculta¬
des de la Universidad de Barcelona, cuanto por el carácter exploratorio de
buena parte de los métodos utilizados. En efecto poder cuantificar la aporta¬
ción privada y el gasto público asociado con la producción de un bien públi¬
co como los servicios de enseñanza superior requería poseer una informa¬
ción en términos de duración de los estudios, repeticiones, abandonos, etc.
de lo cual no se disponía.

En la línea del trabajo repetidamente citado, en primer lugar analizamos
el gasto público en la enseñanza superior, tanto desde el punto de vista del
gasto directo como del de la política asistencial. Pero la oferta de plazas por
parte del Estado es sólo uno de los elementos que hacen posible el cursar
estudios superiores. Por ello hemos realizado un estudio de los costes priva¬
dos de manutención que indica el esfuerzo de gasto de las familias. Con ob¬
jeto de valorar adecuadamente la incidencia real de estos costes privados,
ha sido necesario conocer el rendimiento de los estudios, puesto que la inci¬
dencia de estos costes es muy diferente según el período de tiempo que im¬
plica la culminación de un ciclo de estudios determinado. Esto ha hecho po¬
sible llegar a un conjunto de estimaciones de los costes soportados por dife¬
rentes categorías del alumnado que refleja una desigualdad frente a la posi¬
bilidad de disfrute de este servicio público.

Por ello el trabajo proporciona una imagen conjunta, aunque en algunos
aspectos dependiente de casos particulares, del volumen global de recursos
que entran en juego en la prestación del servicio de Enseñanza Superior. Ello
permite una visión más amplia de las circuntancias concretas de la actua¬
ción del Estado en este terreno y hace posible un planteamiento global de la
coherencia entre dicha actuación y los objetivos que asume el Estado al re¬
conocer el carácter de la Enseñanza Superior como servicio público.

Este trabajo ha sido realizado por encargo del ICE de la Universidad de
Barcelona en el marco del XI Plan de Investigación del INCIE con el título
«Análisis de la racionalización global de la asignación de recursos públicos a
la enseñanza superior». La versión que se presenta comprende la casi totali¬
dad del informe de investigación. No obstante, para aligerar el texto y hacer
posible una más amplia difusión se han eliminado un cierto número de cua¬
dros y material de base. Todo ello puede consultarse en el informe original
depositado en la biblioteca del I.C.E. de la Universidad de Barcelona.

En el trabajo han colaborado, aparte de los autores, a lo largo de todo el
proyecto Cristina BRULLET y Angela GUERRERO. En diferentes etapas par¬
ticiparon en la investigación Nuria CLERIES, Maria GUIU, Montserrat VIVES
y Maite SOLER. Colaboraron, en el análisis informático de la encuesta de
presupuestos de los estudiantes, Leandro AMARGOS y Antonio ELÍAS.
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CAPÍTULO I

LA ENSEÑANZA SUPERIOR COMO SECTOR DE
INTERVENCIÓN DEL ESTADO

El sistema de enseñanza superior español se caracteriza como en mu¬
chos otros países por estar integrado en la Administración. Es decir, se supo¬
ne que la enseñanza superior es un servicio más entre los que presta el Esta¬
do y que por lo tanto es financiado por el conjunto de la colectividad. Cual¬
quier intento de analizar la racionalidad del gasto público en este terreno
pasa por la aceptación, aunque sea provisional, de este hecho y consistirá en
todo caso en la comparación entre los fines implícitos o explícitos que el Es¬
tado se propone cubrir y los recursos a ellos destinados.

Ya veremos no obstante que no es indiferente para la adopción de unos
u otros criterios la concepción que se sustenta sobre la naturaleza de las in¬
tervenciones del Estado en la economía. Si se adopta por ejemplo la concep¬
ción dominante en la teoría económica neoclásica la función del Estado apa¬
rece centrada en la noción de bienes públicos en un plano estrictamente si¬
milar al de los bienes privados pero referido a bienes cuyas características
de producción o de consumo impiden que estos bienes sean producidos y
distribuidos a través del mercado de acuerdo con las reglas tradicionales de
la teoría de los precios. Evidentemente este enfoque comporta dos hipótesis
fuertes, la primera que la intervención del Estado es reducible a este esque¬
ma, la segunda que la asignación a través del mercado goza de todas las
ventajas que se le atribuyen. Ya veremos que ambas cuestiones están muy
relacionadas y que el rechazo de unas implica el rechazo de otras.

Otra concepción que será la que de hecho va a orientar nuestro análisis
se centra en la noción de necesidades públicas que por su propia naturaleza
excluye cualquier comparación con los sistemas de asignación por el mer¬
cado.

1.1. La enseñanza superior como bien público

La prestación por el Estado en forma gratuita o semigratuita de la ense-
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ñanza superior se sitúa para el análisis neoclásico, es decir, para la corriente
dominante en la teoría económica actual, en el límite mismo del campo «le¬
gítimo» para la intervención del Estado. En efecto, la enseñanza pública para
los niveles no obligatorios se situaría entre los llamados «merit wants» y de
hecho son frecuentes las posiciones que excluyen de una forma taxativa la
enseñanza superior de la categoría de bienes públicos.

La enseñanza superior no presenta ni las características de indivisibili¬
dad ni la imposibilidad de exclusión que tipifican determinados bienes como
bienes públicos ni tampoco parecen ser el origen de economías externas de
dimensiones suficientes para justificar su inclusión en la categoría de bienes
públicos*.

No obstante, en la medida en que la presión social y las medidas políti¬
cas en que se ha traducido han dado lugar, incluso en países cuya tradición
básica es la universidad privada como los E.E.U.U. a una intervención impor¬
tante del Estado (o de los Estados en este caso).El argumento ha sido el
efecto redistributivo de la enseñanza superior. Sin embargo los análisis dis¬
ponibles han puesto de manifiesto la escasa eficacia de la política educativa
en este terreno**. Quedaría como argumento para justificar la intervención
del sector público en este sector de la actividad social la promoción de la
igualdad de oportunidades***.

Pero incluso dando por sentado, como es el caso del estudio anterior¬
mente citado, de la necesidad que el Estado intervenga para equiparar la si¬
tuación de los diferentes individuos frente al acceso de la enseñanza supe¬
rior, queda toda una gama de posibilidaes en cuanto a la forma concreta que
debe revestir dicha intervención.

En efecto las posibilidades son extraordinariamente amplias, desde un
sistema de universidades privadas de funcionamiento similar al de una em¬
presa, es decir, que percibiesen matrículas equivalentes a los costes reales y
en el cual el Estado se limitaría a subvencionar a determinados alumnos que
por sus recursos familiares fueran incapaces de afrontar estos costes, lo
cual correspondería aproximadamente al modelo que durante mucho tiempo
ha sido dominante en los E.E.U.U., hasta el sistema por ejemplo francés o
italiano en el que el Estado ofrece los servicios de enseñanza superior a pre¬
cios prácticamente nulos y complementa esta subvención indiscriminada con
toda una gama de subvenciones directas que van desde las prestaciones en
efectivo hasta la oferta de plazas a precios muy reducidos en residencias y
comedores universitarios.

Es frecuente que incluso entre autores que defienden vigorosamente la
intervención del Estado en aras del principio de igualdad de oportunidades
se contemple con recelo el que por un lado sea el Estado el que ofrezca, o

* Para su tratamiento exhaustivo del tema ver Guy Terny «Analyse économique des orga-
nitations publiques non-marchandes: Le financement public de l'ensegnement supérieur est-il
économiquement fonde?» Université de Paris. DAUPHINE. 1 980.

** ORIVEL «Les aides aux étudiants en France» CNRS-IREDU. 1 977.
*** QUINTAS SEOANE «Sistema de becas e igualdad de oportunidades» ICE. Univesidad

de Santiago de Compostela, VIII. P.N.I.E.
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produzca si se quiere, los servicios educativos (de manera análoga a lo que
ha ocurrido para otras niveles de enseñanza no universitaria) y por otro el
que estos servicios se ofrezcan de forma semi-gratuita. Así se argumenta
que la política de subvenciones indiscriminadas ofrece éstas a quienes no las
necesitan en absoluto mientras que otros grupos no son capaces de acceder
a la posibilidad de disfrutar de dichas subvenciones.

En realidad todo esta argumentación está viciada por una confusión de
la noción de servicio público con la noción de subvención. Es fácil imaginar
los disparates a que podría llegarse si tratásemos de asociar toda interven¬
ción del Estado que comporta un gasto con una subvención a los individuos
afectados. De hecho la noción que procede aplicar para la intervención del
Estado es la de necesidades públicas, es decir, aquellos sectores de la activi¬
dad social que han sido asumidas, como resultado de un proceso histórico,
por el Estado.

1.2. Las necesidades públicas de enseñanza superior

La concepción de la enseñanza superior como bien público, incluso en el
caso en que se rechaza este carácter procede de la teoría normativa indivi¬
dualista del gasto público. El transfondo de esta teoría, como ya se ha indi¬
cado, constituye la referencia al mercado como mecanismo fundamental de
asignación de recursos. En este sentido el análisis del gasto público repre¬
sentaría la indagación de los mecanismos de mercado latentes que explican
que el Estado asume la producción de determinados servicios, la forma en
que se da esta producción y los precios que se le atribuyen. Evidentemente
el enfoque sería más bien de tipo normativo, ya que al asumir el Estado la
producción de estos bienes no puede atribuírsele la espontaneidad que ca¬
racteriza a los mecanismos de mercado.

Este enfoque es estrictamente tributario de una visión que podría califi¬
carse de idealizada de los mecanismos del mercado. Es casi artículo de fe

para los defensores de esta posición el que la producción privada de bienes
es socialmente más eficiente que su prestación por el Estado y que en con¬
secuencia la prestación pública de servicios sólo se justifica por una imposi¬
bilidad de que estos sean asumidos por la iniciativa privada.

Ciñéndonos al caso de la enseñanza superior podríamos decir que el úni¬
co fundamento legítimo para la intervención del Estado en este terreno sería
la acción redistributiva, para los casos extremos de incapacidad económica
para afrontar los costes del servicio.

Una posición menos teoricista frente ai fenómeno de la intervención del
Estado en la sociedad podría centrarse más bien en la noción de necesida¬
des públicas, entendiendo como tales aquellos sectores de intervención del
Estado que proceden de decisiones políticas y que por lo tanto reflejan de
manera más o menos perfecta la voluntad colectiva (sin entrar por supuesto
a considerar el contenido concreto de esta voluntad colectiva ni en la efica¬
cia de los mecanismos para establecerla).
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Frente al modelo de mercado como mecanismo de asignación funda¬
mental de recursos puede plantearse otro modelo en términos de un proce¬
so de reproducción social en el que el Estado desempeña un papel funda¬
mental y en el que los mecanismos de mercado cumplen una función básica
de asignación, pero no determinante. Si el principio de organización del mer¬
cado es la competencia, el principio que informaría la actuación del Estado
sería el de la solidaridad. Es decir, no se partiría de un conjunto de sujetos
aislados cuyas acciones son perfectamente diferenciables, sino de un todo
orgánico en el que la interacción entre los individuos y los efectos que sobre
los individuos tienen las formas de organización colectivas desempeñan un
papel fundamental. 0 sea que las relaciones entre el Estado y la sociedad no
se contemplarían como un diálogo entre el Individuo y el Estado en el que se
aplicarían las reglas del intercambio, puesto que la propia constitución de los
individuos como tales, es decir, el conjunto de características que informan
su conducta, de acuerdo con la teoría neoclásica, dependería de la propia
organización colectiva. Concretamente la acción del Estado y las modifica¬
ciones que puede imprimir a las características de la sociedad en la que se
proyecta (y de la cual depende) modificaría sustancialmente aquellos aspec¬
tos que en la teoría neoclásica se toman como datos.

Un ejemplo muy relacionado con el tema que nos ocupa podría ser el de
los niveles de remuneración que se dan en una sociedad determinada y las
modificaciones que proceden experimentar por la intervención del Estado.

Para la economía neoclásica las rentas que se derivan del proceso pro¬
ductivo se explican en términos de la productividad de los factores de la pro¬
ducción. Concretamente los salarios reflejan la productividad de servicios
productivos de los diferentes grupos de trabajadores. Es decir que las remu¬
neraciones reflejarían la aportación, cuantitativa y cualitativa de los diferen¬
tes agentes al proceso evolutivo.

En la medida en que la adquisición de un nivel determinado de conoci¬
mientos que aumenta la eficacia de los servicios productivos comporta unos
costes, estos costes podrían compararse con los rendimientos para estable¬
cer una medida del rendimiento social de dichos costes.

Si se contempla la estructura de remuneraciones desde otra perspecti¬
va, dichas remuneraciones aparecen en la sociedad no como la medida de
una aportación específica al proceso de producción, imposible de establecer¬
se por otra parte si se supone que todas las contribuciones al proceso pro¬
ductivo son igualmente necesarias, sino que la estructura de remuneracio¬
nes reflejaría fundamentalmente la capacidad para cada uno de los agentes
de apropiarse de una parte de la producción social, cuya base fundamental
sería el poder de control y disposición sobre los recursos productivos.

En la medida en que esta capacidad pueda ir asociada a características
que son resultado de un proceso educativo habría que preguntarse hasta
qué punto representan las remuneraciones un esfuerzo superior o el disfrute
de unas rentas de situación, basadas en una limitación de la cantidad de es¬
tos servicios que se encuentran disponibles en un momento dado.

Es decir que la acción del Estado al facilitar la igualdad en las oportuni-
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dades de acceso a estas situaciones no sólo permitiría a los sujetos que se
beneficiasen de dichas oportunidades, sino que tendería a reducir las rentas
de situación.

Es evidente que la equiparación estricta de remuneraciones no es un ob¬
jetivo mínimamente realista, pero es también evidente que no puede acep¬
tarse la estructura de remuneraciones existente como un dato sobre el que
orientar la acción del Estado. Parece claro que en una proporción impor¬
tante el nivel de remuneraciones que puede alcanzarse por una actividad de¬
terminada tiene menos que ver con el esfuerzo y la penosidad del trabajo
que requiere que con la capacidad que los que desempeñan esta actividad
tienen para controlar sus niveles de remuneración. Esto no quiere decir que

haya de perseguirse la eliminación de diferencias en los niveles de remune¬
ración puesto que todo un conjunto de factores hacen que la motivación sea
un elemento importante para determinadas actividades. Pero en todo caso
los límites entre el disfrute de rentas de situación y el premio a una dedica¬
ción superior no son fácilmente identificables. Por ello toda acción del Esta¬
do que contribuya a reducir dichas rentas de situación parece deseable, ya
que la propia existencia de estas implica una asignación ineficiente de los re¬
cursos disponibles.

Esto es tanto más cierto cuanto la eliminación de las desigualdades que
no respondan a una diferenciación en el esfuerzo aportado es un objetivo ex¬
plícito en la democracia.

Las consideraciones que preceden pueden parecer y de hecho son poco
realistas. Pero no es difícil rastrear en el pensamiento que ha orientado, por
lo menos explícitamente, la constitución de los sistemas educativos en los
países democráticos y más concretamente en los países latinos, una orienta¬
ción no idéntica quizás pero similar a la que se ha expuesto. Y aunque en
otros contextos, como por ejemplo en los E.E.U.U., los mecanismos que han
actuado han sido de otro tipo, los resultados han sido similares en términos
de una ampliación considerable de número de profesionales que sólo ha sido
posible por la apertura de la enseñanza superior a capas más amplias de la
sociedad. Los mecanismos de mercado hubieran sido incapaces de propor¬
cionar el flujo importantísimo de científicos y técnicos que produjo el siste¬
ma educativo de E.E.U.U. después del «shock del sputnik»*

Por supuesto el impulso que ha llevado a la ampliación del número de
estudiantes de enseñanza superior ha tenido mucho que ver con las caracte¬
rísticas de la evolución económica de la postguerra.

La Enseñanza Superior ha sido históricamente el mecanismo sobre el
que se ha basado el sistema de profesiones tal como lo conocemos actual¬
mente, en una relación más o menos estrecha con el aspecto administrativo
del Estado. Una buena parte de las profesiones nutría los diferentes esta¬
mentos de la administración y el ejercicio de las profesiones llamadas libera¬
les estaba sometido al teórico control del Estado, control que de hecho re-

* J. O'CONNOR: «Estado y Capitalismo en la Sociedad Norteamericana». Edic. Periferia.
1978.
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presentaba la legitimación del monopolio corporativo en la prestación de de¬
terminados servicios.

El que el Estado apareciese como responsable de la formación de estos
profesionales, es decir, el que instituciones educativas a nivel de la enseñan¬
za superior fueran de carácter público y financiadas en mayor o menor medi¬
da con cargo a los presupuestos del Estado ha sido un aspecto que ha de¬
pendido en buena parte del tipo de funciones asumidas por el Estado en re¬
lación con el conglomerado de fuerzas sociales en que se basaba el poder
político.

En todo caso, en una etapa inicial de desarrollo de las economías capita¬
listas la enseñanza superior representa un papel marginal en relación con el
proceso de acumulación. Las profesiones liberales prestan servicios persona¬
les en una coyuntura en que este tipo de servicios se limita a sectores muy
reducidos de la población y el grueso de los titulados superiores se integra
en la administración del Estado.

La enseñanza superior ha seguido cumpliendo estas funciones que se
relacionante una manera muy estrecha con la reproducción de la estructura
social y la producción científica e ideológica, aspectos que han sido tratados
en diversos trabajos; sin embargo, un aspecto cualitativamente nuevo es la
utilización masiva de titulados superiores en las actividades económicas
como consecuencia de tres aspectos fundamentales: por un lado la incorpo¬
ración de la producción sistemática de innovaciones técnicas al proceso de
producción, por otro lado los cambios en la estructura de la empresa y, por
último, la masificación de determinados servicios. El desarrollo científico y
técnico que en los primeros tiempos del desarrollo capitalista venía a repre¬
sentar un elemento en cierta medida ajeno al proceso de acumulación, se
convierte ahora en uno de los elementos estratégicos de este proceso. El
fraccionamiento del ciclo de producción a nivel espacial y la concentración
en los países dominantes de la innovación tecnológica constituyen una de
las bases del proceso de acumulación a escala mundial.

La burocratización de la gran empresa ha provocado asimismo por lo
menos en sus momentos iniciales la necesidad de integración de personal
altamente cualificado capaz de gestionar las múltiples funciones en que se
ha objetivado la actividad empresarial.

La gestión de la mano de obra por el Estado* y el incremento de la urba¬
nización han provocado un aumento en la domanda social de servicios per¬
sonales de todo tipo, pero fundamentalmente educativos y sanitarios.

Este conjunto de factores explica la intervención decidida del Estado en
el sistema de enseñanza superior incluso en aquellos países en los cuales la
enseñanza superior era fundamentalmente privada como es el caso de los
E.E.U.U. También incide en esta expansión la revalorización del principio de
igualdad de oportunidades en el marco el «Estado del Bienestar».

Pero el impulso fumndamental vino sin duda de la cobertura por el Esta-
* S. De Brunhoff «Etat et Capitalisme» Maspero. 1 976.
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do de las necesidades de mano de obra cualificada de la empresa privada
cuyos costes de formación era ésta incapaz de asumir.

Sin embargo, esta ampliación de la oferta de titulados superiores,
apoyada intensamente por la intervención estatal, en la medida en que ha
estado asociada directa o indirectametne al auge de las economías capitalis¬
tas que sigue a la Segunda Guerra Mundial, ha sufrido los efectos de la crisis
de los años setenta, dando lugar a una «sobreproducción» de titulados supe¬
riores, la cual evidentemente ha de referirse a la capacidad actual de absor¬
ción del sistema económico. Este exceso de oferta resulta agravado por la
actuación de las tendencias características del proceso de trabajo capitalis¬
ta, es decir, de la sustitución del trabajo cualificado por procesos objetivados
de trabajo y que también afecta al trabajo altamente cualificado*.

Es decir, que la tendencia predominante en estos momentos en relación
con la intervención del Estado en la Enseñanza Superior es la de reducir en
la medida de lo posible el papel considerable, especialmente en lo que se re¬
fiere a la financiación, que ha venido jugando el Sector Público.

En el contexto en que se produce esta reducción del papel jugado por el
Sector Público es posible pensar que afecta no solamente al volumen global
de titulados superiores, sino también a las posibilidades de acceso a la ense¬
ñanza superior de los diferentes sectores sociales.

Todo ello configura el análisis del Gasto Público en enseñanza superior
como un campo enormemente problemático en el que se enfrentan todo un
conjunto de intereses muchas veces contrapuestos. Podríamos decir que
esta oposición de intereses se concreta en dos alternativas: por un lado la
Universidad de Elites como tradicionalmente ha sido concebida y por otro
lado la Universidad de Masas abierta al conjunto de la población. Evidente¬
mente cada uno de estos dos planteamientos implica una concepción dife¬
rente de las funciones de la enseñanza universitaria en el sentido de que
cada una de ellas implica papeles radicalmente diferentes para los titulados
superiores. Así por ejemplo la Universidad de Elites constituye el mecanismo
para preservar las funciones tradicionales de la Universidad, fundamental¬
mente la reproducción de las relaciones sociales, lo cual en estos momentos
no afecta gravemente a las necesidades de trabajo altamente cualificado de
las actividades económicas. La Universidad de Masas se sitúa por otra parte
en la perspectiva de la igualdad de oportunidades de acceso a la cultura para
todos los sectores de la población y es coherente con un proyecto de trans¬
formación social que tienda a superar la división de trabajo manual e intelec¬
tual. Naturalmente no pueden tomarse como expresión de la Universidad de
Masas las formas degradadas de Universidad de Elite a las que tienden ac¬
tualmente la mayor parte de las Universidades de aquellos países en los cua¬
les la enseñanza superior es financiada mayoritariamente por el Estado, sino
que exige un replanteamiento de las formas de enseñanza, tanto desde el
punto de vista de los métodos didácticos como de la estructuración de los
diferentes tipos de estudios.

* BRAVERMANN, «Travail et Capitalisme Monopoliste». Maspero. 1 978, pág. 1 99.
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Aunque esta polarización esquemática permite caracterizar en términos
generales los efectos de la intervención del Sector Público en la enseñanza
superior, es evidente que un tratamiento sistemático de estos efectos re¬
quiere un análisis más detallado de la incidencia de las diferentes modalida¬
des y formas de intervención del Estado en este terreno. No obstante, este
análisis difícilmente puede plantearse de una forma apriorística en la medida
en que las dimensiones y las formas de la actuación del Estado dependen
muy estrechamente de los diferentes proyectos políticos en presencia. Lo
cual implica que los objetivos que se propone el Estado con su intervención
en este sector han de considerarse como un dato.

El análisis del Gasto Público implica sin embargo la identificación de las
formas en que pueden concretarse dichos objetivos, especialmente en lo que
se refiere a su incidencia sobre la distribución del Gasto Público, e implica
también la elaboración de criterios que hagan posible medir la adecuación
entre los objetivos y los medios utilizados.

Naturalmente para que este análisis tenga un sentido operativo es preci¬
so partir de un conjunto de objetivos explicitados de una manera concreta y
esto sólo puede venir dado por la legislación que regula este campo de la ac¬
tividad del Estado. Esta legislación traduce por un lado concepciones sobre
la enseñanza superior que reflejan un consenso amplio entre diferentes fuer¬
zas políticas y por otro lado aspectos que se refieren a proyectos políticos
más restringidos.

Sin embargo estos dos niveles son de difícil diferenciación en la medida
en que estos proyectos que traducen unos intereses más parciales se pre¬
sentan con una pretensión de generalidad. Por ello es indispensable, si se
quiere que el análisis de la actividad del Estado recoja los elementos funda¬
mentales de la problemática, considerar no sólo los objetivos que tienen su
traducción en normas legales, sino también aquellos que pueden inferirse de
los programas de las diferentes fuerzas políticas representativas.

Otra fuente posible de confusiones es la interrelación que existe entre fi¬
nes y medios de la política educativa. No es neutral, por ejemplo, en cuanto a
la equiparación de oportunidades de acceso a la enseñanza superior, el que
ésta se financie directamente por el Sector Público a través de una transfe¬
rencia de servicios o que se financie indirectamente mediante la concesión
de ayudas a determinados sectores, es decir, mediante una transferencia en
efectivo*.

No vamos a entrar ahora en la definición de los objetivos implícitos y ex¬
plícitos de la Enseñanza Superior en España, puesto que constituirá uno de
los apartados de este trabajo, pero en todo caso, conviene destacar la simili¬
tud de la problemática en España con la de otros países de capitalismo
avanzado, aunque la naturaleza dependiente de nuestra economía condicio¬
na la importacia relativa de los diferentes elementos de esta problemática.

En primer lugar, por mucho que en estos momentos exista un exceso de
oferta de titulados superiores, una oferta sostenida de este tipo de mano de

* THUROW «Transferencia en especie frente a transferencias en efectivo» H.P.E. 1 974.
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obra, sigue siendo una condición indispensable del crecimiento económico.
Hay que pensar que un elemento, por ejemplo, de los que justificarían el
diagnóstico de un exceso de titulados, es decir, el paro de los titulados re¬
cientes, ha de ponerse en relación con la crisis económica y su incidencia en
el terreno del empleo. Naturalmente el escaso papel que representa la inno¬
vación tecnológica en el sistema productivo español reduce en cualquier cir¬
cunstancia las necesidades de mano de obra altamente cualificada en rela¬
ción con otros países industrializados. Pero es evidente que cualquier políti¬
ca que se esfuerce por promover un mayor nivel de investigación tendrá que
tener en cuenta la necesidad de formación en sentido cuantitativo y cualita¬
tivo del personal indispensable.

Por otro lado la noción de igualdad de oportunidades y concretamente la
posibilidad de acceso a la enseñanza superior de sectores sociales que se¬
rían incapaces de afrontar privadamente sus costes, es un elemento con el
que cualquier gobierno que pretenda un consenso mayoritario tiene que
contar.

También en España se ha producido un crecimiento del Gasto Público
hasta niveles que entran en pugna con la necesidad del control de la infla¬
ción, es decir, que las presiones para la reducción del Gastos Público que
han estado en el origen de los diferentes intentos de reducir la participación
del Estado en la financiación de la enseñanza superior, se han hecho sentir y

explican en buena medida el carácter regresivo, en este sentido de algunas
tomas de posición en relación con la legislación que se propone para la or¬
denación futura de la Universidad.

Que la enseñanza superior sea asumida por el Estado es una condición
necesaria aunque no suficiente para que los criterios de aptitud para una de¬
terminada profesión no se transformen en restricciones en el acceso a dicha
profesión. El propio hecho de que la acción del Estado a través de la ense¬
ñanza transciende la situación existente en un momento dado es un argu¬
mento fundamental para justificar que el Estado asuma la producción de los
servicios de la enseñanza superior como necesidad colectiva y que lo asuma
bajo la forma de prestación directa de estos servicios.

Pero un examen más detallado de las formas concretas en que parece

que debe desarrollarse la prestación de estos servicios requiere especificar
de una forma más detallada por un lado los objetivos que persigue el Estado,
es decir, la sociedad, y por otro las posibles formas de intervención.

1.3. El análisis de la política educativa en términos de servicio público
frente a la noción de subvenciones

El enfoque en términos de bienes públicos de la enseñanza superior con¬
duce naturalmente a la comparación entre los beneficiarios de este bien pú¬
blico y los que lo sufragan. Esto quiere decir, como ya hemos indicado, que
pueden medirse tanto los beneficios privatizables atribuibles a este bien pú¬
blico cuanto el peso que puedan representar eventualmente frente a los be-
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neficios que no son apropiables directamente por ningún sujeto de una forma
que excluya a todos de su disfrute.

Este enfoque recoge un hecho importante, las desigualdades en el acce¬
so a la enseñanza superior, que teniendo en cuenta un sistema en el cual los
servicios públicos de enseñanza superior son financiados con cargo a los im¬
puestos, podría interpretarse en términos de subvenciones a determinados
grupos sociales. Pero esta concepción en términos de subvenciones solo se¬
ría válida en el supuesto de que pudiera aplicarse de una forma exhaustiva a
todos los bienes públicos, cosa obviamente absurda. El enfoque más correc¬
to consistiría en partir, como hemos dicho, de la noción de necesidades pú¬
blicas, es decir, aquellos bienes cuya producción asume el Estado, bienes
que en cualquier caso deben ser financiados a través de los presupuestos.
Los que plantearía, evidentemente, el problema de reparto de la carga tribu¬
taria dentro de la sociedad, pero, sin que tenga sentido establecer una com¬
paración en términos cuantitativos entre los recursos que aporta cada grupo
social y lo que recibe.

Lo que caracteriza precisamente a las necesidades públicas es su carác¬
ter global y la imposibilidad de aislar de una forma eficaz a sus beneficiarios.
Por mucho que la posesión de un título de enseñanza superior represente la
obtención de un nivel superior de ingresos, el que el Estado asuma la presta¬
ción gratuita de estos servicios no significa una discriminación para ningún
grupo social en la medida en que esta prestación vaya acompañada por una
política asistencial adecuada. Ello en el supuesto de que exista un reparto
equitativo de las cargas fiscales. Evidentemente esto es una situación ideal,
puesto que está claro que las oportunidades de acceso a la enseñanza supe¬
rior, incluso en países en los que la enseñanza es gratuita y en los que existe
un sistema eficaz de ayudas al estudio, no se han equiparado y las desigual¬
dades en el acceso a la enseñanza siguen persistiendo. Pero parece claro
que el camino para la reducción de estas desigualdades no pasa por la priva¬
tización de la enseñanza pública ni por la individualización de las subvencio¬
nes, por lo menos en lo que se refiere a los costos directos de la enseñanza.

Si examinamos las razones que pueden aducirse para la prestación por
el Estado de este servicio público podremos ver que su tarificación a costes
reales tendería a agravar, incluso en el supuesto de la existencia de subven¬
ciones discriminatorias a un nivel suficiente, las desigualdades existentes.
Aunque el origen de la universidad pública en nuestro contexto respalda una
acción subsidiaria del Estado, basada como ya se ha dicho, por otra parte, en
que el principal «cliente» de la universidad era la propia administración, la
transcendencia para el conjunto de la sociedad de las universidades y los
centros de enseñanza superior como centros de formación de profesionales
y científicos y como centros de promoción cultural, parecen requerir un con¬
trol por parte del Estado, que en el caso de un Estado democrático garantiza
la representación del conjunto de intereses colectivos en estos centros vita¬
les pra el conjunto de la sociedad.

Desde una perspectiva diferente podrá pensarse que al asumir el Esta¬
do aquellos estudios que conducen al ejercicio de determinadas funciones y
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en la situación actual a la obtención de ingresos superiores a los de otras ac¬
tividades, podría evitarse que las desigualdades que las formas actuales de
división del trabajo llevan aparejadas resultasen amplificadas por la acción
consciente de los grupos más privilegiados. Pero aún más, desde otra pers¬
pectiva, puede verse el sistema de enseñanza superior como una etapa más
en el desarrollo de las posibilidades individuales de acceso a la cultura, que
en esta perspectiva debería estar abierta a todos aquellos capaces de disfru¬
tarla y que, en consecuencia, también debería recaer sobre el sector público.

No obstante el reconocimiento de la legitimidad de que el sector público
desempeñe un papel principal en la oferta de servicios educativos no está en
contradicción aparentemente con la distribución de estos servicios a precios
que cubran los costes reales. Aquí es donde realmente incidiría el análisis
en términos de subvenciones*.

En efecto es fácil comparar el conjunto de costes que representa la
enseñanza y en especial los costes indirectos que constituyen una barre¬
ra de entrada importante en los costes que asume el Estado, de los cuales
obviamente resultan más beneficiados los grupos sociales que se encuen¬
tran mayoritariamente representados en el alumnado de la universidad. En
este sentido la política de tarifar la enseñanza superior a costes reales per¬
mitiría subvencionar realmente a aquellos que lo necesitan, y en una propor¬
ción mayor, puesto que liberaría los recursos que afluyen ahora a los grupos
innecesariamente subvencionados.

Este planteamiento no es solamente incorrecto o, si se quiere, innecesa¬
rio, sino que, además, conduciría a una agravación de las desigualdades en el
acceso a la enseñanza, si nos planteáramos las condiciones reales en que se
distribuyen y se consumen los bienes colectivos.

Si existen subvenciones indiscriminadas a determinados grupos sociales
no hay por qué pensar que no puedan capturarse a través de una progresivi-
dad adecuada de las cargas fiscales. Por ello el argumento carece de fuerza
probatoria, y en todo caso puede representar una toma de postura a favor de
un retraimiento del Estado en la producción de bienes públicos, o mejor una
opción ideológica favorable a las categorías de mercado en la asignación de
recursos que tampoco parece fundada.

Es más, puede verse fácilmente que el retraimiento del Estado en este
terreno tiene efectos socialmente desfavorables.

En primer lugar, el establecimiento de tarifas a costes reales significa
que el Estado deja de ofrecer estos servicios con el carácter de necesidad
colectiva. Será la demanda manifiesta y obviamemte la solvente, la que gra¬
duará la producción del servicio. Está claro que la oferta de becas, que en
teoría debería paliar las desigualdades en la capacidad de disfrute del servi¬
cio, estará mucho más sujeta a los vaivenes de la política presupuestaria que
la prestación de servicio en forma directa. Por otra parte, la identificación de
los posibles destinatarios de la ayuda a este nivel introduce implícitamente

* Vid. QUINTAS op. cit.
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posibilidades de discriminación, que al menos por este concepto no existen
cuando el servicio se presta en forma indiscriminada.

En segundo lugar, desde el punto de vista de los destinatarios de la ayu¬
da, o sea aquellos grupos sociales que podrían pagar los costes, elevados, de
las carreras universitarias gracias a las ayudas discriminadas, está claro que
no puede suponérseles ni la claridad de visión que les permita apreciar las
ventajas de cursar estudios superiores, ni la holgura financiera que haga po¬
sible una distribución adecuada de sus recursos. Por ello, es mucho más fácil
que se beneficien, aunque sea en proporciones reducidas (proporción que se
trataría de aumentar mediante una política específicamente asistencial) de
bienes públicos que se ofrecen de forma gratuita o semigratuita que de bie¬
nes para cuyo acceso habrían de solicitar y obtener una ayuda individualiza¬
da.

Si como resultado de lo que hemos expresado anteriormente no nos pa¬
rece adecuado un análisis del gasto público en enseñanza superior en térmi¬
nos de una comparación puntual entre subvenciones y beneficiarios se plan¬
tea el problema de definir los criterios que permitirían analizar la racionalidad
del gasto público a este nivel.

Hay que partir de la base, en esta perspectiva, de que la intervención del
Estado en este terreno solo tiene que responder en términos de su análisis
de racionalidad a la coherencia con los objetivos que se plantea. Es decir,
desde el punto de vista que adoptamos no tiene sentido comparar gastos
que efectúa el Estado con flujos de ingresos, obtenidos directamente o por
estimación en que se traduzcan los resultados de esta acción.

En efecto, si no creemos que el mercado proporcione siempre indicado¬
res válidos de asignación de los recursos, en especial en lo que se refiere a
remuneraciones, y en particular no creemos que los salarios correspondan a
la productividad marginal del trabajo, sea ésta la que sea, es obvio que han
de encontrarse otros indicadores para medir la eficacia de la acción del Esta¬
do.

Esto no quiere decir que haya de renunciar a la utilización de los indica¬
dores monetarios puesto que, el gasto constituye la medida común entre to¬
das las acciones que puede emprender el Estado en este terreno, pero esta
utilización debe estar subordinada a la identificación de los objetivos reales
que se persiguen. Por ejemplo, si asumimos que la prestación de servicios de
enseñanza superior debe ser asumida por el Estado triene sentido preguntar¬
se, como haremos más adelante, cuál es el esfuerzo financiero adicional que
tienen que realizar los diferentes grupos sociales para poderse beneficiar de
este servicio, y cuáles son las modificaciones en el volumen del gasto y su
forma de asignación que pueden ya sea reducir este gasto para determina¬
das categorías, ya sea cubrirlo totalmente para otras.
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CAPÍTULO II

EL GASTO PÚBLICO EN ENSEÑANZA SUPERIOR

Definida la enseñanza superior como necesidad pública se trata de ver
cómo se concreta la acción del Estado para cubrir dicha necesidad. Ya he¬
mos indicado que la acción del Estado en este terreno se subordina a dos
objetivos fundamentales. Por un lado, la prestación de unos servicios educa¬
tivos y, por otro, la equiparación de oportunidades para todos los destinata¬
rios potenciales de este servicio público.

Como ocurre para todos los servicios colectivos, no es fácil medir el gra¬
do de cumplimiento de los objetivos que pretenden cubrir estos servicios.
Por ello, si bien suministraremos una primera aproximación en términos de
comparaciones internacionales, que parece uno de los métodos menos ses¬
gados para apreciar el cumplimiento de objetivos de difícil cuantificación*, el
problema que va a centrar nuestra atención va a ser la coherencia a nivel es¬

pacial y social en la prestación del servicio.
Aunque en algunos casos los objetivos y las realizaciones pueden expre¬

sarse en términos reales, el dato fundamental lo constituye el volumen del
gasto público, tanto en términos globales como en su asignación espacial o
social.

Por ello examinaremos en un primer momento cuál ha sido la acción del
Estado en el terreno de la enseñanza superior desde un punto de vista glo¬
bal, es decir, en términos de tasas de escolarización, tanto para el conjunto
del territorio nacional como para las diferentes provincias (estas constituyen
una zona de observación puramente arbitraria, pero ofrecen la ventaja insus¬
tituible de ser el único ámbito espacial en el que se presenta una serie de da¬
tos de forma desagregada). Pero una aproximación en términos estrictos de
tasas de escolaridad resulta insuficiente, puesto que enmascara aspectos
menos visibles, de tipo cualitativo, cuya transcendencia es innegable en lo
que se refiere a la efectividad del servicio que prestan los diferentes centros

* MANUEL J. LAGARES CALVO «Las necesidades públicas en España: niveles de cobertu¬
ra». Hacienda Pública Española n.° 36.
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de enseñanza superior. En efecto, una primera medida del nivel de servicios
ofrecido en cada zona del territorio es la oferta de plazas de enseñanza supe¬
rior que cubre cada uno de estos centros. Pero la naturaleza real de dicha
oferta de plazas depende del volumen de recursos con que cuenta cada cen¬
tro. Es obvio que mayores dotaciones para una oferta de plazas equivalente
implican una mejor calidad de los servicios que se ofrecen y repercuten, por
lo tanto, en la efectividad en el cumplimiento de los objetivos directos e indi¬
rectos en este sector. Por consiguiente, presentaremos un análisis compara¬
tivo de la asignación de recursos a los centros de enseñanza superior en tér¬
minos de una comparación entre nivel de servicio ofrecido medido por el in¬
dicador de las horas de docencia que se derivan del plan de estudios de cada
centro y el número de alumnos con las dotaciones que en términos de recur¬
sos reales (profesorado de plantilla pagado por el Ministerio) o en términos
de subvenciones (personal contratado) recibe cada centro.

Finalmente, examinaremos las características fundamentales de la polí¬
tica de ayuda al estudio en este nivel de la enseñanza e intentaremos una
primera aproximación a una comparación entre objetivos y realizaciones.

2.1. La oferta de servicios educativos en la enseñanza superior

Ya hemos indicado la dificultad que existe para la definición del volumen
deseable del gasto destinado a cubrir una necesidad social que el Estado
asume como necesidad pública. Ni los enfoques del Capital Humano*, ni el
enfoque de las previsiones de mano de obra han demostrado una eficacia
suficiente para establecer objetivos para este nivel. El enfoque de la deman¬
da social** es irrealizable en el sentido estricto, por lo menos cuando la de¬
manda de enseñanza superior supere ciertos niveles.

De ahí que el enfoque más apropiado sea el de las comparaciones inter¬
nacionales, no tanto en términos de fijación de objetivos, lo cual sería poco
realista en función de la complejidad de la situación financiera de cada país,
sino más bien como punto de referencia con el que comparar las realizacio¬
nes del país propio.

Si tratamos de cuantificar cuál ha sido el esfuerzo del Estado español en
el terreno de la enseñanza superior se nos presentan dos problemas. En pri¬
mer lugar, las magnitudes en las que puede cifrarse este esfuerzo. Puede, en
efecto, expresarse el nivel de cobertura de esta necesidad pública en térmi¬
nos de servicios ofrecidos: horas de clase, número de estudiantes, etc. Aun¬
que las funciones de la enseñanza superior no son únicamente el ofrecer un
determinado nivel de escolarización, puesto que de la enseñanza superior
depende, en última instancia, en grado apreciable la creación y difusión de la
cultura y la investigación científica por poner dos ejemplos notorios, un indi¬
cador amplio de la actuación del Estado en este terreno, fácilmente compa-

# M.BLAUG «Human Capital. A slighty jaundiced survey». J.E.L. 1976.
LORD ROBBINS «Higher education». Report of the Committee under the Chairmanss-

hipof Lord ROBBINS 1961-63 London HMSO 1963.
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rabie a nivel internacional, es la tasa de escolarización referida a la población
comprendida entre las edades en que teóricamente se cursan estos estu¬
dios y que suele ser el grupo modal.

Este indicador no está exento de ambigüedades, y sobre ello volveremos
más adelante, puesto que no refleja en absoluto la calidad de la enseñanza
impartida. Una mejor aproximación sería, aunque tampoco está libre de críti¬
cas del mismo orden, la proporción de titulados superiores en relación tam¬
bién con el grupo de edades correspondientes.

Otra posible expresión de los resultados de la actuación del Estado sus¬
ceptible de comparación internacional es el esfuerzo financiero que realiza el
Estado en este terreno y, muy especialmente, para facilitar las comparacio¬
nes internacionales, obviando el espinoso problema de los tipos de cambio,
en términos relativos frente a las magnitudes económicas más significativas
(PIB, Presupuestos Generales, etc.).

Sí, como decíamos anteriormente, una tasa de escolarización elevada
puede ser ambigua en la medida en que no se traduzca en una producción
adecuada de titulados superiores, lo que puede atribuirse a una degradación
de las condiciones de enseñanza, es posible que la comparación en términos
de financiación ponga ya de manifiesto una insuficiente cobertura de las ne¬
cesidades públicas.

2.1.1. La evolución del sistema de enseñanza superior en términos reales

La expansión de la enseñanza universitaria ha sido considerable en los
últimos años, puesto que ha pasado de 77 000 alumnos en 1960 a
213 000 en 1 970 y a 450 000 en 1979, lo que representa en términos re¬
lativos referido al grupo de edades de 18 a 23 años (tasa de escolarización
en enseñanza universitaria) respectivamente el 2,1% en 1960, el 6,9% en
1970 y el 10% en 1979.

En lo que se refiere a las comparaciones internacionales, las cifras co¬
rrespondientes al período 1 970-77 para todas las enseñanzas de nivel supe¬
rior, es decir, las que podamos suponer menos sensibles a las diferencias en¬
tre sistemas educativos, aparecen en el cuadro n.° 2.1.1.

Como puede verse, incluso para el concepto más amplio de la enseñan¬
za superior, la distancia de España frente al conjunto de países europeos era
considerable. Si nos atenemos a aquellos países cuyos sistemas educativos
son similares al español (Italia y Francia) la diferencia se agudiza más, pues¬
to que en 1976 no se habían podido alcanzar todavía las tasas correspon¬
dientes a estos países en 1 974.

Es decir, que aunque sea difícil valorar lo que representa esta distancia
frente a otros países europeos, parece claro que el sector público sólo la ha
cubierto parcialmente.

En cuanto a otros indicadores del nivel de servicio, como puede ser el
número de alumnos por profesor, las cifras de que disponemos son poco ve-
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rosímiles por la dificultad de comparar situaciones en términos de dedica¬
ción, horarios, etc.

CUADRO 2.1.1.

TASA DE ESCOLARIZACIÓN DE TERCER NIVEL EDUCATIVO
(Grupo de edades de 20-24 años).

PAÍSES 1970 1974 1975 1976 1977

Bélgica 17,5 20,5 21,3 22,- 22,-
Dinamarca 18,3 27,6 29,4 29,9 32,1
Francia 19,5 23,2 24,4 24,6 25,7
Alemania 13,4 19,1 24,4 24,4 24,7
Grecia 13,5 17,6 18,4 18,9 —

Irlanda 13,5 16,3 19,3 19,1 18,8
Italia 16,7 23,7 25,1 26,2 26,8
Holanda 19,5 23,2 25,5 27,- 28,1
Portugal 7,9 8,9 10,5 12,3 10,7
España 8,9 17,7 20,4 21,5 —

Inglaterra 14,1 16,5 18,9 — —

Fuente: Anuario estadístico de la UNESCO 1980.

Otro aspecto para el que tampoco disponemos de datos susceptibles de
comparación es el rendimiento de la enseñanza superior. Ahora bien, como
veremos más adelante, existen indicios de que las tasas de escolarización en
España están sobrestimadas debido a la permanencia de los alumnos en el
sistema educativo más allá del período normal de escolarización. Si, por
ejemplo, comparamos el número de alumnos que inició sus estudios por pri¬
mera vez en 1 970 con el grupo de 1 7 años de edad en dicha fecha, aquéllos
representaban el 14,4%, mientras que la misma comparación para 1975
arrojaba el 1 5,1 7%, es decir, un incremento mucho menor de la escolariza¬
ción del que podría inferirse de las cifras globales.

La equiparación de oportunidades en el acceso a la enseñanza superior
es un elemento que va asociado de una forma inseparable con la prestación
por el Estado de este tipo de servicios, especialmente cuando, y éste es el
caso de España, las tasas académicas cubren sólo una fracción de los costes
reales.

Tampoco es aquí posible realizar una comparación muy precisa, ni si¬
quiera entre la composición del alumnado de las universidades en términos

30



de clases sociales, niveles de renta, etc., ni mucho menos comparar esta
evolución con la de otros países. El cuadro n.° 2.1.2. tiene únicamente un va¬
lor indicativo y en él cabe destacar las diferencias que incluso se amplían du¬
rante el período.

CUADRO 2.1.2.

DISTRIBUCIÓN POR CATEGORÍAS SOCIO PROFESIONALES
DEL ALUMNADO DE LA ENSEÑANZA UNIVERSITARIA.

PAÍS AÑO (D (2) (3) (4) (5)

España 1962 27,2 32,6 33,1 2,8 4,3
1968 38,2 23,6 35,4 2,8 -

1970 29,3 24,1 28,6 3,6 14,4
1978 23,- 26,6 36 ,9 13,5

Francia 1962 25,6 31,5 29,1 7,4 6,4
1968 22,- 35,1 27,1 12,8 3,-
1974 18,3 33,2 26,1 14,1 8,3

(1) Empresarios
(2) Profesionales liberales y cuadros superiores
(3) Empleados y cuadros medios
(4) Obreros y personal de servicios incluidos asalariados agrícolas
(5) Otros.

Fuente: 1 962 - INE Estadísticas de la Enseñanza en España.
1968 - INE Encuesta de equipamiento y nivel cultural de la fami¬

lia.
España: 1970 - INE Censo de 1970.

1978 - Elaborado a partir de los datos del Centro de Proceso de
Datos del M.E.C.

Francia - B. Millot, F. Orivel «L'economie de l'enseignement superieur»
Cuyas Paris 1 980. Pág. 320.

2.1.2. El gasto público en la enseñanza superior

Dada la ambigüedad que presenta la comparación de sistemas educati¬
vos muy diversos, en términos de indicadores reales, una forma de comparar
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el nivel de servicios que ofrece el Estado español en la enseñanza superior
con los niveles alcanzados por otros países puede ser la proporción que re-

CUADRO 2.1.3.

GASTO PÚBLICO CORRIENTE EN ENSEÑANZA DE TERCER GRADO.

PAISES 1970 1976 (D (II)

Bélgica (A) - 0,96 2,79 3,27
(B) - 3,19

Dinamarca (A) 1,41 (x) 1,62 2,44 (x) 2,17
(B) 3,51 (x) 3,16

Francia (A) 0,82 0,80 2,21 1,76
(B) - -

Alemania (A) 0,62 0,63 2,23 1,83
(B) 2,21 1,33

Grecia (A) 0,31 0,39 (x) — —

(B) 1,48 1,76 (x)

Irlanda (A) 0,68 1,10 3,57 4,57
(B) 1,50 1,95

Italia (A) 0,38 0,61 2,66 3,63
(B) - 1,11

Holanda (A) 1,70 2,40 2,41 3,08
(B) 6,49 7,19

España (A) 0,38 0,33 3,79 3,14
(B) 2,76 2,53

Inglaterra (A) 1,29 1,23 3,06 2,45
(B) 3,49 2,84

(I) Tasa de crecimiento 1 970-76. Gasto público corriente en enseñanza.
(II) Tasa de crecimiento 1970-76. Gasto público corriente en enseñanza

superior.
(A) Porcentaje del G.P.C. en enseñanza de 3.er grado sobre el P.N.B.
(B) Porcentaje de G.P.C. en enseñanza de 3.er grado sobre Gasto Público

total.

(x) 1975.

Fuente: Elaborado a partir de los datos del Anuario Estadístico de la UNES¬
CO 1980.
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presenta la financiación de este nivel de enseñanza en relación con la magni¬
tud del producto social y en relación con el gasto público total. Esto aparece
en el cuadro n.° 2.1.3. Como puede verse, a principios del período, es decir,
en 1 970, España figura en una de las últimas posiciones en lo que se refiere
a la proporción de los gastos en enseñanza superior en el P.N.B. No es tan
baja, en cambio, su participación en el gasto público total que es compara¬
ble, por ejemplo, a la de Alemania, aunque es muy inferior a la proporción de
Holanda, Inglaterra o Dinamarca. Evidentemente lo que pone de manifiesto
esta última proporción es la escasa participación en España del sector públi¬
co en el P.N.B. que alcanzó en el período 1960-70 una media del 19,7%,
cuando la media para los países de la Comunidad Económica Europea para
el mismo período era del 36,7% con muy ligeras divergencias entre los paí¬
ses miembros.

Las cifras para 1976 que revelan en la mayor parte de países, especial¬
mente los que situaban a niveles bajos, un incremento en la participación de
las gastos en enseñanza superior en el P.N.B., muestran en el caso español
una disminución. Lo mismo ocurre en cuanto a la participación en el gasto
público total. Esto ha de ponerse en relación, por un lado, con una disminu¬
ción del gasto en enseñanza superior comparado con el gasto total en ense¬
ñanza, ya que el primero crece un 379% en el período 1 970-76 y el segun¬
do solamente un 314% en el mismo período. Y, por otro lado, con una esta¬
bilidad en la proporción que representan los gastos en enseñanza frente al

CUADRO 2.1.4.

GASTO PÚBLICO DE EDUCACIÓN

PAÍSES Total sobre

gasto público
Sobre P.N.B.

Bélgica (1977) 19,2 6,5
Dinamarca (1975) 15,2 6,7 (1977)
Francia (1 977) - 5,8
Alemania (1976) 8,8 4,2
Irlanda (1977) 11,2 6,2
Italia (1976) 9,3 5,1
Holanda (1977) 25,4 8,4
España (1976) 16,8 2,2
Portugal (1976) 14,5 3,7
Inglaterra (1976) 14,3 6,2
USA (1977) 17,7 6,4

Fuente: Anuario estadístico de la UNESCO 1980.
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P.N.B.; en efecto, la proporción en 1970 era el 2,1 y en 1976 del 2,2. Por
otro lado, la proporción del gasto público en enseñanza es baja en compara¬
ción con otros países (cuadro n.° 2.1.4.).

Puede decirse entonces que el gasto público a este nivel no ha crecido
en proporción al incremento del alumnado. En efecto, el crecimiento a pre¬
cios constantes del gasto público entre 1970 y 1976 ha sido de un 60%,
mientras que el incremento de alumnos matriculados ha sido del 94%. Esto
parece indicar que la supuesta aproximación a niveles europeos en cuanto a
tasas de escolarización resulta bastante difícil de explicar.

2.1.3. La evolución del nivel de servicios en la enseñanza superior

La evolución contradictoria de los indicadores reales y monetarios del
nivel de prestación de servicios de enseñanza superior pone de manifiesto la
dificultad de medir de una manera adecuada la eficacia de la intervención
pública en este terreno. En efecto, todo induce a pensar que, si bien ha exis¬
tido una ampliación del número de estudiantes, debe haberse producido una
degradación sensible de las condiciones de enseñanza, que no puede atri¬
buirse, tópicamente, a la masificación, sino más bien a un insuficiente incre¬
mento de la dotación de recursos. No existen los datos necesarios para do¬
cumentar de una forma suficiente esta afirmación, pero existen indicios de
que tal degradación se ha traducido fundamentalmente en una disminución
de los rendimientos en términos de graduados en enseñanza superior.

Ya nos referiremos más adelante al análisis del rendimiento de la ense¬

ñanza que se ha realizado en las facultades de Derecho y de Ciencias Quími¬
cas de la Universidad de Barcelona, pero conviene adelantar las cifras ex¬
traordinariamente bajas de alumnos que completan con éxito sus estudios
en el período previsto. Cabe preguntarse entonces qué significado hay que
dar a las cifras de matrícula, cuyo crecimiento debe explicarse seguramente
en una proporción apreciable por una retención cada vez mayor de estudian¬
tes que no han conseguido superar los estudios en los plazos previstos.

Una publicación reciente de la Universidad Complutense de Madrid*
ofrece datos que, sin tener la precisión que implica el estudio individualizado
que hemos realizado, permiten suponer que el rendimiento es también relati¬
vamente bajo. En efecto, de acuerdo con la publicación antes citada, de los
alumnos que terminaron sus estudios el curso 1 978-79, 481 los habían ini¬
ciado en 1 974-75, y según las estadísticas de enseñanza superior en Espa¬
ña**, los alumnos que iniciaron sus estudios de Derecho en la Complutense
de Madrid en el curso 1974-75 ascienden a 1 309, lo que implica un rendi¬
miento del 10,8%***.

* Gabinete de Análisis y Planificación. Univ. Complutense de Madrid. «Terminación de es¬
tudios en facultades y escuelas universitarias 1 978-79».

** I.N.E. Estadísticas de la enseñanza en España curso 1 974-75.
*** Téngase en cuenta que consideramos que el grupo que constituye los estudiantes está
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Aun teniendo en cuenta ia precariedad de los datos que manejamos, ya
veremos que el sentido de las diferencias entre las cifras de rendimiento en¬
tre ambos centros es bastante coherente con un aspecto que examinaremos
más adelante. Nos referimos a un hecho que, si bien había sido intuido en
numerosas ocasiones, no había recibido hasta el momento una cuantifica-
ción mínimamente precisa. Se trata de que, aun en un marco general de de¬
gradación de las condiciones de cobertura de este servicio público, las dife¬
rencias entre centros agravan aún más la situación para determinadas uni¬
versidades. Por ello veremos a continuación cómo puede apreciarse el grado
de cumplimiento de los objetivos del sector público en la enseñanza superior
para las diferentes zonas del territorio, habida cuenta de que la prestación de
este servicio ha de concretarse en una oferta de plazas en cada uno de estos
puntos.

2.1.4. La distribución espacial de los servicios de enseñanza superior

Como ya hemos indicado, los objetivos que pueden señalarse en la en¬
señanza superior son, por un lado, el cubrir una determinada oferta pública
de estos servicios, cuya dificultad de cuantificación ya se ha visto, pero que
en términos de comparaciones internacionales parece insuficiente, y la ga¬
rantía de la igualdad de oportunidades. Una medida de la eficacia de esta ac¬
ción puede ser la modificación de la composición por categorías socio-
profesionales del colectivo de estudiantes, que en condiciones de equipara¬
ción estricta de oportunidades para todos los grupos sociales habría de
coincidir con las proporciones que representan en la población activa. Como
se ha visto, los progresos realizados en este sentido no han sido importan¬
tes.

Por supuesto, la distinción en términos de comparaciones internaciona¬
les entre la oferta de servicios educativos y el fomento de la igualdad de
oportunidades, es puramente artificiosa, por lo menos si nos referimos a la
expansión del sistema de la enseñanza superior que se produjo en los años
1950-1960 en los países más desarrollados. Sin embargo, puede pensarse
que su diferenciación, en el caso de España, revela de hecho una real distor¬
sión en el crecimiento de la oferta de servicios educativos.

En efecto, la ampliación del número de etudiantes a los cuales teórica¬
mente se les han abierto las puertas en la enseñanza superior no ha ido
acompañada de una política de becas que hiciese posible la dedicación a
tiempo completo de los estudiantes con menos recursos. Y sin una mejora
de las condiciones de enseñanza que hiciese posible superar los elementos
negativos del entorno familiar, cabe preguntarse cuál ha sido el sentido real
de esta ampliación.

compuesto exclusivamente por alumnos efectivamente matriculados en el primer curso en la
Complutense en la fecha que se indica, es decir, que por la naturaleza de la información no pode¬
mos tener en cuenta los posibles traslados de matrícula.
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Los rendimientos extraordinariamente bajos que registra el sistema edu¬
cativo tienen seguramente mucho que ver con este tipo de expansión.

El examen de la situación de la enseñanza superior para las diferentes
zonas del territorio puede permitir apreciar de una forma más precisa las di¬
ferencias en los relativo a la oferta de servicios educativos y, sobre todo, la
relación que existe eventualmente entre estructura socio-económica y acce¬
so a la enseñanza superior.

Una primera aproximación puede ser las tasas de escolarización para
este nivel de cada una de las provincias españolas. En el cuadro n.° 2.1.5.
aparecen dichas tasas calculadas para los años 1 970 y 1 978. Las dos series
no son estrictamente comparables, puesto que su origen es diferente y, por
lo tanto, no puede suponerse en absoluto que presenten los mismos sesgos.
En efecto, las primeras se han obtenido a partir del censo de 1 970, es decir,
representan la comparación en porcentajes de la población de cada provin¬
cia que en dicho año cursaba estudios de enseñanza superior con el número
de habitantes de dicha provincia que en la fecha estaban comprendidos en el
grupo de edad de 1 8 a 23 años. La tasa de 1978 corresponde a la suma
para cada provincia del número de estudiantes procedentes de dicha provin¬
cia matriculados en las diferentes universidades españolas comparados con
la población de derecho de cada provincia comprendida en el grupo de eda¬
des antes citado. Como los datos proceden de la explotación de las de matrí¬
cula y que, por ejemplo, un alumno inscrito en dos tipos de estudios figurará
contado dos veces, sólo puede darse a estas últimas cifras un carácter mera¬
mente indicativo.

La evolución de las tasas de escolarización aparece muy dispar para las
diferentes provincias. Para las provincias que al principio del período cuentan
con una mayor tasa de escolaridad, como por ejemplo Madrid, el crecimiento
es similar al de la media nacional, mientras que provincias, que a principio
del período contaban con una tasa relativamente baja, como Soria, Palencia,
Zamora o Burgos, crecen considerablemente. Sin embargo, también es po¬
sible observar que algunas provincias con una tasa muy baja inicialmente,
crecen muy poco durante el período, esto ocurre en Badajoz, Cáceres, Huel-
va, Ciudad Real o Pontevedra.

Para 1 970 ha sido posible efectuar un análisis* de la dispersión de las
tasas de escolaridad en el que las características socio-económicas de cada
zona mostraban una influencia considerable, incorporando también como
variables explicativas la tasa de escolarización en enseñanza media y la exis¬
tencia o no de Universidad en la provincia. No ha sido posible realizar este
mismo análisis estadístico para 1 978, por la falta de datos.

Sin embargo, y con todas las limitaciones que hemos indicado, la evolu¬
ción entre 1970 y 1978 parece indicar una persistencia de los fenómenos
que se observaban en 1 970. Parece claro que son las provincias con porcen¬
tajes mayores de población asalariada las que han experimentado un menor

* MOLTÓ, T. y OROVAL, E.: Análisis de los criterios para la asignación de los recursos pú¬
blicos a los centros de enseñanza superior. I.C.E. U. de Barcelona, 1 980.
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CUADRO2.1.5.TASADEESCOLARIZACIÓNENENSEÑANZAUNIVERSITARIA (Grupo18-23años)

PROVINCIA

1970

1978

PROVINCIA

1970

1978

Álava

13,3

12,4

Logroño

5,2

14,8

Albacete

3,5

8,2

Lugo

3,5

12,2

Alicante

4,1

9,5

Madrid

14,4

18,6

Almería

3,5

9,6

Málaga

3,3

9,1

Ávila

3,4

5,5

Murcia

4,7

11,8

Badajoz

3,-

5,4

Navarra

8,2

7,3

Baleares

5,3

12,-

Orense

3,1

8,7

Barcelona

7,-

12,4

Oviedo

5,7

10,5

Burgos

5,7

13,5

Palencia

4,4

14,7

Cáceres

3,2

6,-

Palmas(Las)

4,1

10,-

Cádiz

2,6

6,9

Pontevedra

4,-

6,6

Castellón

5,-

9,5

Salamanca

11,-

17,-

CiudadReal

3,1

6,9

Sta.C.Tenerife

5,2

11,5

Córdoba

3,3

9,9

Santander

5,9

10,5

Coruña(La)

5,5

11,4

Segovia

7,4

13,-

Cuenca

3,7

7,-

Sevilla

4,6

9,8

Gerona

5,2

8,8

Soria

5,9

20,6

Granada

6,6

12,4

Tarragona

4,6

11,4

Guadalajara

5,2

12,4

Teruel

5,-

16,-

Guipúzcoa

6,9

8,7

Toledo

3,7

7,5

Huelva

2,2

8,3

Valencia

7,2

14,8

Huesca

5,9

18,2

Valladolid

8,4

18,2

Jaén

3,4

7,1

Vizcaya

9,4

8,5

León

5,1

13,2

Zamora

4,9

12,4

Lérida

5,7

14,5

Zaragoza

9,-

17,9

Fuente:Censodepoblación1970Explotaciónhojasdematrícula(CentrodeProcesodeDatosdelM.E.C.).



crecimiento. Ello parece indicar una escasa efectividad en cuanto a la equi¬
paración de oportunidades para el acceso a la enseñanza.

Esta grosera aproximación a la evolución de la oferta de servicios en las
diferentes provincias merecería ser completada cuando se dispusiese de los
datos del censo de 1 981 y sólo entonces podría establecerse de una forma
relativamente rigurosa la contrastación de los objetivos con los resultados
logrados.

2.1.5. La dotación de recursos a los diferentes centros de enseñanza superior

Las desigualdades en el acceso a la enseñanza superior y en las condicio¬
nes que se ofrecen a diferentes grupos sociales para cursar este tipo de estu¬
dios adquieren una importancia mayor si consideramos la distribución espacial
de estos servicios, puesto que en unas zonas es mayor que en otras la propor¬
ción de estudiantes con menos recursos económicos, pero también porque en
una estructura centralizada como la de nuestro sistema de enseñanza superior,
las universidades más próximas a los centros de decisión encuentran mejores
condiciones para cubrir sus necesidades, incluso en un marco de limitación ge¬
neralizada de los recursos dirigidos a la enseñanza superior.

En un trabajo al que hemos hecho referencia* habíamos elaborado un indi¬
cador de nivel de servicios teóricamente ofrecidos en cada uno de los centros,
la «carga global», resultado de la conversión en horas de docencia del conjunto
de oferta educativa de acuerdo con los planes de las diferentes enseñanzas im¬
partidas y según el número de alumnos en cada una de ellas.

Este indicador es relativamente tosco, puesto que no tiene en cuenta las cla¬
ses prácticas, aspecto especialmente importante para determinados tipos de en¬
señanzas, ni tampoco recoge de una forma rigurosa el problema de las asignatu¬
ras optativas. Sin embargo, a fines comparativos proporciona una base para apre¬
ciar las magnitudes relativas de la oferta docente de los diferentes centros.

Dicha oferta docente puede ponerse en ralción con los recursos que recibe
cada centro y, fundamentalmente, con la dotación de profesorado ponderada por
sus dedicaciones, es decir, el conjunto de horas de docencia que se asigna a cada
centro.

En el cuadro n.° 2.1.6. se presenta una estimación de la carga docente global
referida al curso 1978-79, el detalle de cuyo cálculo aparece en la obra citada
anteriormente** y otra estimación de la dotación de personal docente de cada
centro, obtenida del Centro de Proceso de Datos del Ministerio de Educación y
Ciencia***, correspondiente a horas semanales.

* T. MOLTÓ y E. OROVAL, Op. Cit.
** T. MOLTÓ y E. OROVAL, Op. Cit.

*** TOQUERO, C. y VELASCO, C.: «Distribución del profesorado de las universidades espa¬
ñolas según diferentes criterios de clasificación: categorías académicas, administración y régi¬
men de dedicación. Un instrumento de análisis comparativo del coste de la enseñanza según el
régimen de dedicación: el coste unitario básico». Ponencia presentada al seminario sobre la fi¬
nanciación de la enseñanza superior. I.C.E. Universidad de Barcelona, 1981.
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Una vez más hay que recordar que las cifras absolutas, tanto para la do¬
tación como para la carga global representan tan solo una aproximación a
las magnitudes que pretenden representar. Sin embargo, en la medida en
que puede suponerse que los errores se distribuyen homogéneamente para
los diferentes centros, parece legítimo utilizarlas en términos comparativos,
quizá en el caso de las politécnicas es donde el método de comparación es
más discutible por la importancia de las clases prácticas y la necesaria diver¬
sificación de especialidades.

También la carga docente puede estar infravalorada para aquellas uni¬
versidades como Córdoba, Extremadura o Baleares que en el momento en

CUADRO 2.1.6.

COMPARACIÓN DE DOTACIONES Y CARGA GLOBAL
DE FACULTADES UNIVERSITARIAS Y E.T.S.

Universidad Dotación Carga global Diferencia %

Barcelona Central 10.332 8.228 2.104 20,3
Barcelona Autónoma 5.745 2.627 3.1 18 54,3
Baleares 933 606 327 35,0
Córdoba 2.329 914 1.415 60,7
Extremadura 1.573 592 981 62,3
Granada 3.925 2.267 1.658 42,2
La Laguna 4.726 1.670 3.056 64,6
Madrid Complutense 16.677 10.436 6.241 37,4
Madrid Autónoma 6.408 2.755 3.652 56,9
Málaga 2.079 1.009 1.070 51,0
Murcia 2.427 1.096 1.33.1 54,8
Oviedo 4.086 1.592 2.494 61,0
País Vasco 5.361 2.440 2.921 54,4
Salamanca 3.832 1.596 2.236 58,3
Santiago de Compostela 5.542 2.596 2.946 53,1
Santander 1.287 409 878 68,2
Sevilla 4.941 3.336 1.605 32,4
Valencia 5.232 4.570 662 12,6
Valladolid 3.078 1.728 1.350 43,8
Zaragoza 3.360 2.131 1.229 36,6
Politécnica Barcelona 7.595 2.338 5.257 69,2
Politécnica Madrid 12.753 4.156 8.597 67,4
Politécnica Valencia 2.810 791 2.019 71,8

Fuente: T. Moltó y E. Oroval. Op. cit. pg. 74. C. Toquero y C. Velasco. Op. Cit.
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que se calculó la carga pedagógica no impartían todavía la totalidad de los
cursos. Lo mismo puede ocurrir en el caso de universidades que incorporan
centros de creación reciente: por ejemplo, los centros universitarios de León
adscritos a la Universidad de Oviedo. En el caso de Valencia, a la cual figuran
adscritos los centros de Alicantes, esto implicaría que la infradotación que
revela el cuadro 2.1.6. sería aún mayor en la realidad.

Lo que el cuadro 2.1.6. pone de manifiesto es una dispersión considera¬
ble en lo que se refiere a la dotación y carga global. En general los centros
que comportan un mayor volumen de la carga pedagógica, con excepción de
la Complutense de Madrid, están en una situación peor; los casos más fla¬
grantes son los de las Universidades de Valencia y Barcelona Central. En
cambio, las universidades pequeñas parecen relativamente favorecidas. Es
decir, que la llamada masificación y la degradación de las condiciones de en¬
señanza con las que suele asociarse han afectado fundamentalmente a los
grandes centros urbanos, con la excepción de Madrid.

2.2. Objetivos y resultados de la política asistencial en España

Ya hemos indicado que no nos parece un enfoque apropiado el de la
consideración de la enseñanza superior como un aspecto de la política redis¬
tributiva; sin embargo, es necesario tener en cuenta el fenómeno real al que
aluden dichas políticas redistributivas que no es otro que el intento de paliar
las desigualdades en la capacidad de acceso a la enseñanza superior que re¬
sultan de las desigualdades sociales. En el bien entendido que esta desigual¬
dad debe contemplarse no solamente en cuanto a acceso propiamente di¬
cho, sino también (y con una especial importancia en nuestro contexto,
como veremos más adelante) en relación con la posibilidad de completar sa¬
tisfactoriamente los ciclos de estudio que conducen a la obtención de un tí¬
tulo de enseñanza superior.

El problema de la desigualdad de acceso a la educación es un tema
abundantemente tratado en la literatura* de la economía de la educación. Ya
hemos indicado que la prestación de la enseñanza superior como servicio
público debe ir unida a un esfuerzo consciente por extender los beneficios de
este servicio público a todos sus destinatarios potenciales independiente¬
mente por supuesto de su origen social o de su lugar de residencia.

Aceptada esta premisa, es preciso dar un contenido más concreto a la
noción de igualdad de oportunidades. Una primera aproximación sería la de
considerar destinatarios potenciales a todas aquellas personas que han al¬
canzado el nivel de estudios que permite el acceso a un nivel superior, con¬
cretamente en este caso el de la enseñanza universitaria.

* Véase por ejemplo OCDE «Seminaire sur l'éducation, les ¡negalités et les chances dans la
vie» París 10-1 3 enero 1 975.
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Pero es evidente que esta primera aproximación, si bien define un cam¬
po importante para la actuación del Estado (en efecto, como veremos hay di¬
ferencias importantes entre las tasas de graduados medios y las tasas de ac¬
ceso a la universidad para los diferentes grupos sociales) es demasiado ge¬
nérica y es, por otra parte, insuficiente. En efecto, en una parte importante
las desigualdades en el acceso a la enseñanza superior no hacen sino repro¬
ducir en muchos casos las desigualdades en el nivel inmediatamente ante¬
rior. Asimismo, ateniéndonos a una definición amplia de igualdad de oportu¬
nidades, es decir, teniendo en cuenta la probabilidad de completar con éxito
los ciclos de estudios es también evidente que las desigualdades en cuanto
a las posibilidades de cubrir con éxito esta etapa educativa.

Dejando a un lado una interpretación geneticista de las capacidades in¬
telectuales, es decir, considerando que la desigualdad entre grupos sociales
no se reduce a la desigualdad en el acceso, sino que se arrastra a lo largo de
todo el proceso educativo, es evidente que una política que pretenda comba¬
tir el efectos de las desigualdades sociales en la enseñanza debe plantearse
acciones específicas que vayan más allá de la simple oferta de plazas o in¬
cluso de la simple concesión de ayudas de una forma indiscriminada. En este
sentido existiría una interacción clara entre objetivos que en una primera
aproximación podrían asignarse a las cuestiones que hemos tratado en pri¬
mer lugar, es decir, a la oferta de plaza homogéneas en cantidad y calidad en
el territorio y los objetivos específicos qde la política asistencial que tratan
de corregir las desigualdades sociales.

En efecto, las consecuencias de las posibles deficiencias en la presta¬
ción del servicio serán mucho más acusadas por aquellos alumnos que se
encuentran en una situación desventajosa en términos de origen cultural,
medios extraescolares que puedan dedicar al estudio, etc. Es decir, que los
grupos sociales menos favorecidos dependen mucho más de una oferta edu¬
cativa adecuada que los grupos sociales que por su medio familiar, por los
recursos privados que pueden poner en acción, pueden suplir las deficiencias
en la prestación del servicio público de enseñanza superior.

No obstante, sin perder de vista estas cuestiones, es forzoso limitarse,
en una primera aproximación, a un determinado nivel de la política asisten¬
cial, es decir, la cobertura por el Estado de todos aquellos costos privados
que algunos de los estudiantes potenciales serían incapaces de afrontar.

Este es un enfoque modesto en relación con el objetivo de reducción de
las desigualdades en el acceso a la cultura, pero ya veremos que los objeti¬
vos definibles a este nivel distan mucho de estar cubiertos y que, incluso
puede decirse que no son contemplados específicamente en la política
asistencial actual.

Por ello vamos a ver cuál ha sido la evolución de esta política en España
desde un punto de vista normativo y en sus realizaciones concretas y trata¬
remos a continuación de referir esta evolución a cuantificaciones posibles de
los objetivos que podrían atribuirse a una política asistencial que se orienta¬
se según la anteriormente esbozada.
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2.2.1. Las bases de la política de ayuda al estudio en España

Por lo que se refiere a nuestro pasado inmediato, el precedente más an¬
tiguo en el terreno de la política asistencial se encuentra en la Ley de Protec¬
ción Escolar del 1 9 de julio de 1944, por la que se crea el Patronato de Pro¬
tección Escolar en el Ministerio de Educación Nacional, con el fin expreso de
unificar, impulsar y dirigir todas las manifestaciones de protección y asisten¬
cia escolares. Este Patronato fue dotado de un órgano ejecutivo por el De¬
creto de 25 de noviembre de 1 955 que creaba la Comisaría de Protección
Escolar y Asistencia Social, y por Orden Ministerial del 14 de abril de 1959
se configura el Patronato de Protección Escolar como organismo autónomo
del Ministerio de Educación Nacional.

No obstante, sólo mediante la Ley de 21 de julio de 1969, que crea el
Fondo Nacional para el Fomento del Principio de Igualdad de Oportunidades
se provee a la política de ayuda al estudio de una fuente de recursos (asigna¬
dos finalísticamente, puesto que se trata del producto obtenido del impuesto
sobre la renta) regulares y de una cierta dimensión.

Siempre en el marco del Ministerio de Educación se crea por Decreto de
23 de junio de 1 970 la Dirección General de promoción estudiantil que más
tarde se integra como Subidrección en la Dirección General de Formación
Profesional y Extensión Educativa (Decreto de 28 de enero de 1971).

El Instituto Nacional de Asistencia y Promoción del Estudiante (INAPE)
creado por Decreto del 24 de mayo de 1975 ha pasado desde esta fecha a
desempeñar todas las funciones asociadas con la política asistencial, por lo
menos aquellas que no son asumidas directamente por las diferentes Uni¬
versidades.

El marco legal que en la actualidad se establece para las ayudas de es¬
tudios en el nivel universitario está regulado por la Orden de 1 8 de noviem¬
bre de 1 982 del Ministerio de Educación y Ciencia.

Las ayudas que la ley prevé son de diversos tipos para cada uno de los
cuales se establecen cuantías diferentes:

Ayudas para residencia: «Se destinan a colaborar en los gastos que oca¬
siona a la familia o al propio estudiante la residencia de éste fuera de su do¬
micilio», la distancia que se considera en cuanto al desplazamiento diario es
de 50 km y la cuantía de esta ayuda se fija en 100 000 ptas. (en la normati¬
va más actualizada, lo mismo que las cifras que se indican a continuación).

Ayudas para desplazamientos: «Se destina a colaborar en los gastos que
ocasione al estudiante o su familia por razón de su traslado diario al centro
docente donde curse sus estudios y que esté situado en localidad urbana
distinta». La cuantía varía según se encuentre el centro situado de 10 a 30
km o a más de 30 km, siendo de 25 000 ptas. en el primer caso y de
40 000 en el segundo.

Ayuda para libros y otros gastos de estudios: «Se destina a colaborar en los
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gastos ocasionados al estudiante o su familia cuando no concurran las cir¬
cunstancias que hagan oportuna una ayuda de otro tipo». El importe de esta
ayuda se fija en 1 5 000 ptas.

Dejando aparte la ayuda para alumnos de la Universidad Nacional a Dis¬
tancia, la concesión de cualquiera de estas ayudas lleva aparejada la exen¬
ción del pago de las tasas académicas oficiales, cuya compensación por el
INAPE a las Universidades se prevé en función de los créditos disponibles.

Es fácil apreciar que tal como se encuentran configuradas las ayudas al
estudio, su objetivo es equiparar a los residentes en zonas que no cuentan
con centros Universitarios con aquellas que pueden tener acceso a ellos por
razón de distancia, y que incluso la modestia de la cifra destinada a la resi¬
dencia implica que se trata más bien de compensar parcialmente un coste
que no de cubrirlo totalmente.

Es decir, quedan fuera del ámbito de estas ayudas todos aquellos estu¬
diantes potenciales que, residiendo en zonas en las que existe una oferta
adecuada de plazas a la enseñanza universitaria, no cuentan con los recur¬
sos suficientes para afrontar sus gastos de subsistencia durante el período
de estudios.

Por otra parte, existe una decantación total en cuanto al tipo de ayudas
que se configuran exclusivamente como ayudas en dinero, renunciando de
antemano a una consideración de los posibles efectos beneficiosos de las
ayudas en especial, como podrían ser en el supuesto de que el grupo desti¬
natario siga siendo el que contempla la ley, la oferta de plazas en residencias
universitarias o la financiación de comedores universitarios a precios reduci¬
dos. Ya nos hemos referido a las ventajas que presenta la prestación en es¬
pecie frente a la protección en dinero, tanto desde el punto de vista de las
economías de escala cuanto porque permite paliar las diferencias de infor¬
mación de los posibles destinatarios y las rigideces en la asignación de sus
recursos. Esto también es aplicable a la política asistencial y entendemos
que habría de situarse en un plano, por lo menos equivalente al de las trans¬
ferencias en dinero, para el diseño de las formas de ayuda al estudio.

No obstante resulta útil examinar cuál ha sido la acción del Estado en el
terreno de la política asistencial, en un primer momento desde un punto de
vista simplemente descriptivo, y más adelante refiriéndola a los grupos des¬
tinatarios, es decir, aquellos grupos sociales más afectados por la desigual¬
dad de acceso a la enseñanza superior.

Más adelante, en el capítulo V, intentaremos una cuantificación de los
recursos que dedican estos diferentes grupos sociales a la enseñanza supe¬
rior y de su rendimiento respectivo. Por supuesto, esto no significará plan¬
tear el problema, en los términos clásicos, de la acción redistributiva, ya que,
como hemos indicado al enfocar la provisión de los bienes públicos en térmi¬
nos de una transacción entre el Estado y los particulares, nos parece sustan¬
cialmente erróneo.

Por otra parte, la definición de la población destinataria de esta ayuda,
tal como viene dada por las condiciones de admisibilidad de las solicitudes,
son poco relevantes, puesto que el grado de conocimiento de las rentas rea-
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les por la administración es bastante precario y que, en el caso de trabajado¬
res agrícolas por cuenta propia o pequeños empresarios agrícolas, las rentas
monetarias que fluyen a la unidad familiar tienen una significación más rela¬
tiva. Ello representa una discriminación en contra de los trabajadores por
cuenta ajena cuyos ingresos son prácticamente transparentes.

En cuanto a las condiciones de tipo académico para la concesión o el
mantenimiento de la ayuda se encuentran muy centradas en la obtención de
unos niveles de rendimiento académico relativamente altas. Es obvio que
una insistencia excesiva y no graduada en función de las circunstancias per¬
sonales del receptor de la ayuda actuará en detrimento de aquellos alumnos
que cuenten con desventajas iniciales frente al proceso educativo.

Parece, sin embargo, que en el período más reciente se ha actuado en
esta dirección, puesto que la nota media exigida para el nivel universitario es
la calificación de aprobado.

Nos estamos refiriendo al grueso de las ayudas, es decir, a la convocato¬
ria general del INAPE. Las otras formas de ayuda, como la Beca salario o la
Beca de promoción educativa que ha venido a sustituirla prácticamente, tie¬
nen una importancia cuantitativa extraordinariamente reducida. Para estas
últimas ayudas el importe de las Becas, no ligadas a la residencia, es bastan¬
te más elevada, si bien las condiciones para su obtención son mucho más ri¬
gurosas. No obstante, sería este tipo de ayuda el que mejor cubriría los obje¬
tivos de la política asistencial, puesto que las cantidades que en el régimen
general se conceden a los alumnos que residen en zonas que cuentan con
centros universitarios es casi simbólica.

2.2.2. Evolución de los recursos destinados a la política asistencial en ense¬
ñanza superior en España

El volumen de recursos destinado a la política asistencial en la enseñan¬
za universitaria se encuentra englobado, por razones puramente funcionales,
en el conjunto de ayudas para la educación a todos los niveles, que aparecen
en el cuadro 2.2.1.

Como puede apreciarse en un primer período el peso de los servicios
distintos de la Enseñanza General Básica, incluyendo en ellos la enseñanza
universitaria, superan el 80% de las cifras globales. Y en un segundo período
aumentan considerablemente las proporciones correspondientes al primer
nivel de la enseñanza obligatoria, como resultado de la creación de la Ense¬
ñanza General Básica que agrupa la mayor parte de los cursos del antiguo
bachillerato.

Por otra parte, un volumen difícil de cuantificar de esta ayuda para el ni¬
vel de la Enseñanza General Básica representa simplemente el afloramiento
bajo la forma de becas de transporte y de comedor de gastos directos que el
Ministerio asumía con el mantenimiento de centros antes de la concentra¬

ción escolar. Por ello es difícil establecer en qué medida ha existido una polí¬
tica de transferencia de recursos destinados a política asistencial de unos ni¬
veles de enseñanza a otros.
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CUADRO2.2.1.

EVOLUCIÓNDELAAYUDAOFICIAL
(1)

(2)

(3)

(4)

AÑO

Ayudas

Ayudas

Presupuesto

Presupuesto

Porcentaje

Porcentaje

Oficiales

Oficiales

General

Ministerio

totales

paraniveles

del

de

en

noobligatorios

Estado

Educación

2/4

2/3

Millonesdeptas.
Millonesdeptas.Millonesdeptas.
Millonesdeptas.
Millonesdeptas.

Corrientes

Corrientes

Constantes

Corrientes

Constantes

1970

1970

1961

600

420

1962

1.200

989

1963

2.000

1.764

1964

2.200

1.964

1965

2.200

1.914

1966

2.200

1.865

1967

2.400

1.985

1968

2.400

1.985

1969

2.800

2.338

1970

3.000

2.538

2.538,0

309,800,0

48,931,2

5,18

0,82

1971

3.700

2.708

2.502,7

342,789,9

60.764,4

4,12

0,73

1972

4.299

2.910

2.519,5

357,192,3

54.744,7

4,62

0,70

1973

5.450

3.500

2.560,3

353.129,3

57.186,7

4,47

0,73

1974

7.040

4.000

2.320,2

366.410,8

57.633,2

4,03

0,63

1975

8.250

4.490

2.164,9

367.387,0

62.612,0

3,45

0,57

1976

10.400

6.200

2.535,8

376.754,8

66.952,3

3,78

0,67

1977

14.076

7.536

2.455,5

377.975,2

80.417,0

3,05

0,65

1978

18,822

9.994

2.601,9

466.627,9

90.350,1

2,86

0,56



No obstante, la simple inspección de los datos y más concretamente las
cifras deflactadas del cuadro 2.2.1. indican una estabilidad notable de las
cantidades asignadas a este concepto en pesetas constantes. Las variacio¬
nes que se registran son a la baja y corresponden sin duda más bien a com¬
portamiento de los precios que a una modificación de las dotaciones en pe¬
setas corrientes. En todo caso, como puede observarse en el cuadro 2.2.1.,
existe una disminución apreciable en el porcentaje que representan las ayu¬
das oficiales por niveles no obligatorios en relación con el presupuesto del
Ministerio de Educación, puesto que en 1978 el porcentaje es casi la mitad
del que existió en 1 970. Por supuesto, esto es el resultado del mantenimien¬
to de las cifras de ayuda a un nivel, en pesetas constantes, muy similar al de
1970, en tanto que el presupuesto del Ministerio de Educación se ha casi
duplicado entre ambas fechas. Es evidente que, teniendo en cuenta el incre¬
mento que ha experimetnado el número de estudiantes universitarios entre
ambas fechas, el deterioro de la situación es considerable. En efecto, la cifra
de estudiantes universitarios se ha duplicado entre ambas fechas.

Las cifras de ayuda propiamente dichas, correspondientes al nivel uni¬
versitario, se encuentran en el cuadro 2.2.2. Como puede verse ha habido un
ligero incremento de la proporción que representan estas ayudas frente al to¬
tal de los niveles no universitarios, fruto de un crecimiento considerable de
las cantidades en pesetas corrientes. Esto implica que, para el último período
el crecimiento es similar al del número de estudiantes.

Por otra parte, el desglose de las cantidades para los últimos años para
los diferentes conceptos pone de manifiesto que la partida más importante es
la correspondiente a las becas de enseñanza y residencia, lo que implica que
la opción que a nivel de diseño de la política de ayuda habíamos indicado en el
sentido de configurarla como un medio para paliar las consecuencias de la
distribución de los centros de enseñanza en el territorio, se ve reforzada desde
un punto de vista cuantitativo al absorber este tipo de ayudas entre el 60
y el 75 por ciento del total de ayudas correspondientes a este nivel.

Las becas de enseñanza, que a pesar de su ínfima cuantía representarían
un tipo de ayuda no condicionado a la accesibilidad de un centro, no superan
nunca el 1 5 por ciento del total.

Teniendo en cuenta que la obtención de una ayuda lleva aparejada la
exención de las tasas de matrícula, la escasa dimensión de este concepto
parece indicar que ha existido un empeoramiento de la situación, toda vez
que el crecimiento de los costes de las matrículas durante el período ha sido
considerable.

Los datos que hemos presentado anteriormente se refieren a la ayuda
concedida sobre la base de la provincia de residencia del estudiante.

Una forma de apreciar las desigualdades existentes en la distribución de
la ayuda en relación con la diferente distribución espacial de la población a
asistir vendría dada por los datos que presentamos en el cuadro 2.2.3. Evi¬
dentemente dada la propia concepción de la ayuda, que está encaminada
fundamentalmente a sufragar en parte los gastos de residencia para aque¬
llos alumnos que no disponen de un centro de enseñanza accesible median-
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CUADRO2.2.2.
PORCENTAJEDEDICADOACADATIPODEAYUDAINDIVIDUALIZADA ConvocatoriaGeneral—Millonesdepesetas

EDUCACIÓNUNIVERSITARIA(1)
1979-80

%

1978-79

%

1977-78

%

1976-77

%

1975-76

%

1974-75

%

Enseñanza

485

5,15

264

3,18

244

4,23

210

4,70

140

4,03

130

4,42

EnseñanzayMedíaPensión651
7,31

324

3,91

232

4,02

180

1,03

-

-

-

-

EnseñanzayResidencia
1.929

21,66

2.352

28,38

1.679

29,14

1.260

28,24

960

27,66

770

26,22

ExencióndeTasas

162

1,81

150

1,81

-

-

-

-

-

-

-

-

TOTAL3.228(1)
36,25

3.090

37,29

2.155

37,41

3.650

36,97

1.100

31,70

900

30,64

OTROSNIVELESEDUCATIVOS(2)
1979-80

1978-79

1977-78

1976-77

1975-76

1974-75

Enseñanza

1.273

14,29

1.404

16,94

897

15,57

593

13,30

525

15,12

580

19,75

Libros

316

3,55

315

3,80

225

3,90

212

4,75

220

6,34

283

9,63

Transporte

867

9,73

801

9,66

572

9,23

515

11,54

475

13,69

103

3,50

ColegioMenoruotroAlojamiento
3.219

36,15

2.675

32,29

1.911

33,18

1.491

33,44

1.150

33,14

1.070,5

16,45

TOTAL

5.675

63,75

5.195

62,71

3.605

62,59

2.811

66,03

2.370

68,30

2.036,5

69,36

TOTAL

8.903

100,00

8.285

100,00

5.760

100,00

4.461

100,00

3.470

100,00

2.916,5
100,00

(1)ExcluidasConvocatoriasEspeciales (2)ExcluidoslosServiciosEscolaresdeEducaciónGeneralBásicadeTransporte,Comedor,Escuela-Hogaryotras atenciones



te viajes diarios, la distribución de la ayuda por universidades representa un
indicador aún menos preciso de las posibles desigualdades que las que he¬
mos utilizado anteriormente. No obstante, sería posible definir áreas de cap¬
tación para cada uno de los centros universitarios, puesto que en definitiva
incluso si la residencia del estudiante es distinta a la localización del centro
universitario hay que proponer que el incremento de la distancia se traduce
en un incremento de los gastos. Es decir, en el supuesto de igualdad de ofer¬
ta docente entre un centro universitario y otro los estudiantes tenderán a es¬
coger el que se sitúa a una distancia menor de su residencia habitual, puesto
que esto disminuye los gastos de desplazamiento entre su residencia y el
centro.

En un trabajo anteriormente citado* se realizó un estudio de los flujos
entre provincias a partir de la explotación de las hojas de matrícula en el que
podía apreciarse que el grueso del alumnado de cada centro correspondía a
los alumnos residentes en la propia provincia o en las provincias limítrofes.
En algún caso, como ocurre en las universidades madrileñas, para las cuales
se da un monopolio de determinadas ofertas educativas hay una distribución
más regular del alumnado en las diferentes provincias, que también puede
explicarse en un grado difícil de precisar por el prestigio superior de los cen¬
tros de la capital.

Si aplicamos esta noción a un nivel muy elemental es fácil observar que
existe una importante desigualdad en cuanto a la distribución de recursos. Por
ejemplo para el conjunto de universidades de Barcelona y entendiendo como
área de captación las cuatro provincias catalanas, la población a asistir se¬
gún los indicadores anteriormente definidos que corresponde a esta área de
captación, supera ligeramente el medio millón de alumnos potenciales, el
mismo cálculo para la universidad de Granada, es decir incluyendo en el área
de captación de Granada las provincias de Almería, Jaén, Córdoba y la pro¬
pia Granada nos daría un total de 269.000 alumnos a asistir, es decir, algo
más del 50% de la cifra anterior. Ahora bien, la distribución de las ayudas
tiene precisamente un signo inverso, puesto que las ayudas que recibe Bar¬
celona son un 64% de las que recibe la univesidad de Granada. Podría ex¬
tenderse esta comparación a otras provincias, pero no nos parece necesario,
puesto que la simple inspección del cuadro pone de relieve la existencia de
desigualdades en la asignación.

Es evidente que en buena parte hay que atribuir una vez más estas desi¬
gualdades a la propia concepción de las ayudas, puesto que la población a
asistir en el caso de la universidad de Barcelona se concentra fuertemente
en el propio núcleo urbano de la capital catalana y las poblaciones limítrofes.
No obstante, lo abultado de las diferencias parece indicar un tratamiento de¬
sigual, que habrá de atribuirse a factores de otra índole.

* MOLTÓ, T. y OROVAL. Op. cit. pág. 40-41.
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CUADRO 2.2.3.

AYUDAS CONCEDIDAS A LOS ESTUDIANTES POR UNIVERSIDADES
1980

(En millones de pesetas)

Barcelona Central 116 Pontificia de Salamanca 16
Barcelona Autónoma 73 Las Llanas, Santander 25
Barcelona Politécnica 42 UNED 1
Deusto 3 Santiago de Compostela 223
Extremadura 135 Hispalense de Sevilla 240
Granada 358 Literaria de Valencia 230
La Laguna 97 Politécnica de Valencia 44
Madrid Complutense 262 Valladolid 153
Madrid Autónoma 91 Zaragoza 188
Madrid Politécnica 117 Córdoba 91

Málaga 81 Bilbao 93
Murcia 114 Alcalá de Henares 6
Navarra 33 Baleares 13
Oviedo 141
Salamanca 124 TOTAL 3.119

Fuente: Centro de Proceso de Datos. Ministerio de Educación y Ciencia.
«Resumen de las Ayudas concedidas por universidad», 1980.

2.2.3. Los resultados de la política asistenciaI en función de sus objetivos

No disponemos de datos sobre los efectos últimos de la política asisten¬
cia! en el sentido de la reducción de las desigualdades en el acceso a la en¬
señanza que podrían atribuirse a esta política. Por otra parte, ya hemos indi¬
cado que el sector social más afectado por la desigualdad, concretamente el
de los trabajadores manuales, no es por el propio diseño de la ayuda un obje¬
tivo de esta.

No obstante, en la medida en que se da una interacción entre la actua¬
ción del Estado en el territorio mediante la implantación y mantenimiento de
centros de enseñanza superior y la política específica de ayudas, podemos
comparar las ayudas concedidas por provincias con los destinatarios poten¬
ciales de esta ayuda, esto nos permitirá concretar tanto el alcance de la ayu¬
da en relación con la población destinataria, como las posibles distorsiones
atribuibles a otros factores.

Por ello en el cuadro 2.2.4. se ha elaborado para el año 1 978 un indica¬
dor de la población a asistir tanto en el caso de nueva concesión como para
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el total de ayudas de este nivel; ambos indicadores resultan de multiplicar en
el primer caso la población que contaba 18 años en esta fecha por el por¬
centaje de población asalariada en total y el grupo de población de 18 a 25
años por el mismo porcentaje para el total de ayudas. Asimismo, aparece en
el cuadro el número de estudiantes para cada provincia como expresión de
la demanda manifiesta (que evidentemente no es un buen indicador de la
demanda potencial, puesto que muchos estudiantes potenciales pueden ha¬
ber sido disuadidos ante la escasez e insuficiencia de las ayudas).

Como puede verse, las cifras más importantes del indicador a que nos
hemos referido como población destinataria corresponden a los centros ur¬
banos más importantes, puesto que por orden de magnitud corresponden a
Madrid, Barcelona, Valencia, Sevilla, Vizcaya, Cádiz (este caso sería una ex¬
cepción), lo cual corrobora lo que indicábamos anteriormente, es decir, que
los núcleos de población destinataria potencial de la asistencia se encuen¬
tran en ciudades que cuentan con centros de enseñanza. En este sentido, la
simple comparación del número de estudiantes con el indicador de pobla¬
ción asalariada ofrece ya una primera aproximación a las desigualdades en el
territorio, puesto que en Barcelona el número de estudiantes es únicamente
el 12,5% de la población asalariada cuyas edades están comprendidas en el
período de enseñanza universitaria, mientras que la cifra correspondiente a
Madrid es el 19%, la de Valencia es el 15%, la de Sevilla es del 10,42%, la
de Vizcaya es del 8% y la de Cádiz es del 7,3%. Puede decirse que aproxima¬
damente la relación entre el número de estudiantes y población asalariada
es tanto menor cuanto mayor sea el porcentaje de la población asalariada
respecto a la población total.

Es obvio que lo que traducen estas proporciones es, por un lado, la con¬
centración de la población asalariada en los momentos actuales en los gran¬
des centros urbanos y la menor participación de esta población asalariada en
la enseñanza univesitaria, que aparece enmascarada por las dimensiones
que alcanzan en estos centros urbanos los efectivos de estudiantes. Madrid
es un caso aparte, como veremos más adelante, puesto que presenta un ín¬
dice elevacto de salarización pero, al mismo tiempo, un porcentaje bastante
elevado de estudiantes, en comparación con la población asalariada (ténga¬
se en cuenta que el dato que damos para estudiantes corresponde al núme¬
ro de estudiantes residentes en la provincia, aunque estudien fuera del ámbi¬
to de ésta, es decir, que las cifras de Madrid están depuradas de todos aque¬
llos estudiantes insertos en las universidades madrileñas, pero cuyo domici¬
lio familiar está en otras Provincias).

Estos indicadores se han puesto en relación con las dotaciones recibidas
y permiten apreciar en que medida existe una asociación positiva entre el
número de destinatarias potenciales y volumen de ayudas recibidas (Cuadro
2.2.5.).

Las cifras que se ofrecen tienen tan sólo un sentido relativo, es decir,
permiten comparar la situción de unas provincias frente a otras, pero no tie¬
nen un sentido absoluto, por ejemplo un índice de 1 no significa que existe
una cobertura total de las necesidades. Sin embargo, en la medida en que se
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CUADRO 2.2.4.

POBLACIÓN DESTINATARIA DE LA POLÍTICA ASISTENCIAL POR
PROVINCIAS

Provincia Porcentaje
de población

asalariada

Población
de 18

años por
índice

asalariados

Población
de 18-25

por índice
asalariados

Número
Dotación

en miles
de ptas.

Álava 81,68 3.041 21.055 1.714 7.447
Albacete 66,82 4.398 31.318 3.153 14.324

Alicante 78,29 12.765 93.658 9.779 21.201

Almería 55,82 4.468 31.996 4.621 21.201
Ávila 53,87 2.161 16.938 1.180 7.447

Badajoz 59,70 8.325 61.182 4.401 62.469

Baleares 72,67 5.518 43.161 6.264 14.324

Barcelona 84,71 53.634 404.703 50.604 124.368

Burgos 56,82 4.055 31.069 5.338 28.081

Cáceres 57,67 5.335 41.335 3.130 42.975

Cádiz 83,04 15.855 113.548 8.310 42.975

Castellón 70,34 4.156 31.551 3.553 7.447

Ciudad Real 65,58 6.816 48.200 4.138 21.201

Córdoba 77,39 11.497 84.566 8.807 69.346

Coruña (La) 52,46 9.253 71.671 11.243 1 17.491

Cuenca 50,02 2.428 17.284 1.860 14.324

Gerona 70,00 4.362 34.276 3.363 7.447

Granada 67,50 10.467 77.426 11.788 172.513

Guadalajara 63,50 393 2.874 1.944 14.324

Guipúzcoa 80,67 9.193 67.704 6.265 14.324

Huelva 78,25 5.688 42.734 3.763 21.201

Huesca 55,00 1.948 14.862 3.650 7.447

Jaén 72,67 10.088 74.465 6.177 34.958

León 42,16 4.509 35.230 7.990 42.975

Lérida 57,39 3.387 24.995 4.087 7.447

Logroño 63,00 2.598 19.287 3.279 7.447

Lugo 27,00 1.686 14.188 4.420 21.201

Madrid 85,82 55.875 413.921 78.500 275.880

Málaga 80,50 13.764 97.438 9.641 55.592

Murcia 75,00 12.161 86.098 12.314 76.226

Navarra 72,10 5.965 38.278 3.501 34.958

Orense 29,00 1.863 15.511 3.344 14.324

Oviedo 61,50 11.251 86.812 1 1.447 89.980

Patencia 60,76 2.330 18.841 3.250 14.324

Palmas (Las) 75,90 8.529 62.972 7.640 21.201

Pontevedra 51,75 7.141 55.502 6.091 7.447

Salamanca 60,60 4.176 33.243 6.005 69.346



Provincia Porcentaje
de población

asalariada

Población
de 18

años por
índice

asalariados

Población
de 18-25
por índice

asalariados
Número

Dotación
en miles
de ptas.

Sta. Cruz de Tenerife 60,50 7.512 57.496 8.457 55.592

Santander 60,43 5.273 40.142 5.401 21.201

Segovia 47,42 1.612 11.057 2.208 7.447

Sevilla 82,20 21.114 158.874 16.562 124.368

Soria 53,80 1.070 8.454 2.167 14.324

Tarragona 72,79 5.029 37.494 4.906 14.324
Teruel 48,34 1.418 10.344 2.302 7.447
Toledo 69,50 5.940 45.865 3.020 14.324

Valencia 79,53 24.814 179.376 28.318 158.759
Valladolid 75,90 5.918 45.001 8.554 83.103

Vizcaya 84,23 16.410 115.850 10.260 42.975

Zamora 35,31 1.592 13.046 3.160 7.447

Zaragoza 72,65 8.997 68.020 13.246 103.737

TOTAL 437.778 3.250.911 435.116 2.282.231

ha calculado el tanto por ciento que representa cada una de las variables en
relación al total, es posible realizar una comparación entre ellas.

En una primera aproximación pueden apreciarse unas discrepancias
considerables entre la distribución de las dotaciones y la distribución del nú¬
mero de estudiantes por provincias, que son especialmente acusadas en el
caso de Barcelona en el sentido de que la proporción de estudiantes es algo
más del doble que la proporción de las dotaciones y en sentido opuesto te¬
nemos el caso de Granada, cuya participación en la ayuda es casi tres
veces su participación en el volumen de estudiantes. Esto no sería un
tema muy preocupante, ya que el número de estudiantes representa aque¬
llos que puedan asumir los gastos de enseñanza. Más preocupante re¬
sulta lo que hemos llamado índice de cobertura que pone en rela¬
ción la población teóricamente destinataria con las dotaciones; aquí se am¬
plifican enormemente las discrepancias que habíamos señalado anterior¬
mente y aparecen efectos ligados seguramente a problemas de distribución
regional de los recursos. Por ejemplo, si la tónica general es que los porcen¬
tajes altos de la población asalariada no vayan acompañados de un porcen¬
taje alto de dotaciones, concretamente para Barcelona el porcentaje de po¬
blación destinataria sobre el total es del 1 2,45%, mientras que el porcentaje
de dotaciones es sólo del 5,45%, que también se produce con una menor in¬
tensidad por Álava, Albacete, Alicante, Castellón, Gerona, Guipúzcoa, Viz¬
caya y otras provincias; en otros casos existe una proporción prácticamente
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idéntica, como es el caso de Madrid, cuya población asalariada representa el
12,73% del total y que recibe el 12,09% de las ayudas, u otros casos en los
cuales el porcentaje de ayudas es más del doble de la población destinataria,
como ocurre por ejemplo para Granada.

Los datos anteriores parecen indicar que, aparte de una dotación insufi¬
ciente en términos generales, existen disparidades relativas que habrá que
atribuir, por un lado, al carácter excesivamente agregado de la noción de po¬
blación asalariada. En efecto, es muy posible que un alto porcentaje de po¬
blación asalariada, con los fenómenos de segregación urbana que lleva apa¬
rejado, haga menos transparentes las posibilidades de por sí escasas de ob¬
tener ayuda para la realización de estudios universitarios. Es seguro por otra
parte que las deficiencias del sistema público de enseñanza media sean tam¬
bién más acusadas en estas zonas. Por otro lado tampoco puede descartarse
que la asignación de dotaciones por sus propios mecanismos haya contribui¬
do a aumentar la ineficacia de esta política asistencial en la medida en que
las diferencias que pueden registrarse son bastante abultadas incluso entre
zonas con porcentajes de población asalariada muy similares, por ejemplo
Burgos y Cáceres cuentan con un porcentaje muy similar de población asa¬
lariada y con un porcentaje de estudiantes sobre población asalariada que es
más del doble en Burgos que en Cáceres; en cambio Cáceres recibe un 50%
más de ayudas, diferencias que no son debidas únicamente a la diferencia en
el número de estudiantes ni a la diferencia en la población asalariada puesto
que la población asalariada de Cáceres es solamente un 33% superior a la
de Burgos, este es un simple ejemplo que podría repetirse para otras provin¬
cias y parece señalar imperfecciones en el mecanismo de asignación.

Ya hemos indicado, sin embargo, que es el propio diseño de la política
asistencial, en la medida en que no contempla o prevé cantidades minúscu¬
las para las ayudas que no comporten cambio de residencia, lo que hace difí¬
cil que esta política asistencial se proyecte sobre los grupos sociales más
necesitados de ella. Esta penalización para la población urbana que cuenta
con centro universitario en su lugar de residencia se refleja también en las
ayudas indirectas bajo la forma de desgravaciones fiscales (correspondien¬
tes al IRPF), puesto que estas sólo se admiten cuando el estudiante reside
fuera del domicilio familiar.

Podríamos decir que la política asistencial, tal como está configurada,
tienda objetivamente a equiparar las posibilidades de acceso a la universi¬
dad, o más bien a nivelar los gastos que implica el cursar estudios universi¬
tarios para los grupos de ingresos medios, pero no incide en absoluto sobre
aquellos grupos sociales que en ausencia de ayuda pública se ven impedidos
de realizar estudios de nivel universitario.

Por otra parte, se trata de un caso de transferencia en dinero para un
servicio, como el alojamiento y manutención, cuya prestación en especie
resultaría más económica por simples economías de escala. Sobre este pun¬
to volveremos más adelante, cuando examinemos las alternativas posibles
en la prestación de ayudas.
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CUADRO 2.2.5.

INDICADORES DE ADECUACIÓN ENTRE POBLACIÓN DESTINATARIA
Y DOTACIONES

PROVINCIA 1 2 3 4 5 6

Álava 0,35 4,34 0,69 0,64 0,39 0,33
Albacete 0,46 4,54 1,00 0,96 0,72 0,63
Alicante 0,23 2,17 2,92 2,98 2,25 0,93
Almería 0,66 4,59 1,02 0,98 1,06 0,93
Ávila 0,44 6,31 0,49 0,52 0,27 0,33
Badajoz 1,02 14,19 1,90 1,98 1,01 2,74
Baleares 0,33 2,29 1,26 1,33 1,44 0,63
Barcelona 0,31 2,46 12,25 12,45 1 1,63 5,45
Burgos 0,80 5,26 0,93 0,96 1,23 1,23
Cáceres 1,04 13,73 1,22 1,27 0,72 1,98
Cádiz 0,38 5,17 3,82 1,49 1,91 1,88
Castellón 0,24 2,10 0,95 0,97 0,82 0,33
Ciudad Real 0,44 5,12 1,56 1,48 0,95 0,93
Córdoba 0,82 7,87 2,63 2,60 2,02 3,04
Coruña (La) 1,64 10,45 2,1 1 2,20 2,08 5,15
Cuenca 0,83 7,70 0,55 0,53 0,43 0,63
Gerona 0,22 2,21 1,00 1,05 0,77 0,33
Granada 2,23 14,63 2,39 2,38 2,71 7,56
Guadalajara 4,88 7.37 0,09 0,09 0,45 0,63
Guipúzcoa 0,21 2,29 2,10 2,08 1,44 0,63
Huelva 0,50 5,63 1,30 1,31 0,88 0,93
Huesca 0,50 ,04 0,44 0,46 0,84 0,33
Jaén 0,47 5,66 2,30 2,29 1,42 1,53
León 1,22 5,38 1,03 1,08 1,84 1,88
Lérida 0,30 1,82 0,77 0,77 0,94 0,33
Logroño 0,39 2,27 0,59 0,59 0,75 0,33
Lugo 1,49 4,30 0,39 0,44 1,02 -0,93
Madrid 0,67 3,51 12,79 12,73 18,04 12,09
Málaga 0,57 5,77 3,14 3,00 2,22 2,44
Murcia 0,89 6,19 2,78 2,65 2,93 3,34
Navarra 0,81 9,99 1,36 1,18 0,80 1,53
Orense 0,82 4,28 0,43 0,48 0,77 0,63
Oviedo 1,04 7,96 2,57 2,67 2,63 3,94
Palencia 0,76 4,41 0,53 0,58 0,75 0,63
Palmas (Las) 0,34 2,78 1,95 1,94 1,76 0,93
Pontevedra 0,13 1,22 1,83 1,71 1,40 0,33
Salamanca 2,09 1 1,55 0,95 1,02 1,38 3,04
Sta. Cruz de Tenerife 0,97 6,57 1,72 1,77 1,94 2,44



PROVINCIA 1 2 3 4 5 6

Santander 0,53 3,93 1,20 1,23 1,24 0,93
Segovia 0,67 3,37 0,37 0,34 0,51 0,33
Sevilla 0,78 7,51 4,92 4,99 3,81 5,45
Soria 1,89 6,61 0,24 0,26 0,50 0,63
Tarragona 0,38 2,92 1,15 1,15 1,13 0,63
Teruel 0,72 3,24 0,32 0,32 0,53 0,33
Toledo 0,31 4,74 1,36 1,41 0,89 0,63
Valencia 0,89 5,51 5,67 5,52 6,51 6,96
Valladolid 1,85 9,72 1,35 1,38 1,97 3,34
Vizcaya 0,37 4,19 3,75 3,56 2,36 1,86
Zamora 0,57 2,38 0,36 0,40 0,73 0,33
Zaragoza 1,53 7,83 2,06 2,09 3,04 4,55

1 Rat¡o:Dotaciones/ Población destinataria.
2 Ratio: Dotaciones/ n.° de estudiantes
3 Porcentaje de la población de 1 8 años en la provincia sobre el total de la

población de esta edad.
4 Porcentaje de la población de 18-25 años en la provincia sobre el total

de población de esta edad.
5 Porcentaje del n.° de estudiantes de cada provincia sobre el total de estu¬

diantes.
6 Porcentaje del total de dotaciones de cada provincia sobre el total de do¬

taciones.

Está claro que no ha habido una percepción, por parte de los que han di¬
señado esta política asistencial en su forma actual, de las consecuencias del
proceso de urbanización de las últimas décadas y de los cambios que ha in¬
troducido dicho proceso en la distribución sobre el territorio de aquellos sec¬
tores de la población a los que se de destina la política asistencial.

Esto vendrá confirmado más adelante cuando examinemos para el caso
concreto de dos facultades de la Universidad de Barcelona el volumen de re¬

cursos privados que deben ser asignados para la obtención de un título, para
diferentes categorías socio-profesionales.
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CAPÍTULO III

COSTES PRIVADOS DE LA ENSEÑANZA SUPERIOR

Los gastos que implica la obtención de un título de enseñanza superior
tienen un componente muy importante en el gasto directo que implica la
prestación del servicio, pero otro componente fundamental viene dado por
los gastos de mantenimiento de los alumnos durante el período de escolari-
zación. Es decir, que a la barrera que podría representar para determinadas
categorías sociales el haber alcanzado previamente un nivel de enseñanza
que les permita el acceso a los estudios universitarios ha de añadirse la ne¬
cesidad de afrontar los gastos de mantenimiento durante un período relati¬
vamente largo y en el que, por la etapa de la vida en que se encuentre el
alumno, los gastos asociados a la manutención tienen a elevarse.

Si por otro lado los estudios universitarios representan un desplaza¬
miento fuera del domicilio familiar, estos gastos tienden a hacerse aún
mayores. Lo que implica que, en la medida en que este gasto requiere una
capacidad económica determinada, viene a constituirse como un factor que
actúa en contra de la igualdad de oportunidades y que, por lo tanto, debería
ser combatido con una política asistencial adecúada.

En casos como el que se da en España, donde la participación de los
usuarios en el coste directo del servicio no es en absoluto despreciable, los
pagos que representan las matrículas constituyen un elemento adicional de
disuasión cuyo impacto es muy diferente para los diferentes grupos sociales.
Ambos conceptos, gastos de manutención y estudios y participación en el
coste directo de la enseñanza, componen el coste privado de la enseñanza
universitaria y su dimensión representaría la barrera de acceso a los estudios
universitarios para los sectores sociales incapaces de afrontarlos.

La política de igualdad de oportunidades debería tender a suprimir esta
barrera, en el caso de la participación en los gastos directos mediante la
exención de las tasas de matrícula, ya sea bajo la forma de exenciones parti¬
cularizadas, ya sea reduciéndolas drásticamente de una forma indiscrimina¬
da. La primera alternativa presenta el inconveniente de que se basa en un sis¬
tema de apreciación de las circunstancias individuales que difícilmente pue-
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de mantenerse adecuado a la evolución de dichas circunstancias, en una

época de fuerte crecimiento inflacionario y de alta incidencia del paro, lo
cual significa una penalización importante para los asalariados, incluso aque¬
llos que disfrutan en un momento dado de un nivel de ingresos suficiente.
Por otro lado, la necesidad de cumplir una serie de trámites burocráticos
para acceder a la exención de la matrícula hace que este sistema de ayudas-
sea más opaco para determinados grupos sociales y más transparente para
otros. En cambio, las tasas de matrícula muy reducidas, si bien para algunos
autores representan una subvención a quienes teóricamente no lo necesitan,
representan el facilitar el acceso a la enseñanza universitaria de una forma
mucho más eficaz. Por otra parte si el sistema fiscal es adecuadamente pro¬
gresivo y la permanencia en el sistema universitario se condiciona a la ob¬
tención de un rendimiento normal, no parece que a través de este sistema se
esté primando ninguna clase de desigualdad.

Por todo ello es importante analizar cuál ha sido la dimensión exacta de
este componente del gasto privado en la enseñanza y cuál ha sido su reper¬
cusión en términos relativos sobre los diferentes grupos sociales, tema al
que dedicaremos el primer apartado de este capítulo.

Como indicábamos anteriormente los gastos asociados al mantenimien¬
to del alumno durante su período de estudios constituyen el componente
fundamental de la barrera de disuasión económica en el acceso a los estu¬

dios superiores. Aquí, sin embargo, es más difícil de establecer cuál habrá de
ser una política de ayuda que permitiese equiparar a los diferentes grupos
sociales en los relativo a este capítulo del gasto. En efecto, el cursar estudios
a nivel universitario representa renunciar a la obtención de ingresos por el
trabajo remunerado. Ello quiere decir que para aquellos alumnos que no
cuenten con recursos familiares las rentas que obtienen durante este perío¬
do son nulas. Ahora bien, frente a estas rentas nulas hay un nivel positivo de
gustos de manutención y de ocio, gastos que en su conjunto están indeter¬
minados, puesto que su extensión dependería de los ingresos que pudiese
obtener el ahora estudiante en una ocupación alternativa.

Por ello es muy difícil o mejor dicho imposible, valorar cuál habrá de ser
la aportación del Estado que situase en condiciones idénticas a los alumnos
de diversos orígenes sociales.

El «salario del estudiante» es un tema que se han planteado en ocasio¬
nes los sindicatos estudiantiles en los países y en los períodos en los que es¬
tos movimientos asociativos han tenido un auge de representatividad. Por
otra parte es una forma de ayuda que está perfectamente institucionalizada
en algunos sistemas educativos para algunos tipos de enseñanza (por ejem¬
plo, en Francia, para algunas de las Grandes Ecoles). No obstante, en una si¬
tuación como la actual en que el paro es un problema muy grave, especial¬
mente entre los jóvenes y en que el Estado tropieza con problemas impor¬
tantes de financiación, un enfoque de este tipo parece poco adecuado.

Sin embargo, hay un componente de los gastos privados que admite
una mejor cuantificación. Es perfectamente posible definir un nivel mínimo
de gastos en los diferentes componentes de la manutención y asociarlo con
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diferentes situaciones en las cuales pueden encontrarse los estudiantes, fun¬
damentalmente en cuanto a la distancia al centro de estudios. Esto puede
obtenerse ya por estimación directa, ya por encuesta.

Nosotros hemos preferido una estimación sobre la base de encuesta,
cuyos resultados fundamentales presentamos en el segundo apartado de
este capítulo. Definido este nivel de coste es posible, no sólo dimensionar y
especificar para cada situación, cuál tendría que ser la aportación del Estado,
sino comparar la eficacia relativa en la prestación de esta ayuda, ya que esta
prestación puede ser en efectivo o en especie.

3.1. Participación de las familias en los costes directos de la enseñanza
superior

Es bien sabido que el porcentaje mayor de los gastos directos que impli¬
ca la prestación de los servicios de enseñanza superior corresponde a gastos
que realiza el sector público. En este sentido las tasas académicas vendrían
a representar más bien una tasa de disuasión que impidiera una utilización
inadecuada del servicio que una participación consistente en el coste. No
obstante, esto dista bastante de ser cierto, puesto que por un lado las tasas
de matrícula de la enseñanza universitaria han representado cantidades no
despreciables, especialmente si las comparamos con los presupuestos fami¬
liares de los grupos sociales de rentas más bajas, que además han crecido
fuertemente en los últimos años y por otro representa un porcentaje relati¬
vamente importante del presupuesto de ingresos de las universidades.

Como se puede apreciar en el cuadro 3.1.3. el porcentaje que represen¬
taban para el año 1 977, los ingresos en concepto de tasas en comparación
con el total del presupuesto de ingresos, incluidos en ellos la nómina del pro¬
fesorado de las universidades pagado directamente por el Ministerio, varia¬
ba entre el 21,58% y el 9,27%, es decir una cantidad apreciable por lo me¬
nos para la mayor parte de las universidades.

Como puede verse en los cuadros 3.1.1. y 3.1.2. las tasas de matrícula
han seguido una evolución que en su conjunto supera ampliamente la del
coste de la vida puesto que entre 1 974 y 1 980 se triplica el coste de la ma¬
trícula en pesetas constantes. Esto implica que la financiación por los usua¬
rios de la enseñanza universitaria se ha incrementado considerablemente ya
que el crecimiento del gasto en enseñanza no ha seguido ni mucho menos el
mismo ritmo.

Para el año 1973/74 es posible calcular la incidencia de los costes de
matrícula sobre el presupuesto de gastos de diferentes categorías socio¬
económicas. Los resultados aparecen en el cuadro 3.1.4., la comparación se
ha ampliado a todo el período 1974/85-1980/81 sobre la base de expre¬
sar las matrículas en pesetas constantes, lo cual por supuesto implica que el
gasto medio de consumo se considera también constante. Para el año base,
el único en que en rigor la comparación es legítima, el porcentaje que repre¬
sentan las tasas de matrícula sobre el gasto anual medio de consumo oscila
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CUADRO 3.1.1.

EVOLUCIÓN TASAS DE MATRÍCULAS

Curso
Académicos

Facultades
Experimentales

Facultades No

Experimentales

En ptas.
Corrientes

En ptas.
1975

En ptas.
Corrientes

En ptas.
1975

1974-75 3.000 3.000 2.000 2.000
1975-76 3.000 3.000 2.000 2.000
1976-77 9.000 7.513 6.000 5.008
1977-78 10.625 7.018 7.200 4.576
1978-79 13.425 7.606 9.000 5.099
1979-80 16.780 8.225 11.250 5.515
1980-81 20.975 8.903 14.065 5.970

entre 0,48 y 1,79 cifras relativamente reducidas, aunque no despreciables,
para aquellos grupos que cuentan con menores niveles de ingreso. A finales
del período los porcentajes oscilan entre 5,31 y el 1,43 que pueden conside¬
rarse más significativos. Para las facultades no experimentales los porcenta¬
jes son lógicamente menores, pero también presentan valores no desdeña¬
bles en el año final del período.

Otra posible apreciación de la incidencia de la parte del coste directo de
la enseñanza que es asumido por las familias, puede obtenerse de la compa¬
ración de la evolución de los salarios con las tasas de matrícula que apare¬
cen en el cuadro 3.1.5., y cuyos resultados sin duda reflejan mejor dicha
ponderación, puesto que al haber disminuido los ingresos reales durante los
últimos años no parece que haya podido mantenerse el mismo nivel de gas¬
to en términos reales que se daba en el período 1 973/ 74, que corresponde
a un auge económico absoluto en los últimos años. En dicho cuadro se com¬

paran los costes de matrícula en pesetas de cada año con el salario medio
anual, (obtenido de la Encuesta de Salarios) y el Salario Mínimo Interprofe-
sional, ambas magnitudes también en pesetas de cada año; como puede ver¬
se, para ambas y tanto para lo que se refiere a facultades experimentales
como no experimentales se duplica el porcentaje que representan las tasas
académicas sobre los dos indicadores del nivel de ingresos y a final del
período llegan a representar porcentajes relativamente importantes. Es obvio
que una comparación con otros indicadores del nivel de ingresos repartidos
por grupos socio-económicos nos permitiría apreciar con una mayor exacti¬
tud cuál ha sido la incidencia de este incremento de tasas sobre los presu¬
puestos familiares. No obstante, la evolución en relación con el salario míni¬
mo nos permite una primera aproximación en el sentido de que el efecto d¡-
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CUADRO 3.1.2.

EVOLUCIÓN COSTE MATRÍCULA POR ASIGNATURA

Curso
Académico

Facultades

Experimentales
Facultades No
Experimentales

En ptas.
Corrientes

En ptas.
1975

En ptas.
Corrientes

En ptas.
1975

1974-75 500 500 400 400
1975-76 500 500 400 400
1976-77 1.500 1.252 1.200 1.002
1977-78 1.700 1.123 1.400 925
1978-79 2.150 1.218 1.800 1.020
1979-80 2.690 1.319 2.250 1.103
1980-81 3.365 1.428 2.815 1.195

suasorio de las tasas debe haberse incrementado considerablemente. En
efecto, lo que caracteriza las rentas bajas es una gran rigidez en los porcen¬
tajes del ingreso asociados a necesidades vitales. Por lo tanto, un incremen¬
to del coste de otros bienes resulta difícil de absorber por disminución de
otras partidas; por ello hay que pensar que este incremento de las tasas
debe haber incidido fundamentalmente sobre los grupos de ingresos más
bajos. Por otra parte, como puede apreciarse en el cuadro 3.1.2., también las
matrículas por asignatura se han incrementado en proporciones similares, lo
cual indica que este efecto disuasorio se extiende a aquellos alumnos que
por circunstancias de raíz socio-económica no cursan estudios con rendi¬
mientos académicos normales.

Aunque existe la posibilidad de la exención de las tasas de matrícula
por motivos económicos, dicha exención es muy poco frecuente. No nos ha
sido posible disponer de datos globales sobre el número de matrículas gra¬
tuitas a nivel de toda España. No obstante a partir del estudio que hemos
realizado sobre sendas promociones de las facultades de Derecho y Quími¬
cas de la Universidad de Barcelona, cuadros 3.1.6. a 3.1.9., puede apreciarse
la escasísima entidad de la exención de tasas de matrícula por motivos eco¬
nómicos. Aquí habría que ver un efecto de la opacidad de los mecanismos
de ayuda individualizados a que nos referíamos cuando planteábamosja su¬
perioridad de las prestaciones en especie frente a las subvenciones discrimi¬
nadas. En efecto, la capacidad de reacción de los grupos de ingresos bajos
frente a unas matrículas más bajas sería seguramente superior al de la posi¬
bilidad de acceder a la exención de tasas.

Como puede verse, para las dos facultades, los grupos que acceden a
matrícula gratuita son obreros, los hijos de familias numerosas o bien los hi-
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CUADRO 3.1.3.

DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DEL PRESUPUESTO
DE INGRESOS DE LAS UNIVERSIDADES (1977)

Universidades Porcentajei Tasas Porcentaje Transí. Porcen.
Nómina

ME

Tasas
Alumno

A B A B B

Barcelona 32,33 21,58 67,67 45,16 33,25 10.035
Córdoba 17,04 9,27 82,96 45,1 1 45,62 10.981
Granada 24,26 15,92 75,74 49,68 34,40 9.684
La Laguna 20,95 12,00 79,04 45,25 42,75 9.871
U.C. Madrid 18,72 12,77 81,28 55,43 31,80 5.859

Málaga 19,52 11,18 80,48 46,04 42,78 9.696
Murcia 33,78 17,08 66,22 33,49 49,31 12.039
Oviedo 32,63 19,06 67,36 39,34 41,60 11.355
Salamanca 25,44 13,49 74,56 39,83 46,68 10.431
Santander 18,81 10,89 81,89 47,01 42,10 18.017

Santiago C. 28,37 15,60 71,63 39,35 45,06 7.879
Sevilla 19,91 11,67 80,09 46,94 41,39 7.227
Valencia 28,14 17,06 71,86 43,55 39,39 7.172
Valladolid 23,28 15,48 76,72 51,01 33,51 12.244

Zaragoza 35,88 20,80 64,12 37,30 41,80 11.757
Extremadura 19,78 10,83 80,22 43,93 45,24 14.640
U.A. Madrid 19,48 12,38 80,52 51,17 36,45 8.216
U.A. Barcelona 14,87 9,56 85,13 54,70 35,74 5.487
U.P. Bilbao 23,47 13,71 76,53 44,71 41,58 7.645
U.P. Madrid 14,62 8,38 85,38 48,84 42,78 7.290
U.P. Barcelona 23,89 16,02 76,11 51,07 32,91 14.910
U.P. Valencia 17,32 10,43 82,68 49,78 39,79 19.689

A. Porcentaje sobre suma de tasas más transferencias corrientes.
B. Porcentaje sobre suma de tasas más transferencias corrientes, más nómina estimada de

personal numerario e interino.

jos de funcionarios del Ministerio de Educación y Ciencia. Aun cuando las ci¬
fras son muy reducidas, es interesante observar que los porcentajes de apro¬
bados para los alumnos que han disfrutado de matrícula gratuita son bastan¬
te superiores a los generales, con la excepción de aquellos que la obtuvieron
en concepto de hijos de funcionarios en la facultad de Derecho y que en
cambio en la facultad de Químicas son los hijos de funcionarios los que han
obtenido resultados superiores a la media.

Para Derecho, si examinamos la distribución de los diferentes tipos de
matrícula por categoría socio-profesional puede apreciarse que no existe una
incidencia mayor de las causas de gratuidad en aquel grupo que podría teóri¬
camente acceder a ella por motivos económicos, es decir, los asalariados. En
efecto, el porcentaje mayor de matrícula gratuita por familia numerosa co¬
rresponde a los profesionales liberales y el de matrícula semigratuita por el
mismo motivo a los empresarios. En conjunto, los asalariados son los que re-
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CUADRO3.1.4. PESODELOSGASTOSDEMATRICULAENRELACIÓNCONELGASTOANUALMEDIODECONSUMO Gastoanual

CategoríasmediodePorcentajecostedematrículasobregastosdecosumo Socio-económicasconsumoen
milesdeptas.FacultadesexperimentalesFacultadesnoexperimentales *1974 1975

1976 1977

1977 1978

1978 1979

1979 1980

1980 1981

*1974 1975

1976 1977

1977 1978

1978 1979

1979 1980

1980 1981

Empresariosconasalariados
339,8

0,88

2,21

2,06

2,24

2,42

2,62

0,59

1,47

1,40

1,50

1,62

1,76

Empresariosagrariossinasalariados
203,9

1,47

3,68

3,44

3,73

4,04

4,36

0,98

2,46

2,23

2,50

2,70

2,93

Directores,gerentesypersonal agrariocalificado

212,7

1,04

3,53

3,30

3,58

3,87

4,19

0,94

2,35

2,24

2,40

2,59

2,81

Restodetrabajadoresagrarios
189,2

1,58

3,97

3,71

4,02

4,35

4,71

1,06

2,65

2,51

2,70

2,91

3,16

Empresariosnoagrarioscon asalariadosyprofesionesliberales
489,4

0,61

1,53

1,43

1,55

1,68

1,82

0,41

1,02

0,97

1,04

1,14

1,22

Empresariosnoagrariossinasalariados yprofesionesindependientes
288,4

1,04

2,60

2,43

2,64

2,85

3,09

0,69

1,74

1,65

1,77

1,91

2,07

Directoresycuadrossuperiores
noagrarios

624,3

0,48

1,20

1,12

1,22

1,32

1,43

0,32

0,80

0,76

0,82

0,88

0,96

Empleados,vendedoresy cuadrosmediosnoagrarios
376,8

0,79

1,99

1,86

2,02

2,18

2,36

0,53

1,33

1,26

1,35

1,46

1,58

Contramaestres,capatacesy asimiladosnoagrarios

358,1

0,84

2,10

1,96

2,12

2,30

2,47

0,56

1,40

1,33

1,42

1,54

1,67

Obrerosnoagrariosyrestode trabajadoresdelosservicios
265,3

1,13

2,83

2,65

2,87

3,10

3,36

0,75

1,89

1,79

1,92

2,08

2,25

Profesionalesfuerzasarmadas
376,6

0,80

1,99

1,86

2,02

2,18

2,36

0,53

1,33

1,26

1,35

0,82

1,59

Noclasificados

301,1

0,99

2,50

2,33

2,53

2,73

2,96

0,66

1,66

1,58

1,69

1,83

1,98

Noactivos

167,7

1,79

4,48

4,18

4,54

4,90

5,31

1,19

2,99

2,84

3,04

3,29

3,56



CUADRO3.1.5.

PORCENTAJEDELCOSTEDEMATRÍCULA Facultadesexperimentales

Facultadesnoexperimentales

1974

1975

1976

1977

1978

1979

1980

1974

1975

1976

1977

1978

1979

1980

1975

1976

1977

1978

1979

1980

1981

1975

1976

1977

1978

1979

1980

1981

SobreSalarioMedio anual

1,67

1,30

2,98

2,88

2,91

2,95

3,10

1,12

0,86

1,99

1,95

2,87

1,98

2,08

SobreSalarioMínimo
3,82

3.08

7,29

6,61

6,69

7,15

7,86

2,55

2,05

4,86

4,48

4,49

4,79

5,27



DISTRIBUCIÓNDELOSALUMNOSDELAPROMOCIÓN1974-75DELAFACULTADDEDERECHO
CUADRO3.1.6.(1)PORTIPOSDEMATRÍCULA Nohantermina¬ dosusestudios

Hanterminado en5años

Hanterminado en6años

Hanterminado en7años

TOTAL

Noconsta

1

2

1

0

4

Matrículaordinaria

1.095

120

95

100

1.410

Semi-gratuitaporfamilia numerosa

142

22

21

12

197

Semi-gratuitaporotrasra¬ zones

0

1

0

0

1

Gratuitaporfamilianume¬ rosa

37

8

6

3

54

Gratuitaporbecario

1

1

0

0

2

Gratuitaporfuncionarioso hijosdefuncionarios

43

1

2

8

54

Gratuitaporescasezdere¬ cursoseconómicos

10

4

0

1

15

Gratuitaporotrashijosde funcionarios

43

1

2

8

54

Gratuitaporescasezdere¬ cursoseconómicos

10

4

0

1

15

Gratuitaporotrascosas
4

3

1

1

9

TOTAL

1.333

162

126

125

1.746



CUADRO3.1.6.(2) DISTRIBUCIÓNDELOSALUMNOSDELAPROMOCIÓN1.974-75DELASFACULTADESDEDERECHO PORCENTAJESOBRECOLUMNAS
Nohantermina¬ dosusestudios
Hanterminado en5años

Hanterminado en6años

Hanterminado en7años

TOTAL

Noconsta

0,00

1,23

0,79

0,00

0,23

Matrículaordinaria

82,11

74,07

75,40

80,00

80,76

Semi-gratuitaporfamilia numerosa

10,68

13,58

16,67

9,60

11,28

Semi-gratuitaporotrasra¬ zones

0,00

0,62

0,00

0,00

0,06

Gratuitaporfamilianume¬ rosa

2,78

4,94

4,76

2,40

3,09

Gratuitaporbecario

0,08

0,62

0,00

0,00

0,11

Gratuitaporfuncionarioso hijosdefuncionarios

3,23

0,62

1,59

6,40

3,09

Gratuitaporescasezdere¬ cursoseconómicos

0,75

2,47

0,00

0,80

0,86

Gratuitaporotrascausas
0,30

1,85

0,79

0,80

0,52

TOTAL

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00



CUADRO3.1.6.(3) DISTRIBUCIÓNDELOSALUMNOSDELAPROMOCIÓN1974-75DELAFACULTADDEDERECHO PORCENTAJESOBREFILAS
Nohantermina¬ dosusestudios
Hanterminado en5años

Hanterminado en6años

Hanterminado en7años

TOTAL

Noconsta

25,00

50,00

25,00

0,00

100,00

Matrículaordinaria

77,66

8,51

6,74

7,09

100,00

Semi-gratuitaporfamilia numerosa

72,08

11,17

10,66

6,09

100,00

Semi-gratuitaporotrasra¬ zones

0,00

100,00

0,00

0,00

100,00

Gratuitaporfamilianume¬ rosa

68,52

14,81

11,11

5,56

100,00

Gratuitaporbecario

50,00

50,00

0,00

0,00

100,00

Gratuitaporfuncionarioso hijosdefuncionarios

79,63

1,85

3,70

14,81

100,00

Gratuitaporescasezdere¬ cursoseconómicos

66,67

26,67

0,00

6,67

100,00

Gratuitaporotrascausas
44,44

33.33

11.11

11.11

100,00

TOTAL

76,34

9,28

7,22

7,16

100,00



CUADRO3.1.7.(1) DISTRIBUCIÓNDELOSALUMNOSDELAPROMOCIÓN1974-75DELAFACULTADDEQUÍMICAS PORTIPOSDEMATRÍCULA
Nohantermina¬ dosusestudios
Hanterminado en5años

Hanterminado en6años

Hanterminado en7años

TOTAL

Noconsta

0

0

0

1

1

Matrículaordinaria

328

52

23

12

415

Semi-gratuitaporfamilia numerosa

32

10

8

1

51

Semi-gratuitaporotrasra- zones

1

0

0

0

1

Gratuitaporfamilianume- rosa

6

1

0

1

8

Gratuitaporbecario

7

0

2

0

9

Gratuitaporfuncionarioso hijosdefuncionarios

5

3

2

2

12

Gratuitaporescasezdere- cursoseconómicos

6

0

0

0

6

Gratuitaporotrascausas
1

3

0

0

4

TOTAL

386

69

35

17

507



CUADRO3.1.7.(2) DISTRIBUCIÓNDELOSALUMNOSDELAPROMOCIÓN1974-75DELAFACULTADDEQUÍMICAS PORCENTAJESOBRECOLUMNAS
Nohantermina¬ dosusestudios
Hanterminado en5años

Hanterminado en6años

Hanterminado en7años

TOTAL

Noconsta

0,00

0,00

0,00

5,88

0,20

Matrículaordinaria

84,92

75,36

65,71

70,59

81,85

Semi-gratuitaporfamilia numerosa

8,20

14,49

22,86

5,88

10,06

Semi-gratuitaporotrasra¬ zones

0,26

0,00

0,00

0,00

0,20

Gratuitaporfamilianume¬ rosa

1,59

1,45

0,00

5,88

1,58

Gratuitaporbecario

1,85

0,00

5,71

0,00

1,78

Gratuitaporfuncionarioso hijosdefuncionarios

1,32

4,35

5,71

11,76

2,37

Gratuitaporescasezdere¬ cursoseconómicos

1,59

0,00

0,00

0,00

1,18

Gratuitaporotrascausas
0,26

4,35

0,00

0,00

0,79

TOTAL

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00



CUADRO3.1.7.(3) DISTRIBUCIÓNDELOSALUMNOSDELAPROMOCIÓN1974-75DELAFACULTADDEQUÍMICAS PORCENTAJESOBREFILAS
Nohantermina¬ dosusestudios
Hanterminado en5años

Hanterminado en6años

Hanterminado en7años

TOTAL

Noconsta

0,00

0,00

0,00

100,00

100,00

Matrículaordinaria

78,00

12,53

5,54

2,89

100,00

Semi-gratuitaporfamilianu¬ merosa

60,78

19,61

15,69

1,96

100,00

Semi-gratuitaporotrasrazo¬ nes

100,00

0,00

0,00

0,00

100,00

Gratuitaporfamilianumerosa
75,00

12,50

0,00

12,50

100,00

Gratuitaporbecario

77,78

0,00

22,22

0,00

100,00

Gratuitaporfuncionariosohi¬
josdefuncionarios

41,67

25,00

16,67

16,67

100,00

Gratuitaporescasezderecur¬ soseconómicos

100,00

0,00

0,00

0,00

100,00

Gratuitaporotrascausas
25,00

75,00

0,00

0,00

100,00

TOTAL

75,04

13,61

6,90

3,35

100,00



CUADRO3.1.8.(1) DISTRIBUCIÓNDELOSTIPOSDEMATRÍCULAPORCATEGORÍASOCIO-PROFESIONAL(DERECHO)
Profesiónpaterna

NoconstaMatrícula ordinaria

Semi-gra- tuitapor familia numerosa

Semi-gra- tuitapor otrasrazo¬ nes

Gratuita
porfamilia numerosa

Gratuita porbeca¬ rios

Gratuita
porfuncio¬ nariosohi¬ josdefun¬ cionarios

Gratuita
porescasez derecursos económicos

Gratuita porotras causas

TOTAL

Noconsta

3

74

12

0

2

0

1

2

0

94

Asalariado

0

379

52

0

12

1

7

8

1

460

Prof.liberal

0

265

42

1

17

1

7

0

6

339

Funcionario

1

226

37

0

8

0

33

0

1

306

Empresario

0

253

43

0

12

0

2

0

1

311

Sinprof.especial

0

31

3

0

1

0

1

0

0

36

Otros

0

182

8

0

2

0

3

5

0

200

TOTAL

4

1.410

197

1

54

2

54

15

9

1.746



CUADRO3.1.8.(2) DISTRIBUCIÓNDELOSTIPOSDEMATRÍCULAPORCATEGORÍASOCIO-PROFESIONAL(DERECHO PORCENTAJESOBRECOLUMNAS
Profesiónpaterna

Noconsta

Matrícula ordinaria

Semi-gra- tuitapor familia numerosa

Semi-gra- tuitapor otrasrazo¬ nes

Gratuita
porfamilia numerosa

Gratuita
porbeca¬ rios

Gratuita
porfuncio¬ nariosohi¬ josdefun¬ cionarios

Gratuita
porescasez derecursos económicos

Gratuita porotras causas

TOTAL

Noconsta

75,00

5,15

6,08

0,00

3,70

0,00

1,85

13,13

0,00

5,39

Asalariado

0,00

26,88

26,40

0,00

22,22

50,00

12,96

53,33

11,11

26,35

Prof.liberal

0,00

18,79

21,32

100,00

31,48

50,00

12,96

0,00

66,67

19,42

Funcionario

25,00

16,03

18,78

0,00

14,81

0,00

61,11

0,00

11,11

17,53

Empresario

0,00

17,94

21,83

0,00

22,22

0,00

3,70

0,00

11,11

17,81

Sinprof.especial

0,00

2,20

1,52

0,00

1,85

0,00

1,85

0,00

0,00

2,06

Otros

0,00

12,91

4,06

0,00

3,70

0,00

5,56

33,33

0,00

11,45

TOTAL

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00



CUADRO3.1.8.(3) DISTRIBUCIÓNDELOSTIPOSDEMATRÍCULAPORCATEGORÍASOCIO-PROFESIONAL(DERECHO) PORCENTAJESOBREFILAS
Profesiónpaterna

Noconsta

Matrícula ordinaria

Semi-gra- tuitapor familia numerosa

Semi-gra- tuitapor otrasrazo¬ nes

Gratuita
porfamilia numerosa

Gratuita
porbeca¬ rios

Gratuita
porfuncio¬ nariosohi¬ josdefun¬ cionarios

Gratuita
porescasez

de
recursos económicos

Gratuita porotras causas

TOTAL

Noconsta

3,49

77,91

12,79

0,00

2,33

0,00

1,16

2,33

0,00

100,00

Asalariados

0,00

82,39

11,30

0,00

2,61

0,22

1,52

1,74

0,22

100,00

Prof.liberal

0,00

78,17

12,39

0,29

5,01

0,29

2,06

0,00

1,77

100,00

Funcionario

0,33

73,86

12,09

0,00

2,61

0,00

10,78

0,00

0,32

100,00

Empresario

0,00

81,35

13,83

0,00

3,86

0,00

0,64

0,00

0,32

100,00

Sinprofesiónespecial
0,00

86,11

8,33

0,00

2,78

0,00

2,78

0,00

0,00

100,00

Otros

0,00

91,00

4,00

0,00

1,00

0,00

1,50

2,50

0,00

100,00

TOTAL

0,23

80,76

11,28

0,06

3,09

0,11

3,09

0,86

0,52

100,00



CUADRO3.1.9.(1) DISTRIBUCIÓNDELOSTIPOSDEMATRÍCULAPORCATEGORÍASOCIO-PROFESIONALES(QUÍMICAS)
Profesiónpaterna

NoconstaMatricula ordinaria

Semi-gra- tuitapor familia numerosa

Semi-gra- tuitapor otrasrazo¬ nes

Gratuita
porfamilia numerosa

Gratuita porbeca¬ rios

Gratuita
porfuncio¬ nariosohi¬ josdefun¬ cionarios

Gratuita
porescasez derecursos económicos

Gratuita porotras causas

TOTAL

Noconsta

1

10

1

0

0

0

0

0

0

12

Asalariado

0

200

15

1

2

3

2

5

2

230

Prof.liberal

0

43

8

0

1

3

1

0

0

56

Funcionario

0

40

5

0

3

0

9

0

1

58

Empresario

0

65

11

0

2

0

0

0

0

78

Sinprof.especial

0

3

0

0

0

2

0

0

0

5

Otros

0

53

11

0

0

1

0

1

1

65

TOTAL

1

414

51

1

8

9

12

6

4

506



CUADRO3.1.9.(2) DISTRIBUCIÓNDELOSTIPOSDEMATRÍCULAPORCATEGORÍASOCIO-PROFESIONALES(QUÍMICAS)PORCENTAJESOBRECOLUMNAS
Profesiónpaterna

Noconsta

Matrícula ordinaria

Semi-gra- tuitapor familia numerosa

Semi-gra- tuitapor otrasrazo¬ nes

Gratuita
porfamilia numerosa

Gratuita porbeca¬ rios

Gratuita
porfuncio¬ nariosohi¬ josdefun¬ cionarios

Gratuita
porescasez

de
recursos económicos

Gratuita porotras causas

TOTAL

Noconsta

100,00

2,41

1,96

0,00

0,00

0,00

0,00

0,00

0,00

2,37

Asalariado

0,00

48,43

29,41

100,00

25,00

33,33

16,67

83,33

50,00

45,56

Prof.liberal

0,00

10,36

15,69

0,00

12,50

33,33

8,33

0,00

0,00

11,05

Funcionario

0,00

9,64

9,80

0,00

37;50

0,00

75,00

0,00

25,00

11,44

Empresario

0,00

15,66

21,57

0,00

25,00

0,00

0,00

0,00

0,00

0,00

Sinprof.especial

0,00

0,72

0,00

0,00

0,00

22,22

0,00

0,00

0,00

0,99

Otros

0,00

12,77

21,57

0,00

0,00

11,11

0,00

16,67

25,00

13,21

TOTAL

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00



CUADRO3.1.9.(3) DISTRIBUCIÓNDELOSTIPOSDEMATRÍCULAPORCATEGORÍASOCIO-PROFESIONALES(QUÍMICAS) PORCENTAJESOBREFILAS
Profesiónpaterna

Noconsta

Matrícula ordinaria

Semi-gra- tuitapor familia numerosa

Semi-gra- tuitapor otrasrazo¬ nes

Gratuita
porfamilia numerosa

Gratuita porbeca¬ rios

Gratuita
porfuncio¬ nariosohi¬ josdefun¬ cionarios

Gratuita
porescasez de

recursos económicos

Gratuita porotras causas

TOTAL

Nocosta

8,33

83,33

8,33

0,00

0,00

0,00

0,00

0,00

0,00

100,00

Asalariado

0,00

87,01

6,49

0,43

0,87

1,30

0,87

2,16

0,87

100,00

Prof.liberal

0,00

76,79

14,29

0,00

1,79

5,36

1,79

0,00

0,00

100,00

Funcionario

0,00

68,97

8,62

0,00

5,17

0,00

15,52

0,00

1,72

100,00

Empresario

0,00

83,33

14,10

0,00

2,56

0,00

0,00

0,00

0,00

100,00

Sinprof.especial

0,00

60,00

0,00

0,00

0,00

0,00

40,00

0,00

0,00

100,00

Otros

0,00

79,10

16,42

0,00

0,00

1,49

0,00

1,49

1,49

100,00

TOTAL

0,20

81,85

10,06

0,20

1,58

1,78

2,37

1,18

0,79

100,00



presentan un porcentaje mayor de matrículas ordinarias, dejando aparte los
grupos en los cuales no consta la profesión, en Químicas, los resultados son
similares, por lo menos en lo que respecta a la proporción de matrículas ordi¬
narias cuyo mayor valor corresponde a los asalariados. Los datos anteriores
se refieren al año en que se iniciaron los estudios, es posible que, en años
posteriores, haya habido una mayor incidencia de las matrículas gratuitas.
No obstante, por los datos de que disponemos, para la facultad de Derecho
la importancia de éstas es muy reducida y en la actualidad está condiciona¬
da a la obtención de becas. El número de casos extremadamente reducidos
que aparece en nuestros cuadros para las becas puede quizás atribuirse a
que esta información no fue consignada debidamente en las hojas de matrí¬
cula (uno de los documentos base junto con la ficha escolar de cada alumno,
que ha servido para la elaboración de cada uno de los ficheros). No obstante,
ya vimos en el apartado correspondiente que el número de becas ha sido
bastante reducido y, por lo tanto, las cifras que aparecen, aunque segura¬
mente son menores a las efectivas, no estarán demasiado alejadas de la rea¬
lidad.

Para el conjunto de la Universidad de Barcelona los datos de que hemos
podido disponer para el curso 1 982-83 (cuadro 3.1.10) confirman lo que se¬
ñalábamos anteriormente. Es decir, la abrumadora mayoría de los casos de
matrícula ordinaria, aun cuando el número de matrículas gratuitas atribuibles
a becas es bastante más elevado. No obstante, en ningún caso las becas su¬
peran el 1 % de las matrículas ordinarias.

En cualquier caso, lo que puede inferirse de los datos anteriormente pre¬
sentados es una escasísima funcionalidad de la exención de tasas de matrí¬
culas por motivos económicos. Esto puede atribuirse sobre todo a una falta
de información de las oportunidades que existen en este sentido o bien se¬
guramente a una inadecuación de los procedimientos para la atribución de
estas ayudas. Por ello, en la medida en que la elevación, sustancial, de las ta¬
sas de matrícula no ha ido acompañada por una ampliación paralela de las
posibilidades de acceso a la matrícula gratuita, el efecto neto debe haber
sido una elevación del umbral de recursos necesarios para el acceso a la en-
zeñanza superior. Una vez más habrá que consignar aquí la superioridad de
la provisión en especie de bienes públicos sobre su tarificación por mucho
que vaya esta acompañada de exenciones para casos particulares. En efecto,
tanto las imperfecciones del propio sistema de atribución como la opacidad
de estos procedimientos juegan en contra de los grupos sociales de menores
ingresos.

No vamos a tratar por el momento el problema de los costes privados
directos que pueden relacionarse con la permanencia en la univesidad y
eventualmente la obtención de un título, aspectos que trataremos en el capí¬
tulo quinto, pero es obvio que, a través del juego de las reparticiones de asig¬
naturas y el mayor tiempo que deben consagrar los alumnos de orígenes so¬
ciales más bajos cuando tienen que ejercer una actividad remunerada su
participación en los costes universitarios es bastante superior a la de otros
grupos sociales.
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CUADRO3.1.10. DISTRIBUCIÓNDELTIPODEMATRÍCULADELOSALUMNOSDELAUNIVERSIDADDEBARCELONACURSO 1982-83

Facultad

Tipo0

Tipo1

Tipo2

Tipo3

Tipo4

Tipo5

Tipo6

E.U.Enfermería«JuanXXIII»
83

12

1

5

Esc.Univ.Ntra.Sra.delMar
203

21

2

1

3

Esc.Univ.SantaMadrona
121

24

2

2

Esc.Univ.PríncipesdeEspaña
149

9

1

Esc.Univ.SanJuandeDios
179

23

2

2

Esc.Univ.Enfer.delClínico
2

43

8

10

Biología

10

333

28

1

163

4

Física

2

85

5

6

56

10

Geología

2

34

3

3

19

1

Matemáticas

23

27

3

2

1

14

6

Química

1.474

3

1

1

8

Derecho

7.087

674

3

55

43

265

29

Derecho«AbadOliba»

355

98

10

9

4

Farmacia

2.741

279

1

18

2

121

9

FilosofíayC.E.

2.096

232

25

5

404

10

Filología

3.696

511

16

43

23

684

33

GeografíaeHistoria

4.544

351

7

62

3

534

14

Psicología

3.913

313

22

22

4

264

18

Medicina

3.741

413

10

28

5

171

4

Económicas

4.774

364

2

38

132

20

Económicas«AbadOliba»
226

57

4

2

1

Escuelaempresariales

3.465

204

2

17

5

48

15



Facultad

Tipo0

Tipo1

Tipo2

Tipo3

Tipo4

Tipo5

Tipo6

EscuelaE.G.B.Barcelona
3.105

323

4

18

15

89

9

EscuelaE.G.B.Tarragona
719

65

2

4

40

BellasArtes

1.002

168

30

15

3

79

4

Esc.BiblioteconomíayDocu.
156

28

1

23

FilosofíaTarragona

428

40

1

6

91

5

FilologíaTarragona

260

30

2

52

3

GeografíaeHistoriaTarragona
323

30

4

1

40

2

QuímicadeTarragona

211

23

4

MedicinadeTarragona

343

56

1

2

17

4

MedicinaLérida

352

57

2

5

3

16

7

FilologíaLérida

256

22

4

1

16

4

DerechoLérida

831

84

3

7

1

48

1

GeografíaeHistoriaLérida
300

25

1

4

36

1

CLASEDEMATRÍCULA O.Ordinaria
1.Fa.Na.1a 2.Semigratuitaporotrascausas 3.Fa.Na.2a.yHonor 4.Becario 5.FuncionarioohijodefuncionariodelMinisteriodeEducaciónyCiencia 6.Gratuitaporotrascausas



3.2. Costes privados de manutención y gastos asociados con los estu¬
dios

Para cifrar de una manera aproximada el coste real de un bien público,
como la enseñanza superior, para sus usuarios no es suficiente examinar su
participación en los costes de producción del servicio, sino que es necesario
valorar otros gastros en los que ha de incurrir el estudiante a este nivel de
enseñanza. En primer lugar, los gastos directamente relacionados con la ac¬
tividad docente, desde los que se refieren a material didáctico como pueden
ser libros, apuntes, etc., hasta los gastos de desplazamiento a los centros de
estudio. Pero atendiendo a la época de la vida en que se realiza este tipo de
estudios, el componente fundamental es sin duda el gasto de mantenimiento
del alumno en un período en que ya le está abierta la posibilidad de contar
con un empleo remunerado. Es decir, que el coste del servicio para los usua¬
rios vendría dado por el total de gastos desde la participación en los costes
directos que ya hemos examinado anteriormente, hasta los costes de man¬
tenimiento y los ligados directamente con el estudio, que examinaremos a
continuación.

En rigor, un planteamiento completo del problema, desde un punto de
vista microeconómico, exigiría identificar para cada categoría significativa de
usuarios de sistemas de enseñanza superior, no sólo el gasto en que incu¬
rren, sino el origen de los recursos que permiten cubrir este gasto; ello exigi¬
ría disponer de información más pormenorizada sobre la política asistencial,
incluyendo en ella los gastos fiscales a que dan lugar las desgravaciones po¬
sibles para las familias o los individuos que cursan estudios. No obstante,
nuestro objetivo está centrado en la identificación del nivel de gastos que
permitiría diseñar una política asistencial que tendiese a equiparar las posibi¬
lidades de acceso a la enseñanza superior y, dentro de ésta, a optimizar las
posibilidades de completar con éxito el ciclo completo de estudios. Por ello
vamos a tratar preferentemente el gasto en que han incurrido las familias o
los individuos para costearse sus estudios. El camino que hemos seguido ha
sido la realización de una encuesta en diferentes facultades de la Universi¬
dad de Barcelona, en la que se pedía a los estudiantes que valorasen los di¬
ferentes tipos de gastos en que habrán incurrido durante el curso 1 980-81.

3.2.1. La realización de la encuesta a estudiantes de la Universidad de Barce¬
lona

Los objetivos de la encuesta eran obtener información sobre las condi¬
ciones de vida de los estudiantes como base para estimar los costes priva¬
dos de la enseñanza universitaria.

La necesidad de reducir al máximo la información solicitada hizo que
ésta se centrase exclusivamente en los gastos efectivos y las fuentes de fi¬
nanciación.

Los métodos posibles para la materialización de la encuesta eran la re-
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construcción de los gastos de un período por el estudiante o la entrega de un
carnet de gastos que debía rellenar a lo largo de un período. Por las dificulta¬
des que implica en los momentos actuales la realización de encuestas en el
marco de la universidad, se optó por la primera alternativa, la que implica un
menor esfuerzo para su respuesta y unas mayores posibilidades de control
en la recogida de datos.

La realización de la encuesta sobre la base de la memorización de los

gastos e ingresos de un período implica a su vez toda una serie de alternati¬
vas. Las dos opciones fundamentales eran la encuesta por correo y la en¬
cuesta directa. La primera alternativa requería una motivación importante en
los llamados a contestarla, que no podría darse por descontada; experiencias
semejantes en otros contextos relativamente próximos habían proporciona¬
do resultados bastante decepcioantes. Por otro lado, el coste de este tipo de
encuesta, en especial si se quería garantizar un nivel mínimo de respuestas,
sobrepasaba ampliamente las posibilidades presupuestarias de esta investi¬
gación.

La opción escogida, es decir la encuesta directa, admitía asimismo dife¬
rentes formas de realización. En efecto, aunque se redujo al mínimo la infor¬
mación solicitada, el tiempo necesario para responder a la encuesta seguía
siendo bastante elevado, puesto que implicaba la reconstrucción de una se¬
rie de datos.

Para la realización de la encuesta se utilizó el procedimiento de una en¬
cuesta piloto en la Facultad de Derecho, que sirvió para contrastar el cues¬
tionario y los procedimientos concretos de difusión y recogida, la cual fue
seguida por la encuesta propiamente dicha a los alumnos de los cursos se¬
gundo y cuarto de las facultades de Derecho, Químicas, Psicología y Filoso¬
fía. La encuesta piloto se realizó en noviembre de 1981 y la encuesta propia¬
mente dicha en enero-febrero de 1 982. El total de encuestas recogidas y
consideradas válidas fue de 866, que representaba aproximadamente el
14% de la población encuestada (menos de 6 200 estudiantes). El nivel de
respuesta parece satisfactorio teniendo en cuenta los objetivos de la encues¬
ta. En efecto, se trataba de obtener una estimación tanto de la importancia
relativa de los diferentes tipos de gastos como de su dimensión aproximada.

Como puede verificarse en el anexo 1 la encuesta constaba de cuatro
apartados. El primero, destinado a proporcionar una base para la identifica¬
ción del alumno en relación con diferentes criterios, fundamentalmente per¬
sonales. En el segundo se recababan datos sobre la familia del estudiante,
fundamentalmente la categoría socio-profesional de los padres, el nivel de
estudios alcanzado y los ingresos familiares y su origen; también se incluye¬
ron preguntas específicas para aquellos estudiantes que formasen una uni¬
dad familiar independiente. El tercer apartado recogía los ingresos por traba¬
jo o por ayudas y el cuarto apartado los gastos. Dentro de este cuarto apar¬
tado se enumeraban por un lado los gastos de transporte y por otro los gas¬
tos relacionados directamente con los estudios. En todos los casos se pedía
que se especificase el origen de la financiación de estos gastos, ya fuese por
el propio alumno, ya fuese por su familia.
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La falta de datos a nivel global hace difícil ponderar la representatividad
de la muestra. No obstante el porcentaje que se obtuvo para algunas catego¬
rías profesionales, particularmente significativas fue muy similar a los datos
que se daban para el conjunto de facultades en el curso 1 979-80. Así el por¬
centaje de alumnos cuyos padres eran profesionales liberales representaba
el 14,43% de la muestra, mientras que las cifras para todas las facultades
eran del 15,79*. Esta era la categoría más directamente comparable; para
la categoría que englobaría los trabajadores manuales la comparación es
más dudosa, puesto que corresponde en la clasificación que proporciona el
Ministerio a la categoría de otros trabajadores, con un 16,76% del total,
mientras que en nuestra encuesta era del 21,13%. No obstante, tampoco
podría descartarse que la muestra estuviese sesgada, en el sentido de com¬
portar un mayor porcentaje de respuestas correspondientes a alumnos
cuyos padres encajarían dentro de esta categoría. En efecto, la motivación
que se intentó provocar, tanto en la explicación de los objetivos del trabajo
que acompañaba a las encuestas, como en la explicación oral que precedió a
la distribución de éstas, estaba centrado en la necesidad de desarrollar un
sistema de becas capaz de reducir las desigualdades en el acceso a la ense¬
ñanza superior. Por ello es razonable pensar que los alumnos de este origen
social pueden haber sido más sensibles a esta problemática y haber contes¬
tado en proporciones superiores al resto.

3.2.2. El gasto de manutención del estudiante de la Universidad de Barcelona

Las variables en que se concretó la explotación de la encuesta aparecen
en anexo. De las variables 1 a 24 representan la traducción directa de las ca¬
racterísticas personales y sociales correspondientes a cada encuesta. Las
variables 25 a 39 representan el origen de los ingresos para aquellos alum¬
nos que constituyen una unidad económica independiente. Las variables 40
a 47 representan los gastos de alimentación. Las variables 48 y 49 repre¬
sentan los gastos de vestido. Las variables 50 a 52 representan los gastos
de alojamiento. Las variables 53 y 54 representan los gastos médicos. Las
variables 55 y 56 representan el resto de gastos personales. Las váriables
57 a 60 los gastos de transporte. Las variables 61 a 64 representan los gas¬
tos de ocio y las variables 65 a 82 representan los gastos directamente rela¬
cionados con los estudios. Todo un conjunto de variables intentaban identifi¬
car por un lado los ingresos que afluyen a la unidad económica (variable 90)
por otro los grandes apartados del gasto, alimentación (v. 91) gastos gene¬
rales (v. 92), gastos de transporte (v. 94), gastos directamente relacionados
con los estudios (v. 95), gastos de alojamiento (v. 96). Finalmente otro con¬

junto de variables trataba de identificar la financiación de estos gastos en
base a recursos propios o ayuda de la familia.

* INE, Estadística de la Enseñanza en España. Curso 1 979-80, pág. 407.
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3.2.2.1. Tipología de situaciones de los alumnos que respondieron a
la encuesta

La variable 85 proporciona una indicación de los niveles de ingresos fa¬
miliares de los alumnos que contestaron la encuesta. Como puede apreciar¬
se, el porcentaje de falta de respuesta es considerable para esta pregunta (el
38% no contesta), lo que corroboraría el menor interés de los alumnos de
origen social más elevado por la encuesta. En efecto, el 84% de las respues¬
tas efectivas corresponde a familias cuyo nivel de ingresos no supera el mi¬
llón y medio de pesetas y el 64% no supera el millón.

Por categorías socio-profesionales las respuestas que implican ingresos
familiares inferiores al millón de pesetas representan el 82% para la catego¬
ría otros trabajadores (Cat. 6) y este porcentaje llega al 97% si consideramos
los ingresos hasta un millón y medio de pesetas. Esto parece indicar una
cierta fiabilidad de los resultados, puesto que, por ejemplo, para profesiona¬
les liberales (Cat. 3) los ingresos hasta 1 500 000 sólo representan el 65%,
cifra similar a la que resulta para los empresarios (Cat. 1). Los trabajadores
independientes, tanto agrarios como de otros sectores (Cat. 2) presentan
porcentajes similares a las de la categoría 6, lo cual también parece razona¬
ble, lo mismo ocurre para la categoría 5.

El grupo que aparece con ingresos relativos más elevados es la catego¬
ría 4, es decir, alto personal directivo en el que los ingresos inferiores a un
millón y medio de pesetas sólo representan el 56%.

Es evidente que esta tipificación de los niveles de ingresos sólo puede
tener un sentido orientativo. Tanto por la renuncia a facilitar información de
este tipo como por el propio desconocimiento por parte de los alumnos de la
cuantía exacta de los ingresos familiares. Además hay que tener en cuenta
un problema fundamental, al que nos referiremos repetidas veces, a saber, la
heterogeneidad de situaciones que no pueden diferenciarse con criterios
simples. En efecto, teniendo en cuenta la etapa de la vida en la que se sitúa
la enseñanza universitaria se da toda una gama de situaciones desde la de¬
pendencia absoluta frente a la familia hasta la autonomía completa. A pesar
de que la encuesta especificaba claramente que esta pregunta se refería a
los ingresos familiares las respuestas en muchos casos parecen indicar que
en el caso de estudiantes asalariados y especialmente cuando se trata de
personas plenamente instaladas en el mercado de trabajo la respuesta se ha
referido a los ingresos propios.

Precisamente otra de las tipificaciones posibles de la encuesta viene
dada por la variable 90, que recoge los ingresos que afluyen al estudiante, y
eventualmente su cónyuge, considerados como unidad económica; un 15%
declara ingresos superiores a las 500 000 pesetas, es decir, que correspon¬
derían a situaciones donde pueda presumirse que existe independencia eco¬
nómica, y solamente un 12,8% declara ingresos inferiores o ¡guales a
20 000 pesetas anuales. Es significativo que la gran mayoría de las respues¬
tas, por lo menos los que han contestado efectivamente esta pregunta (el
porcentaje de no respuesta es de 30,6) cuentan con algún ingreso. Aunque
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si eliminamos la cola superior de la distribución que correspondería, como
hemos dicho, a trabajadores que al mismo tiempo estudian, la moda se sitúa
en niveles de ingresos muy bajos.

La independencia económica, que es un concepto difícil de delimitar,
como hemos visto, puede rastrearse también a través del gasto total de la
unidad familiar, es decir, el conjunto de gastos, ya sean pagados por el alum¬
no o por sus padres. El porcentaje de respuestas para esta pregunta (variable
97) es muy elevado, puesto que sólo un 1,73% de las respuestas no contie¬
ne información. Una vez más podemos aislar aquí el conjunto de aquellos
alumnos que declaran un gasto superior a las 500 000 pesetas, que repre¬
sentan un 35% del total y que corresponderían en parte a alumnos que de¬
penden de sus padres, pero que realizan unos niveles de gastos importantes
y, en parte, a estudiantes asalariados. Para los alumnos hijos de empresarios,
este porcentaje representa el 38%, mientras que para los hijos de asalaria¬
dos (Cat. 6), representa únicamente el 32%, lo que podría quizás indicar la
importancia cuantitativa de estos niveles de consumo superiores a la media.

Otro indicador del grado de independencia económica es la cobertura de
los gastos por los ingresos, es decir, la variable 98. En la medida en que esta
variable depende de que exista información sobre los ingresos, la falta de
respuestas es considerable, puesto que supera el 33% de la muestra. Aque¬
llos alumnos cuya cobertura de los costes por los ingresos no excede del
50% representan un 24% del total y más de un 50% recibe ingresos que re¬
presentan más del 90% de cobertura. El porcentaje es algo menor para los
alumnos cuyo origen social se sitúa en la categoría 1, puesto que representa
solamente el 41%, mientras que para la categoría 6, en la que se encuadra¬
rían los asalariados, representa el 50%.

La caracterización de la situación de los alumnos en relación a su inde¬

pendencia económica es un aspecto difícil en el marco de los procedimien¬
tos de investigación utilizados. En efecto, a la autodeciaración por parte de
los afectados se prefirió la identificación mediante características objetivas.
No obstante, la necesidad de no multiplicar los cruces de variables, lo que
nos llevaría muy pronto a grupos de tamaño demasiado exiguos, hace prefe¬
rible un tratamiento general como el que hemos apuntado del que pueden
extraerse las siguientes conclusiones.

Corroborando lo que indicábamos al principio sobre representación en la
muestra de los asalariados, o por lo menos de aquellas personas cuyo origen
social se sitúa en esta categoría, aparece en la muestra una representación
bastante elevada de estudiantes que trabajan que representan el 35%. La
distribución de las remuneraciones para las diferentes categorías socio-
profesionales pone de relieve unas remuneraciones relativamente altas; en
efecto, para el conjunto, la mediana está representada por 700 000 pesetas
y la media por 811 000 pesetas, es decir, que aquellos trabajadores que ga¬
nan más de 700 000 pesetas cuentan con unos ingresos proporcionalmente
más elevados (el decil noveno representa 1 200 000 pesetas). Esto se debe
sin duda a la presencia entre los trabajadores asalariados de personas que
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tienen ya unas actividades profesionales perfectamente consolidadas, como
ocurre concretamente en la facultad de Derecho.

Por otra parte, aun cuando los porcentajes de gastos cubiertos por la fa¬
milia son elevados, es reducido el número de estudiantes que no percibe nin¬
guna clase de ingresos al margen de los aportados por la familia.

Por todo ello nos parece que los resultados de la encuesta son poco fia¬
bles desde el punto de vista de establecer una comparación entre ingresos y
gastos. No obstante, sólo nos parece que deba afectar a la identificación de
las diferentes partidas del gasto y a su evolución y, por lo tanto, será sobre
este último aspecto sobre el que nos extenderemos más, cosa que, por otra
parte, corresponde al objetivo fundamental que perseguimos mediante esta
encuesta.

3.2.2.2. El gasto en alimentación

El gasto en alimentación es un componente importante del gasto de
manutención especialmetne para aquellos alumnos que residen fuera de la
localidad donde se encuentra el domicilio paterno. El porcentaje de respues¬
tas en este apartado ha sido relativamente elevado, por lo menos en lo que
se refiere a la primera de las preguntas planteadas, es decir, si el alumno rea¬
lizaba o no sus comidas en el domicilio paterno (variable 40). Algo más de la
mitad así lo afirmaba, pero un porcentaje bastante alto respondía negativa¬
mente.

En cuanto al volumen del gasto, el porcentaje de falta de respuestas es
muy considerable, puesto que se acerca al 50%, prescindiendo de los gastos
superiores a 6 000 pesetas semanales, que hay que atribuir a aquellos estu¬
diantes con una inserción profesional, la moda para el conjunto de la distri¬
bución es de 2 500 pesetas semanales, aunque esta cifra represente única¬
mente el 6,8% del total. Un aspecto interesante es la distribución de los gas¬
tos en comidas para aquellos que no utilizaban los servicios del restaurante
universitario, que ofrece una mediana de 1 500 pesetas semanales y una
media de 1 774 pesetas semanales. Esta cifra no corresponde, por supuesto,
a alumnos que realizan la totalidad de sus comidas en este tipo de restau¬
rantes, pero comparado con la dimensión del promedio del gasto en alimen¬
tación nos indica una fuerte incidencia en el presupuesto global de alimenta¬
ción.

El coste para las comidas realizadas en el propio domicilio que afecta
fundamentalmente a los estudiantes que cuentan con un hogar independien¬
te ofrece una mediana de 2 500 pesetas semanales, que coincide, como
puede apreciarse, con la cifra modal para el conjunto del gasto. Este vendría
a ser el valor mínimo para dimensionar el gasto privado en alimentación, en
comparación con el coste que representa el restaurante universitario que,
utilizado cada día durante 5 días a la semana, implica un coste de 1 100 pe¬
setas*. Lo cual implicaría que la extensión de los servicios del comedor uni-

# Datos referidos a los comedores universitarios de Barcelona ciudad.
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versitario sería, seguramente por puras razones de economía de escala, un
medio de política asistencial preferible a la subvención en dinero para este
objetivo.

Para nuestra estimación del coste hemos utilizado la media de la distri¬
bución general, lo que implica para el conjunto de gastos de alimentación un
gasto semanal de 5 000 pesetas, cifra seguramente demasiado elevada, si
se admite la posibilidad de realizar un número sustancial de comidas en el
restaurante universitario, pero que, en todo caso, resulta bastante represen¬
tativa de la situación general. En efecto, si extrapolamos para 1 981 los gas¬
tos en alimentación para las diferentes categorías socio-económicas de la
Encuesta de Presupuestos Familiares, las cifras son en casi todos los casos
superiores y aunque dichas cifras se refieren a bastos anuales medios de
consumo por hogar, la amplitud de la diferencia permite pensar que la cifra
que indicamos parece bastante razonable.

3.2.2.3. El gasto de alojamiento

Otro de los capítulos fundamentales en la determinación del gasto es el
gasto en alojamiento. En primer lugar, la variable 50 nos proporciona la dis¬
tribución de respuestas relativas a las formas de residencia. Una cuarta parte
de las encuestas no contiene información sobre este punto, el 42% declara
residir con sus padres, un 11% en piso propio, lo cual quiere decir que alre¬
dedor de ,un 20% constituye información útil desde el punto de vista de la
encuesta y más aún el 10% que corresponde a la situación de piso alquilado
compartido con otros estudiantes y habitación en casa particular. Es intere¬
sante el peso que tiene la primera de las situaciones a la que nos referimos y
la escasa relevancia de las habitaciones en casas particulares. La proporción
de alumnos que contestaron otras formas de residencia fue tan exigua que
se agrupó en no consta. A diferencia de otros distritos universitarios, la ofer¬
ta de plazas en residencias universitarias en Barcelona es muy reducida.

En cuanto a la distribución de los gastos mensuales de alojamiento el
porcentaje de ausencia de respuesta es bastante elevado, puesto que.repre¬
senta un tercio'del total. La moda corresponde a un gasto de hasta 15 000
pesetas mensuales, no obstante un 41% de las respuestas corresponden a
gastos hasta 8 000 pesetas mensuales. Una vez más es difícil aquí diferen¬
ciar entre aquellos alumnos que estudian una carrera partiendo de una inser¬
ción profesional ya establecida y aquellos que costean sus gastos de aloja¬
miento o reciben ayudas para hacerlo de sus familias, sobre la base de una
dedicación fundamental al estudio. Un análisis más detallado de la distribu¬
ción nos proporciona una mediana de 10 000 pesetas mensuales con una
media de 14 730 pesetas mensuales. El primer cuartil es de 6 000 pesetas
mientras que el tercero es de 1 8 000 pesetas, ello parece indicar que la me¬
diana sería más representativa de la situación de aquellos alumnos que se
dedican prevalentemente a sus estudios.

En nuestra estimación del gasto medio hemos adoptado esta cifra, que
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referida también a la actualización de esta partida de la Encuesta de Presu¬
puestos Familiares resulta bastante razonable.

Se trata, por otra parte, de una variable para la cual existe una clara di¬
cotomía en cuanto a su financiación, lo cual resulta bastante plausible si te¬
nemos en cuenta que tiene una definición clara, y representa un volumen
importante de recursos; en efecto, en la variable 100 podemos observar que
la práctica totalidad de los casos corresponde o bien a la situación en la que
el estudiante asume totalmente el gasto de la vivienda o bien en que estos
son cubiertos enteramente por la familia.

Desde el punto de vista de la alternativa entre subvención en dinero o
subvención en especie, parece clara también aquí la presencia de economías
de escala, puesto que los costes de una residencia universitaria pueden ser
claramente inferiores a la mediana que hemos obtenido.

3.2.2.4. El gasto en transporte

El porcentaje de respuesta para esta variable (Var. 94) es bastante ele¬
vado y los gastos promedio son bastante reducidos, puesto que el 62% indi¬
ca unos gastos hasta 3 000 pesetas mensuales. Por otra parte, la mediana
que aparece para los gastos de transporte público es de 1 500 pesetas men¬
suales, con una media de 1 908 pesetas y un noveno decil de 4 000 pese¬
tas.

Hemos adoptado para nuestra estimación del coste global la mediana
de esta distribución que, en este caso, parece bastante fiable por la concen¬
tración de los datos en un intervalo relativamente reducido.

En cuanto al porcentaje de este tipo de gasto cubierto por la familia apa¬
rece una mayor flexibilidad que para los gastos anteriormente señalados,
puesto que casi el 5% de casos indica formas de financiación intermedias, lo
cual hay que atribuir seguramente a la mayor indefinición de este tipo de
gastos.

3.2.2.5. El gasto médico-sanitario

El porcentaje de respuestas para esta pregunta vuelve a ser relativa¬
mente bajo, puesto que las respuestas positivas son únicamente el 71% de
la muestra. La moda corresponde a un gasto anual de hasta 20 000 pesetas,
la mediana es de 1 3 000 pesetas y la media de 21 680 pesetas.

Obviamente se trata de un tipo de gasto con elasticidad renta bastante
más alta que el que hemos analizado anteriormente, como lo confirma el va¬
lor que alcanza para el decil noveno, que es de 53 000 pesetas. Por ello he¬
mos adoptado en nuestra estimación del gasto anual el valor mediano, ya
que en este gasto incide no solamente la propensión a dicho gasto en fun¬
ción del nivel de renta (por lo menos para un conjunto de partidas que ha¬
bría que englobar aquí, tales como gastos de óptica, etc.), sino también la ¡n-
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cidencia diferente de gastos ocasionados por enfermedad, que depende de
factores aleatorios.

En cuanto a la distribución de la financiación de estos gastos también
aquí la dicotomía entre la situación en que el alumno asume totalmente los
gastos y aquella en que estos son asumidos enteramente por la familia es
importante, aunque un 4% indica otras formas de reparto de la carga.

3.2.2.6. El gasto personal

Hay todo un conjunto de gastos que, si bien son necesarios, resulta difí¬
cil establecer para ellos un valor medio significativo, puesto que no corres¬
ponden a necesidades vitales. No obstante, parece necesario incluirlos en la
estimación del coste de mantenimiento, por lo menos para algunos de ellos.
Veremos, en primer lugar, la distribución para el conjunto de estos gastos
(Var. 92) y la participación de la familia en su financiación (Var. 99) y a con¬
tinuación la distribución para cada uno de los diferentes tipos de gastos in¬
cluidos en esta categoría genérica.

La variable 92 nos proporciona la distribución del gasto en vestuario, en
aseo personal y en ocio. Como puede apreciarse, se trata prácticamente de
una distribución bimodal, puesto que hay una concentración de frecuencias
en el intervalo en 100 000 y 150 000 pesetas y en el intervalo de más de
300 000 pesetas. Esto es natural, puesto que ya hemos indicado la existen¬
cia por lo menos de dos poblaciones en la muestra que examinamos, la de
aquellos alumnos cuya actividad principal es el estudio y la de aquellos
alumnos que se encuentran ya instalados en la vida profesional. Para estos
últimos es este capítulo del gasto, en el que seguramente ejercen con mayor
intensidad la capacidad adquisitiva que proporcionan los ingresos elevados.
Es también el capítulo en que para todos los alumnos, en función de su ori¬
gen social, puede existir una mayor diferenciación en el nivel de gastos. Por
ello, para nuestra estimación del gastos de mantenimiento, hemos recurrido
a las distribuciones particulares de cada uno de estos gastos.

El porcentaje de este tipo de gastos asumido por la familia (Var. 99) es
el más flexible de todos los que hemos examinado, a la vez que es* menor
que para cualquier otro tipo de gasto el porcentaje asumido totalmente por
la familia, puesto que se trata del tipo de gasto que es cubierto por los ingre¬
sos que puede procurarse el estudiante, por reducidos que sean éstos.

En cuanto a los gastos de aseo personal, peluquería, perfumería, etc., se
trata de gastos de muy escasa cuantía, pero de alta elasticidad renta. La me¬
diana es de 5 000 pesetas anuales y la media de 10 280 pesetas anuales,
con un valor para el decil noveno de 23 000.

En nuestra estimación del gasto anual hemos adoptado el valor media¬
no.

Los gastos de ocio presentan un menor interés para nuestro estudio,
puesto que difícilmente podríamos incluirlos en los gastos que tendrá que
cubrir una política asistencial; por ello no los hemos incluido en nuestra esti-
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mación del coste global. No obstante, su distribución presenta las mismas
características que otros tipos de gastos con elasticidad renta elevada, aun¬
que quizás de forma más atenuada. En efecto, la mediana es de 3 500 pese¬
tas mensuales, la media es de 4 127 pesetas y el decil noveno de 9 000.

El gasto en vestido es también una variable muy elástica, puesto que es
difícil definir un mínimo y que, por otra parte, constituye un capítulo im¬
portante en el consumo de lujo, por lo que es muy sensible al incremento de
la renta.

La mediana de la distribución es de 30 000 pesetas anuales y la media
de 35 000 pesetas, el decil noveno es bastante alto, puesto que alcanza las
70 000 pesetas, llegando a las 90 000 pesetas para algunas categorías pro¬
fesionales.

Para nuestra estimación del gasto hemos tomado la mediana a falta de
otro mejor criterio, puesto que resulta bastante próximo al valor actualizado
del presupuesto medio por este capítulo de la Encuesta de Presupuestos Fa¬
miliares.

3.2.2.7. El gasto asociado directamente con el estudio

Este gasto (Var. 95) comprende desde los gastos de libros y apuntes
hasta los gastos de matrícula. La distribución es muy homogénea, puesto
que, en definitiva, una parte importante de los costes son los gastos de ma¬
trícula,'que afectan a todos los alumnos, otra parte es bastante rígida, puesto
que son los libros y apuntes necesarios para el estudio de las diferentes asig¬
naturas y la parte que podríamos considerar elástica frente a la capacidad de
gasto es una porción reducida del total.

Como puede verse, el valor modal corresponde a un gasto entre 30 000
y 50 000 pesetas anuales y este intervalo agrupa algo menos del 50% de
casos. La mediana corresponde a un gasto de 37 000 pesetas y el cuartil
tercero es sólo de 45 000 pesetas. Es decir, que la mediana podría ser un
estimación satisfactoria para este tipo de gasto.

Este gasto tampoco ha sido incluido en nuestra estimación del coste de
mantenimiento porque incluía los costes de matrícula que podríamos deter¬
minar directamente a través de la ficha académica de cada alumno.

En cuanto a la distribución del gasto entre la familia y el propio estu¬
diante (Var. 103) el número de casos que corresponde a una cobertura par¬
cial del coste por la familia es relativamente elevado puesto que representa
un 1 7% de las respuestas efectivas.

Desde el punto de vista de la política asistencial, se trata de un tipo de
costes que puede cubrirse perfectamente modificando simplemente, en el
sentido de aumentar su funcionaldiad, algunos servicios que ya forman parte
de la dotación normal de los centros de enseñanza superior.
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3.2.2.8. El gasto medio de mantenimiento del estudiante de enseñanza supe¬
rior

A partir de la encuesta y sintetizando los resultados más generales a los
que hemos hecho alusión en apartados anteriores, hemos calculado un coste
anual medio para todos los gastos, excluidos los relacionados con los estu¬
dios y los del ocio, por las razones ya indicadas. Esta cifra, que utilizaremos
en la comparación entre gastos y rendimientos globales, en el último capítu¬
lo de este trabajo, constituye una primera aproximación para dimensionar el
gasto público que permitiría una mayor equiparación de oportunidades en el
acceso a la enseñanza superior.

En el cuadro 3.2.1. se recapitulan sus diferentes componentes. La cifra
global es relativamente elevada y se aleja mucho de lo que constituye en
este momento la ayuda, incluso en los casos en los que ésta es más amplia.
No obstante, hay que tener presente que se trata de una cantidad límite, en
el sentido de que no todos los epígrafes que la componen deberían ser sufra¬
gados directamente por el gasto público, y también en el sentido de que la
producción pública de gran parte de los bienes cuyo precio de mercado inte¬
gra dicho coste, resultaría sensiblemente más económico, como es el caso,

para los gastos de residencia y de alimentación. En otros casos, como los
gastos de transporte la prestación podría tener lugar bajo la forma de pases
de libre circulación, cuya repercusión sobre los costes de explotación de di¬
chos transportes sería mínima y que, sin embargo, contribuirían a reducir
sensiblemente el gasto en el capítulo asistencial.

90



CODIFICACIÓN PROFESIÓN DEL PADRE

1. Suma de: 1, empresarios agrarios con asalariados.
3, directores y gerentes de explotaciones agrarias y

personal agrario titulado, cualificado.
5, empresarios no agrarios con asalariados.

2. Suma de: 2, empresarios agrarios sin asalariados.
6, empresarios no agrarios sin asalariados y traba¬

jadores independientes.
3. Categoría 7, profesionales liberales y asimilados.
4. Suma de: 8, directores y gerentes de empresas y sociedades

no agrarias.
9, alto personal administrativo, comercial y técnico

de empresas no agrarios y de la Administración
pública.

17, profesionales de las fuerzas armadas.
5. Suma de: 10, personal intermedio administrativo, comercial y

técnica de empresas no agrarias y de la Adminis¬
tración pública.

11, resto de personal administrativo, comercial y téc¬
nicos de empresas no agrarias y de la Adminis¬
tración pública.

6. Suma de: 4, resto de trabajadores agrarios.
12, Contramaestres capataces y asimilados no agra¬

rios.

13, obreros cualificados y especializados no agrarios.
14, obreros sin especialización no agrarios.
15, jefes de grupo y otros trabajadores de los servi¬

cios.

16, jefes de grupo y otros trabajadores de los servi¬
cios.

7. Suma de: 18, personas económicamente activas que no se
pueden clasificar en alguna de las rúbricas ante¬
riores.

19, no activos (amas de casa).
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VARIABLE 40. ALIMENTACIÓN: Realiza Ud. las comidas regularmente en
el domicilio paterno.

Variable
NAO

CSPP>'\
No consta Si No Total

0 5 45 51 101
1 2 33 28 63
2 0 27 35 62
3 3 84 38 125
4 0 59 38 97
5 3 103 68 174
6 8 86 89 183
7 0 41 20 61

Total 21 478 367 866

* CSPP = Categoría socio profesional del padre.
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VARIABLE50.TIPODEALOJAMIENTO Variable
\N.°50 CSPP*\

Noconsta

Piso alquilado
porUd.solo

Piso alquilado compartido conotros estudiantes

Habitación alquilada encasa particular

Piso propio

Enel domicilio paterno

TOTAL

0

16

23

8

0

16

38

101

1

15

4

8

2

8

26

63

2

12

10

12

1

5

22

62

3

43

7

5

0

16

54

125

4

37

9

7

1

6

37

97

5

37

16

15

0

20

86

174

6

40

18

22

4

25

74

183

7

21

7

2

0

4

27

61

TOTAL

221

94

79

8

100

364

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre.



VARIABLE85.INGRESOSFAMILIARESANUALES
\ Variable\ N.°85 CSPP*

No ^consta

hasta 500.000

hasta 1.000.000

hasta 1.500.000

hasta 2.000.000

hasta 2.500.000

hasta 3.000.000

hasta 3500.000

hasta 4.000.000

Masde 4.000.000
TOTAL

0

46

29

20

3

2

1

0

0

0

0

101

1

35

2

9

7

7

1

1

1

0

0

63

2

26

15

13

5

3

0

0

0

0

0

62

3

52

8

19

21

8

0

7

1

3

6

125

4

44

1

14

15

10

4

3

3

1

2

97

5

54

11

69

30

6

1

1

1

0

1

174

6

47

34

78

20

2

0

0

0

1

1

183

7

23

4

17

11

2

0

0

1

0

3

61

Total

327

104

239

112

40

7

12

7

5

13

866

*CSPP=
=Categoríasocio-profesionaldelpadre.

VARIABLE90.INGRESOSQUEAFLUYENALAUNIDADECONÓMICA
\ Variable\ N.°90 CSPP*\

No ^consta

hasta 20.000

hasta 60.000

hasta 100.000

hasta
150.000

hasta 250.000

hasta 500.000

hasta 750.000

hasta 1.500.000

Másde 1.500.000
TOTAL

0

17

10

1

1

2

4

11

24

25

6

101

1

27

7

5

4

2

1

4

2

6

6

63

2

24

3

4

5

1

0

3

5

15

2

62

3

42

19

7

6

9

8

11

3

18

2

125

4

37

13

6

5

5

7

8

2

12

2

97

5

52

10

12

4

10

10

19

22

29

6

174

6

46

9

15

11

4

7

22

26

33

10

183

7

21

6

8

5

2

2

5

4

8

0

61

TOTAL

265

77

58

41

35

39

83

88

146

34

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre.



VARIABLE91.GASTOSSEMANALESDEAUMENTACIÓN Variable N.°91

CSPP>\^

No consta

hasta 2.000

hasta 2.500

hasta 3.000

hasta 4.000

hasta 5.000

hasta 6.000

Másde 6.000

TOTAL

0

42

2

7

9

3

2

2

34

101

1

26

2

6

4

5

0

2

18

63

2

27

2

5

6

1

3

0

18

62

3

68

7

8

3

5

3

2

29

125

4

55

5

7

6

2

5

1

16

97

5

83

8

13

7

10

6

0

47

174

6

82

10

8

5

3

10

2

63

183

7

38

2

5

3

0

0

0

13

61

TOTAL

421

38

59

43

29

29

9

238

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre. VARIABLE92.GASTOSGENERALESANUALES
\ Variable\ N.°92 CSPP*'

No ^consta

hasta 25.00

hasta 50.000

hasta 75.000

hasta 100.000

hasta
150.000

hasta 200.000

hasta 250.000

hasta 300.000

Másde 300.000

TOTAL

0

4

1

5

2

7

19

19

13

6

25

101

1

3

2

3

2

7

11

7

8

6

14

63

2

0

3

6

5

6

9

2

9

13

9

62

3

8

10

9

14

16

14

11

9

10

24

125

4

6

6

9

12

5

16

11

7

7

18

97

5

3

9

11

19

14

26

24

22

18

28

174

6

2

12

8

17

21

30

25

9

24

35

183

7

2

3

7

3

4

16

4

4

8

10

61

TOTAL

28

46

58

74

80

141

103

81

92

163

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre.



VARIABLE93.GASTOSANUALESENATENCIÓNMEDICO-SANITARIA. Variable \N.°93
CSPP*\

No consta

hasta 3.000

hasta 5.000

hasta 10.000

hasta 20.000

hasta 30.000

hasta 50.000

hasta 80.000

Másde 80.000

TOTAL

0

31

8

2

13

16

9

10

7

5

101

1

10

7

4

9

16

7

8

0

2

63

2

17

4

5

9

12

6

4

1

4

62

3

43

10

8

13

27

9

10

3

2

125

4

39

10

6

10

11

5

9

4

3

97

5

51

23

15

19

26

14

14

8

4

174

6

42

14

16

25

37

20

14

9

6

183

7

16

5

5

11

10

6

3

4

1

61

TOTAL

249

81

61

109

155

76

72

36

27

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre. VARIABLE94.GASTOSMENSUALESENTRANSPORTE \ Variable\ N.°94 CSPP*X\

No consta

hasta 1.500

hasta 3.000

hasta 5.000

hasta 7.500

hasta 10.000

hasta 15.000

hasta 20.000

TOTAL

0

6

27

25

19

9

13

2

0

101

1

3

15

15

13

10

5

2

0

63

2

0

25

16

10

2

6

2

1

62

3

13

46

23

23

12

7

1

0

125

4

4

33

27

17

6

7

2

1

97

5

12

60

48

26

10

16

2

0

174

6

8

70

42

23

23

16

1

0

183

7

2

25

11

12

8

2

1

0

61

TOTAL

48

301

207

143

80

72

13

2

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre.



VARIABLE95.GASTOSANUALESTOTALESDIRECTAMENTERELACIONADOSCONLOSESTUDIOS \ Variable \N.°95
CSPP#Nv

No consta

hasta
15.000

hasta 30.000

hasta 50.000

hasta 75.000

hasta 100.000

Másde 100.000

TOTAL

0

9

10

20

43

13

1

5

101

1

3

4

6

33

10

4

3

63

2

0

5

13

27

13

1

3

62

3

12

5

28

44

19

9

8

125

4

5

5

20

42

20

4

1

97

5

7

10

36

80

30

7

4

174

6

3

6

37

99

32

6

0

183

7

4

2

13

34

6

1

1

61

TOTAL

43

47

173

402

143

33

25

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre. VARIABLE96.GASTOSMENSUALESDEALOJAMIENTO Variable \N.°96
CSPP*\

No consta

hasta 2.000

hasta 4.000

hasta 6.000

hasta 8.000

hasta 15.000

hasta 20.000

hasta 30.000

Másde 30.000

TOTAL

0

22

5

4

8

16

18

12

7

9

101

1

23

2

0

7

4

10

10

2

5

63

2

15

1

5

8

4

14

10

4

1

62

3

58

8

4

8

8

18

5

12

4

125

4

46

3

3

6

4

16

6

9

4

97

5

48

9

16

14

11

45

17

7

7

174

6

47

17

9

28

15

30

11

13

13

183

7

24

1

4

9

1

9

9

1

3

61

TOTAL

283

46

45

88

63

160

80

55

46

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre.



VARIABLE97.GASTOTOTALANUALDELAUNIDADFAMILIAR Variable\vW.°97 CSPP'^v.

No consta

hasta 100.000

hasta
150.000

hasta 200.000

hasta 250.000

hasta 300.000

hasta 350.000

hasta 500.000

hasta 750.000

Másde 750.000

TOTAL

0

3

3

4

5

9

5

6

14

30

22

101

1

2

2

2

3

5

8

6

12

12

11

63

2

0

2

6

6

4

5

3

11

17

8

62

3

5

9

15

19

10

7

9

11

25

15

125

4

2

9

11

8

9

7

6

22

13

10

97

5

0

11

18

15

12

15

12

35

28

28

174

6

2

7

16

18

16

16

16

25

28

38

183

7

1

6

4

3

10

5

4

12

7

9

61

TOTAL

15

49

76

77

75

68

62

142

161

141

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre.



VARIABLE98.PORCENTAJEDECOBERTURADEINGRESOSSOBREGASTOS. \ VariableN\N.»98 CSPP^V

No consta

hasta 10

hasta 20

hasta 40

hasta 50

hasta 75

hasta 90

hasta 100

hasta 150

Másde 150

TOTAL

0

21

4

3

6

3

8

4

6

21

25

101

1

29

7

1

7

0

5

0

1

4

9

63

2

24

2

4

6

0

3

2

2

12

7

62

3

47

6

13

13

2

10

2

4

14

14

125

4

40

8

6

8

3

6

2

6

10

8

97

5

53

7

10

11

1

13

6

10

32

31

174

6

51

9

8

15

9

11

5

9

24

42

183

7

22

8

4

6

0

5

3

5

7

6

61

TOTAL

287

51

49

72

18

61

24

38

124

142

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre.



VARIABLE99.PORCENTAJEDELGASTOGENERALCUBIERTOPORLAFAMILIA Variable N.°99

CSPP*"\^

No consta

0

hasta 10

hasta 25

hasta 50

hasta 75

hasta100 excluido

100

TOTAL

0

5

73

5

1

8

3

2

4

101

1

7

28

7

2

8

4

3

4

63

2

1

34

5

4

6

3

0

9

62

3

12

54

10

10

19

3

3

14

125

4

10

37

6

5

15

6

3

15

97

5

5

103

6

13

25

9

3

10

174

6

5

114

8

14

16

11

1

14

183

7

4

33

4

3

8

3

1

5

61

TOTAL

49

476

51

52

105

42

16

75

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre. VARIABLE100.PORCENTAJEDELGASTODEVIVIENDACUBIERTOPORLAFAMILIAPATERNA Variable N.°100

CSPP*\^

No consta

0

hasta 10

hasta 25

hasta 50

hasta 75

hasta100 excluido

100

TOTAL

0

22

57

0

0

2

0

0

20

101

1

23

16

0

0

0

0

0

24

63

2

15

27

0

0

0

1

0

19

62

3

58

32

0

0

0

0

0

35

125

4

46

18

0

0

0

0

1

32

97

5

48

62

1

0

3

0

0

60

174

6

47

81

0

0

3

2

0

50

183

7

24

16

0

0

0

0

0

21

61

TOTAL

283

309

1

0

8

3

1

261

866

CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre.



VARIABLE101.PORCENTAJEDELOSGASTOSMEDICO-SANITARIOSCUBIERTOSPORLAFAMILIAPATERNA. Variable N.°101

CSPP*^.^

No consta

0

hasta 10

hasta 25

hasta 50

hasta 75

hasta100 excluido

100

TOTAL

0

31

56

0

0

0

2

1

11

101

1

10

20

0

0

0

0

1

32

63

2

17

22

0

0

0

0

0

23

62

3

43

32

0

1

0

0

4

45

125

4

39

16

0

0

1

1

1

39

97

5

51

62

0

0

1

3

0

57

174

6

42

83

0

0

2

2

3

51

183

7

16

17

0

2

0

0

0

26

61

TOTAL

249

308

0

3

4

8

10

284

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre. VARIABLE102.PORCENTAJEDELGASTOENTRANSPORTECUBIERTOPORLAFAMILIA. Variable N.-102

CSPP^\.

No consta

0

hasta 10

hasta 25

hasta 50

hasta 75

hasta100 excluido

100

TOTAL

0

6

72

0

0

0

0

2

21

101

1

3

27

0

0

2

3

0

28

63

2

0

31

0

0

1

0

0

30

62

3

13

63

0

2

2

1

1

43

125

4

4

45

1

0

1

5

2

39

97

5

12

101

1

0

3

2

1

54

174

6

8

117

1

0

2

1

0

54

183

7

2

30

0

0

3

0

0

26

61

TOTAL

48

486

3

2

14

12

6

295

866

CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre.



VARIABLE103.PORCENTAJEDELGASTOASOCIADODIRECTAMENTECONELESTUDIOCUBIERTOPORLAFA¬ MILIAPATERNA.
Variable N.°103

No

0

hasta

hasta

hasta

hasta

hasta100

100

TOTAL

CSPP*\.

consta

10

25

50

75

excluido

0

9

67

1

2

0

1

2

19

101

1

3

21

0

2

2

2

10

23

63

2

0

30

0

1

1

4

4

22

62

3

12

39

1

4

6

3

13

47

125

4

5

25

0

2

7

51

97

5

7

87

0

3

6

6

10

55

174

6

3

105

0

4

6

4

15

46

183

7

4

18

2

1

1

2

6

27

61

TOTAL

43

392

4

19

27

24

67

290

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre. VARIABLE104.PORCENTAJEDELGASTOTOTALCUBIERTOPORLAFAMILIAPATERNA. Variable N.°104

CSPP*\^

No consta

0

hasta 10

hasta 25

hasta 50

hasta 75

hasta100 excluido

100

TOTAL

0

3

59

9

3

5

4

16

2

101

1

4

18

2

1

5

17

12

4

63

2

2

23

4

1

6

13

10

3

62

3

8

31

9

12

22

20

15

8

125

4

3

17

8

7

9

22

26

5

97

5

4

57

13

17

21

31

27

4

174

6

7

83

8

12

26

26

18

3

183

7

1

17

2

4

8

13

14

2

61

TOTAL

32

305

55

57

102

146

138

31

866

*CSPP=Categoríasocio-profesionaldelpadre.



CUADRO 3.2.1.

ESTIMACIÓN GASTO ANUAL MEDIO POR ESTUDIANTE
SEGÚN CONCEPTOS EN MILES DE PESETAS

VARIABLE CONCEPTO IMPORTE

44 Comidas fuera del domicilio 78
46 Comidas en el domicilio 104
47 Otros gastos de alimentación 78

107 Vestido 30
108 Alojamiento 120
109 Médico-sanitario 13
110 Personales 5

1 1 1 Transporte privado 48
112 Transporte público 18
113 Ocio 39,6
114 Vacaciones 30
115 Gastos relacionados con los estudios 36
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CAPÍTULO IV

RENDIMIENTO DE LA ENSEÑANZA SUPERIOR

4.1. El rendimiento de la enseñanza superior

El servicio que ofrece el Estado con la enseñanza superior sólo adquiere
un sentido pleno cuando se completa con éxito el ciclo de estudios corres¬
pondientes, tanto desde el punto de vista del enriquecimiento cultural que
supone el haber cursado estudios a este nivel, como desde el punto de vista
de la movilidad social que permite la obtención de un título superior. Por ello
un aspecto importante para apreciar la eficacia del sistema de enseñanza
superior es la consideración del rendimiento. No existen estudios que anali¬
cen este problema para el conjunto de la enseñanza superior española, pero
de los datos publicados pueden obtenerse algunas indicaciones que revelan
un rendimiento bastante bajo. Así por ejemplo, la clasificación de los alum¬
nos de las facultades universitarias por el año que comenzaron sus estudios
y por curso para el curso 1 979/ 80 (cuadro 4.1.1 .)* puede apreciarse que de
los alumnos de primero solamente el 63% habría comenzado los estudios en
el propio curso correspondiente, es decir el año 1979, que para el segundo
curso la cifra correspondiente era de 41,25%, para el tercero el 57,04%,
para el cuarto el 54,24% y para el quinto el 51,91%. Es decir, que en cada
curso un 50% de los alumnos aproximadamente eran repetidores en mayor
o menor grado. Evidentemente esta elevada tasa de repetición tiene que tra¬
ducirse en una tasa elevada de abandonos, para la cual, como ya hemos di¬
cho, no existen datos a nivel nacional. Para la Universidad Complutense de
Madrid (Cuadro 4.1.2.)** disponemos de datos sobre finalización puntual, re¬
traso y abandono que confirman lo anteriormente expuesto. Para el conjunto
de facultades, solamente el 39% de las promociones que iniciaron sus estu¬
dios en el curso 1972-73 completaron sus estudios en el tiempo previsto y
un 30,8% los abandonaron. Para la promoción de 1 975-76 las cifras corres¬
pondientes son un 36% y un 22%.

* INE. Estadística de la enseñanza en España 1979-80, pág. 410.
** Univ. Complutense de Madrid «Anuario estadístico 1981», pág. 241.
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CUADRO4.1.1. ALUMNOSDEFACULTADESUNIVERSITARIAS,CLASIFICADOSPORELAÑOENQUECOMENZARON LOSESTUDIOSYPORCURSO(DISTRIBUCIÓNPORCENTUAL) CURSO

AÑODECOMIENZO DELOSESTUDIOSTOTAL
Primero

Segundo

Tercero

Cuarto

Quinto

Sexto

Noconsta

TOTAL

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

100,00

Antesde1967

0,62

0,30

0,44

0,35

0,56

0,60

0,87

1,56

1967

0,20

0,09

0,21

0,23

0,12

0,09

0,49

0,40

1968

0,33

0,16

0,50

0,13

0,21

0,26

0,76

0,77

1969

0,35

0,22

0,14

0,18

0,26

0,42

0,43

0,73

1970

0,45

0,12

0,22

0,22

0,43

0,70

2,48

0,80

1971

0,64

0,12

0,27

0,29

0,64

1,20

4,87

1,12

1972

1,61

0,25

0,46

0,68

1,69

3,59

11,25

2,03

1973

3,48

0,31

0,85

1,40

4,08

4,00

19,42

4,30

1974

8,40

0,64

1,83

3,72

10,08

23,45

52,12

8,68

1975

12,60

0,69

3,05

6,90

17,05

51,91

0,43

8,94

1976

15,40

1,24

9,59

18,43

54,24

1,61

—

13,25

1977

18,00

3,08

33,38

57,04

1,71

—

—

13,26

1978

9,51

8,00

41,25

1,62

—

—

—

12,34

1979

17,23

63,02

2,19

—

—

—

—

15,16

Noconsta

11,18

21,76

5,62

8,81

8,94

13,17

5,88

16,76

Fuente:I.N.E.EstadísticadelaenseñanzaenEspaña,1979-80



CUADRO 4.1.2.

FINALIZACIÓN PUNTUAL, RETRASO Y ABANDONO. MATRÍCULA TOTAL
DE FACULTADES Y ESCUELAS UNIVERSITARIAS. AÑOS ACADÉMICOS

1 972-73 y 1 975-76. PORCENTAJES.

Centro/ año de co¬

mienzo de estudios
Total

Finalización
Puntual Retrasos Abandono

72-73 100,00 38,5 29,8 31,7
Facultades 100,00 39,0 30,2 30,8
Escuelas Universi. 100,00 35,7 26,8 37,5

75-76 100,00 38,0 39,8 22,2
Facultades 100,00 36,1 41,4 22,5
Escuelas Universi. 100,00 46,4 32,4 21,2

Fuente: UNIV. COMPLUTENSE de Madrid. «Anuario estadístico, 1981».

La necesidad de contar con datos sobre esta cuestión referidos a la Uni¬
versidad de Barcelona nos llevó a analizar el rendimiento de la generación
que inició sus estudios en el curso 1974-75 para dos facultades de la Uni¬
versidad de Barcelona: la Facultad de Derecho por el volumen que represen¬
ta dentro del conjunto de estudiantes y por ser una de las que representa
mayor proporción de estudiantes asalariados y la Facultad de Ciencias Quí¬
micas como representativa de un tipo de estudios que requiere normalmente
una dedicación total.

El procedimiento seguido fue el mismo en ambos casos. Se estableció
un fichero, cada uno de cuyos elementos era un alumno de la promoción, en
el que aparecían las características socio-económicas y personales del alum¬
no referidas al momento que inició sus estudios y una síntesis de la evolu¬
ción de sus estudios obtenida de su ficha académica.

Los datos fundamentales que se obtuvieron, que se presentan a conti¬
nuación, se refieren al rendimiento global expresado por el año que acabaron
sus estudios y al número de asignaturas en que estuvieron matriculados du¬
rante su tiempo de permanencia en la facultad.

A continuación presentaremos los resultados obtenidos para ambas fa¬
cultades y seguidamente compararemos los rendimientos en ambos casos.
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4.2. Evolución de la promoción 1974- 75 de la Facultad de Derecho

El análisis del rendimiento en la Facultad de Derecho presentaba un in¬
terés especial por diversas razones a las que ya hemos aludido. Se trata de
un tipo de estudios que por su naturaleza pueden ser compatibles con el tra¬
bajo, aspecto que viene facilitado por la existencia en la Facultad de Barcelo¬
na de tres turnos (mañana, tarde y noche) que hacen compatible incluso la
asistencia a clase con la inmensa mayoría de horarios laborales. Esto se re¬
fleja en el fuerte porcentaje que representan los alumnos asalariados en el
total. Por otra parte, para muchos de estos alumnos el cursar los estudios de
Derecho representa una posibilidad directa de promoción profesional; este
es el caso de un gran número de funcionarios y otros trabajadores de Servi¬
cios. De ahí que existan propiamente dos poblaciones diferentes que cursan
estudios de Derecho que pueden caracterizarse fundamentalmente por la
adscripción al grupo de mañana o bien a los grupos de tarde y noche o bien
a los libres. Ahora bien, como nos interesa, no tanto analizar el rendimiento
en términos académicos de unos grupos u otros cuanto identifican la in¬
fluencia que tienen las características personales y socio-económicas en el
rendimiento, trataremos preferentemente el agregado de todos los estudian¬
tes y los elementos diferenciales que introduciremos serán dichas caracte¬
rísticas. No obstante, veremos en primer lugar la estabilidad de dichos gru¬
pos a lo largo de toda la carrera, con el fin de autentificar la dicotomía a que
hemos aludido.

Una forma de apreciar en qué medida los grupos de mañana, tarde y no¬
che constituyen situaciones estables consiste en examinar la matrícula en
cada uno de los cursos según la situación en el curso anterior (cuadros 4.2.1.
a 4.2.4.). En estos cuadros aparece la evolución de la matrícula oficial y, en
su caso, la matrícula libre en los diferentes años hasta el quinto curso; evi¬
dentemente los datos presentados sólo ofrecen información sobre los alum¬
nos matriculados en cada uno de los cursos, es decir, aquellos alumnos que,
por asignaturas que han conseguido aprobar el curso precedente, están en
condiciones de matricularse en el curso correspondiente. Esto nos da una
primera aproximación al rendimiento, puesto que podemos ver que de 631
alumnos que estaban matriculados en el grupo de mañana el curso
1 974-75, se encuentran matriculados 1 60 en quinto curso, de 336 alumnos
matriculados en el grupo de tarde, quedan 96 matriculados en quinto curso
y de 612 alumnos matriculados en el grupo de noche quedan 98 en quinto
curso. Los alumnos matriculados libres en el curso 1974-75 eran 161,
mientras que son 1 34 los que están matriculados en dicho grupo en el año
1978-79, que corresponde a quinto curso. Evidentemente la composición de
estos grupos no es homogénea, puesto que a lo largo de los cinco años se
producen transvases importantes entre los grupos. En general, el sentido de
los transvases desde el punto de vista cuantitativo es del grupo de mañana a
los otros grupos. Esto correspondería fundamentalmente al hecho de empe¬
zar a ejercer una actividad remunerada. Así, entre primero y segundo, el gru¬
po de mañana cede a los otros grupos un total de 69 alumnos y recibe un
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aporte de 55. En tercero, cede a las otros grupos 67 alumnos y recibe un
aporte de 16. En cuarto, cede a los otros grupos 107 alumnos y recibe un
aporte de 7. En quinto, cede a los otros grupos 80 alumnos y recibe un apor¬
te de 10. El destinatario principal de los transvases es el grupo de alumnos
libres, especialmente en los cursos más avanzados. Es decir, que se confirma
la estabilidad que indicábamos en los grupos, puesto que es el grupo de ma¬
ñana el que conserva una mayor proporción de los alumnos matriculados ini¬
cialmente en su propio grupo.

La adscripción a uno u otro grupo se refleja en las proporciones en que
los alumnos han conseguido completar satisfactoriamente los estudios;
como puede verse, el porcentaje global de aprobados al término del año aca¬
démico 1980-81 es del 23,8%, de estos un 9,45% acabó puntualmente en
cinco años, un 7,27% adicional aprobó en 6 años y otro 7,10% adicional
aprobó en 7 años. Para los que inician sus estudios en el grupo de mañana,
el porcentaje total de aprobados es del 35,18%, de los cuales un 14,42%
aprobó puntualmente en 5 años, un 11,09% necesitó 6 años y un 9,67% ne¬
cesitó 7 años. Las proporciones para los restantes grupos son decrecientes
aunque en los grupos de tarde y noche el porcentaje de alumnos que termi¬
naron en 7 años es algo superior al de alumnos que terminaron en 6 años.
En todo caso, las diferencias son notables, puesto que el conjunto de apro¬
bados para el grupo de tarde es sólo el 20%, del 1 6,5% para el grupo de no¬
che y de menos del 1 5% para el grupo de libres. Por supuesto esta diferente
evolución ha de atribuirse fundamentalmente no al grupo en sí, sino a las cir¬
cunstancias socio-económicas y personales que condicionan la matricula-
ción en uno u otro de los grupos. En cuanto al número de asignaturas de las
que ha sido necesario matricularse para acabar la carrera, no aparecen dife¬
rencias demasiado significativas entre los distintos grupos con la excepción
del grupo de libres. Alrededor del 27% del total de alumnos se ha matricula¬
do del número de asignaturas previstas o de una más, esta es por otra parte
la frecuencia modal. Las diferencias más importantes están en la dispersión,
que es máxima para el grupo de libres. El número de asignaturas inferior al
teórico se debe a las convalidaciones.

Una primera característica de los factores de tipo socio-económico pue¬
de encontrarse en el examen de la distribución de los aprobados para dife¬
rentes profesiones paternas. La clasificación socio-profesional que hemos
podido utilizar y que procede de las hojas de matrícula es bastante tosca,
puesto que la categoría de asalariados recoge todo un conjunto de situacio¬
nes muy dispares. No obstante, aparece claramente el rendimiento superior
de los alumnos hijos de profesionales liberales frente a los empresarios o los
asalariados (cuadro 4.2.6.).

El cruce de esta característica con el nivel de estudios de los padres
ofrece resultados sorprendentes; en conjunto la tasa de no aprobados es
prácticamente igual para los alumnos cuyos padres contaban con estudios
medios y para los alumnos cuyos padres contaban con estudios primarios.
La tasa para aquellos alumnos cuyos padres contaban con estudios superio¬
res es la menor, aunque la diferencia con la tasa general es reducida. Curio-
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sámente, en la categoría de asalariados es menor la tasa de suspensos para
los estudios primarios que para los medios. Pero la variable que afecta de
una manera más decisiva al éxito en los estudios es sin duda el hecho de ha¬
ber trabajado o no durante la carrera. De los que no han trabajado, un 32%
había aprobado al término de los 7 años de permanencia en la Facultad,
mientras que para los que trabajaban desde el primer curso este porcentaje
se reduce al 1 7%.

4.3. Evolución de la promoción 1974-75 de la Facultad de Químicas

Para la Facultad de Químicas no se ha establecido una distinción por

grupos, puesto que estos no tienen el mismo carácter que en la Facultad de
Derecho, ya que la ocupación de horas que comportan dichos estudios es
mayor, lo que implica una dedicación prácticamente total. Como ya veremos,
aunque algunos alumnos simultanean el trabajo con los estudios, la penali-
zación que esto supone es mucho mayor que para los estudios de Derecho.

En conjunto, la tasa de aprobados es similar, aunque ligeramente supe¬
rior a la de los estudios de Derecho. En efecto, un 25,44% de los alumnos ha
concluido sus estudios al terminar el curso 1980-81, de los que un 13,61 %
lo hicieron puntualmente, un 6,9% en 6 años y un 3,35% en 7 años. Puede
observarse que la diferencia entre el porcentaje que aprueba puntualmente y
el que aprueba con uno o dos cursos de retraso es muy superior a la que se
da en Derecho y que el decrecimiento progresivo en la proporción de apro¬
bados parece indicar un mayor nivel de abandonos que en los estudios de
Derecho.

Por profesiones, los asalariados presentan una media prácticamente
idéntica a la general (cuadro 4.2.7.), mientras que los profesionales liberales
y los funcionarios registran valores muy superiores.

La consideración del nivel de estudios reduce algo las tasas de aproba¬
dos para los asalariados y los profesionales liberales y la reduce drástica¬
mente para los funcionarios en el caso de estudios primarios. El nivel de es¬
tudios superiores comporta un incremento muy importante de la tasa de
aprobados, tanto para los funcionarios como para los profesionales liberales.

En cuanto al efecto de haber trabajado durante la carrera es particular¬
mente notable para este tipo de estudios, puesto que la tasa de aprobados
para los alumnos que han trabajado es sólo ligeramente superior al 10%,
mientras que es del 30% para los que no han trabajado.

4.4. El rendimiento en las Facultades de Derecho y Químicas

En apariencia el rendimiento global de dos tipos de estudios tan diver¬
sos como los que hemos examinado puede parecer muy similar, puesto que
en ambos casos el total de aprobados oscila alrededor del 24% durante el
período considerado. No obstante, aparecen diferencias importantes en
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cuanto a la distribución a lo largo de los 3 años que hemos tomado en cuen¬
ta del número de aprobados. En efecto, la proporción de aprobados en el
tiempo previsto es bastante mayor en Químicas, mientras que en Dere¬
cho la cifra es muy poco diferente de las que corresponden a los años si¬
guientes. Para estos años en Químicas la proporción se reduce a la mitad de
los años anteriores. Esto parecería indicar que el número de abandonos es
más elevado en Químicas que en Derecho. Es decir, si prolongásemos el
análisis en algunos años más, el número de aprobados de Derecho aumenta¬
ría, mientras que el de Químicas permanecería constante o variaría en un

grado muy escaso. En conjunto la proporción de aprobados de Derecho sería
inferior a la que realmente podría observarse transcurrido un período sufi¬
ciente, mientras que en Químicas esta cifra de aprobados puede considerar¬
se casi como definitiva. La distribución por categorías socio-económicas del
número de aprobados parecería confirmar esta apreciación, puesto que por
lo menos para dos de los grupos más importantes numéricamente la tenden¬
cia descrita es aún más acentuada, por ejemplo, para las profesiones libera¬
les el porcentaje de aprobados en 7 años es sólo del 1,79% en Químicas y
para los asalariados el 2,1 6%. En cambio, para Derecho, no aparecen dife¬
rencias significativas entre grupos profesionales para este concepto, si ex¬
ceptuamos que precisamente para las profesiones antes citadas el porcenta¬
je de aprobados en 7 años es ligeramente superior al de aprobados en 6
años. Esta diferente evolución aparece todavía más clara si examinamos el
porcentaje de aprobados para cada uno de los años, según hayan trabajado
o no durante la carrera. En efecto, para la Facultad de Derecho, como ya he¬
mos indicado, el porcentaje de aprobbados en el tiempo previsto para los
alumnos que no han trabajado es bastante superior al porcentaje de aproba¬
dos en los años siguientes, mientras que para los alumnos que trabajan es
sensiblemente igual. Por el contrario, en Químicas, el fenómeno de decreci¬
miento de la proporción de aprobados a lo largo del período de 3 años que
hemos tenido en cuenta es mucho más acusado, hasta el punto de que el
porcentaje de que no hay aprobados en 7 años para el grupo de los que han
trabajado desde el primer curso.

En conjunto, la carrera de Derecho parece más compatible que la carre¬
ra de Químicas para una distribución a lo largo de un período más amplio del
esfuerzo educativo y en particular parece más compatible con el desempeño
de un empleo remunerado. Esto evidentemente condiciona las posibilidades
de cursar uno u otro tipo de estudios para aquellos alumnos que no pueden
prescindir de unos ingresos de su trabajo.



CUADRO4.2.1. MOVILIDADENTREGRUPOS(Mañana,Tarde,Noche,Libres)DELOSALUMNOSDELAPROMOCIÓN1974-75 (DERECHO)

Grupode Procedencia

SITUACIÓNEN2.°CURSOSEGÚNGRUPODEMATRÍCULAEN1CURSO
Noestán

Matriculado

Matriculado

Matriculado

Matriculado

Trasladode
TOTALES

Matriculados

G.Mañana

G.Tarde

G.Noche

libre

Matrícula

Noconsta

3

3

0

0

0

0

6

Mañana

114

448

32

13

16

8

631

Tarde

118

19

160

32

3

4

336

Noche

239

9

19

324

7

14

612

Libre

91

27

6

27

7

3

161

TOTAL

565

506

217

395

33

29

1.746



CUADRO4.2.2. MOVILIDADENTREGRUPOS(Mañana,Tarde,Noche,Libres)DELOSALUMNOSDELAPROMOCIÓN1974-75 (DERECHO)

Grupode Procedencia

SITUACIÓNEN3.erCURSOSEGÚNSITUACIÓNEN2.°CURSO
Nomatri.

Matriculados
Matriculados
Matriculados
Matriculados
TrasladadosTOTALES

entercero

mañana

tarde

noche

libres

Nomatricu- ladosen2.° curso

555

4

1

0

2

3

565

Mañana

57

382

31

8

25

3

506

Tarde

49

6

124

15

16

7

317

Noche

125

7

21

219

14

10

396

Libres

19

3

2

1

7

1

33

Trasladados

29

0

0

0

0

0

29

TOTALES

834

402

179

243

64

24

1.746



CUADRO4.2.3. MOVILIDADENTREGRUPOS(Mañana,Tarde,Noche,Libre)DELOSALUMNOSDELAPROMOCIÓN1974-75 (DERECHO)

Grupode Procedencia

SITUACIÓNEN4.°CURSOSEGÚNSITUACIÓNEN3.erCURSO
No

Matriculados
Matriculados
Matriculados
Matriculados

Traslado

TOTAL

matriculados

Mañana

Tarde

Noche

Libre

Nomatricu- ladosen3.er curso

826

1

0

1

2

3

834

Mañana

52

241

31

11

65

2

402

Tarde

55

5

79

5

31

4

179

Noche

90

1

2

105

38

7

243

Libre

43

0

0

2

13

6

64

Traslado

23

1

0

0

0

0

24

TOTAL

1.089

249

112

124

149

22

1.746



CUADRO4.2.4.
MOVILIDADENTREGRUPOS(Mañana,Tarde,Noche,Libres)DELOSALUMNOSDELA PROMOCIÓN1974-75(DERECHO)

Grupode Procedencia

SITUACIÓNEN5.°CURSOSEGÚNSITUACIÓNEN4.°CURSO
No

Matriculados
Matriculados

Matriculados
Matriculados
Trasladados

TOTAL

matriculados

Mañana

Tarde

Noche

Libre

Nomatricu- ladosen4.° curso

1.082

0

1

1

3

2

1.089

Mañana

19

150

24

6

49

1

249

Tarde

15

6

60

2

25

4

112

Noche

24

2

7

82

9

0

124

Libre

84

2

4

7

48

4

149

Trasladados

22

0

0

0

0

0

22

TOTAL

1.247

160

96

98

134

11

1.746



CUADRO 4.2.5.

ALUMNOS DE LA PROMOCIÓN 1 974-75 QUE HAN CONCLUIDO SUS
ESTUDIOS AL TERMINO DELAÑO ACADÉMICO 1980-81 SEGÚN EL
GRUPO EN EL QUE SE MATRICULARON INICIALMENTE (DERECHO)

GRUPO
Alumnos

que no han
terminado

Alumnos

que han ter¬
minado en

5 años

Alumnos

que han ter¬
minado en

6 años

Alumnos

que han ter¬
minado en

7 años

TOTAL

No consta 4 1 1 - 6

Mañana 409 91 70 61 631
Tarde 268 25 18 25 336
Noche 51 1 38 30 33 612

Libre 138 10 8 5 161

TOTAL 1.330 165 127 124 1.746

CUADRO 4.2.6.

DISTRIBUCIÓN DE APROBADOS POR AÑOS SEGÚN PROFESIÓN
PATERNA (DERECHO)

Profesión No Aprobados Aprobados Aprobados TOTAL
paterna aprobados en 5 años en 6 años en 7 años

No consta 72 10 9 4 94
Asalariados
Profesiones

348 47 31 34 460

liberales 246 36 26 31 339
Funcionarios 232 30 27 17 306
Empresarios
Sin prof. es-

246 29 14 22 31 1

pecial 28 3 2 3 36
Otros 158 10 18 14 200

TOTAL 1.330 165 126 125 1.746
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CUADRO 4.2.7.

DISTRIBUCIÓN DE APROBADOS POR AÑOS SEGÚN PROFESIÓN
PATERNA (QUÍMICAS)

Profesión No Aprobados Aprobados Aprobados TOTAL
paterna aprobados en 5 años en 6 años en 7 años

No consta 10 0 1 1 12
Asalariados
Profesiones

177 37 11 5 230

liberales 39 11 5 1 56
Funcionarios 41 7 6 4 58
Empresarios
Sin prof. es-

61 6 7 4 78

pecial 1 1 3 0 5
Otros 56 7 2 2 67

TOTAL 378 69 35 17 506

CUADRO 4.2.8.

DISTRIBUCIÓN DE APROBADOS POR AÑOS SEGÚN PROFESIÓN
PATERNA PARA DIFERENTES NIVELES DE ESTUDIOS PATERNOS

(DERECHO) Estudios primarios

Profesión No Aprobados Aprobados Aprobados TOTAL
paterna aprobados en 5 años en 6 años en 7 años

No consta 19 0 1 3 23
Asalariados 175 29 12 20 236
Profesiones
liberales 59 4 4 6 73
Funcionarios 48 4 10 3 65

Empresarios 72 5 1 8 86

Sin prof. es¬
pecial 16 0 1 1 18
Otros 78 6 9 8 101

TOTAL 467 48 38 49 602
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CUADRO 4.2.9.

DISTRIBUCIÓN DE APROBADOS POR AÑOS SEGÚN PROFESIÓN
PATERNA PARA DIFERENTES NIVELES DE ESTUDIOS PATERNOS

(DERECHO) Estudios Medios

Profesión No Aprobados Aprobados Aprobados TOTAL
paterna aprobados en 5 años en 6 años en 7 años

No consta 15 4 3 0 22

Asalariados 125 11 9 11 156

Profesiones
liberales 67 5 7 8 87
Funcionarios 78 13 5 6 102

Empresarios 106 14 8 8 136
Sin prof. es¬
pecial 10 2 1 2 15
Otros 57 3 6 5 72

TOTAL 468 52 39 40 589

CUADRO 4.2.10.

DISTRIBUCIÓN DE APROBADOS POR AÑOS SEGÚN PROFESIÓN
PATERNA PARA DIFERENTES NIVELES DE ESTUDIOS PATERNOS

(DERECHO) Estudios Superiores

Profesión No Aprobados Aprobados Aprobados TOTAL
paterna aprobados en 5 años en 6 años en 7 años

No consta 18 1 1 0 20
Asalariados
Profesiones

45 6 10 2 63

liberales 117 28 15 17 177
Funcionarios 105 13 12 8 138

Empresarios
Sin prof. es-

66 10 5 5 86

pecial 2 1 0 0 3
Otros 21 2 3 2 29

TOTAL 374 61 46 34 515
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CUADRO 4.2.11.

DISTRIBUCIÓN DE APROBADOS POR AÑOS SEGÚN PROFESIÓN
PATERNA PARA DIFERENTES NIVELES DE ESTUDIOS PATERNOS

(QUÍMICAS) Estudios primarios

Profesión

paterna
No

aprobados
Aprobados Aprobados
en 5 años en 6 años

Aprobados TOTAL
en 7 años

No consta 4 0 0 0 4
Asalariados
Profesiones

106 18 7 3 134

liberales 19 3 4 1 27
Funcionarios 17 1 2 1 21

Empresarios
Sin prof. es-

21 3 2 2 28

pecial 1 1 1 0 3
Otros 37 6 1 1 45

TOTAL 205 32 17 8 262

CUADRO 4.2.12.

DISTRIBUCIÓN DE APROBADOS POR AÑOS SEGÚN PROFESIÓN
PATERNA PARA DIFERENTES NIVELES DE ESTUDIOS PATERNOS

(QUÍMICAS) Estudios Medios

Profesión No Aprobados Aprobados Aprobados TOTAL
paterna aprobados en 5 años en 6 años en 7 años

No consta 3 0 0 0 3
Asalariados
Profesiones

50 14 4 1 69

liberales 8 5 1 0 14
Funcionarios 10 5 2 2 19
Empresarios
Sin prof. es-

27 1 2 1 31

pecial 0 0 2 0 2
Otros 13 1 1 1 16

TOTAL 111 16 12 5 154
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CUADRO 4.2.13.

DISTRIBUCIÓN DE APROBADOS POR AÑOS SEGÚN PROFESIÓN
PATERNA PARA DIFERENTES NIVELES DE ESTUDIOS PATERNOS

(QUÍMICAS)

Estudios No Aprobados Aprobados Aprobados TOTAL
superiores aprobados en 5 años en 6 años en 7 años

No consta 2 0 0 0 2
Asalariados
Profesiones

20 5 0 1 25

liberales 12 3 0 0 15
Funcionarios 13 1 2 1 17

Empresarios
Sin prof. es-

13 2 3 1 19

pecial 0 0 0 0 0
Otros 5 0 0 0 5

TOTAL 64 11 5 3 83

CUADRO 4.2.14

DISTRIBUCIÓN DE APROBADOS POR AÑOS SEGÚN HUBIEREN O NO
TRABAJADO DURANTE LA CARRERA (DERECHO)

No Aprobados Aprobados Aprobados TOTAL
aprobados en 5 años en 6 años en 7 años

No consta

No han tra-

47 3 2 2 54

bajado
Trabajan des-

476 94 67 64 701

de 1 .er curso

Trabajan des-
713 57 48 48 866

de 2° curso

Trabajan des-
97 8 9 11 125

de 3,er curso 0 0 0 0 0

TOTAL 1.333 162 126 125 1.746
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CUADRO 4.2.1 5.

DISTRIBUCIÓN DE APROBADOS POR AÑOS SEGÚN HUBIERAN O NO
TRABAJADO DURANTE LA CARRERA (QUÍMICAS)

No Aprobados Aprobados Aprobados TOTAL
aprobados en 5 años en 6 años en 7 años

No consta

No han tra-

15 2 2 1 20

bajado
Trabajan des-

230 59 26 14 329

de 1 .er curso

Trabajan des-
111 8 4 0 133

de 2.° curso

Trabajan des-
28 0 3 2 33

de 3.er curso 1 0 0 0 1

TOTAL 395 69 35 17 506
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CAPÍTULO V

LOS COSTES GLOBALES DE LA ENSEÑANZA SUPERIOR

Como ya hemos indicado en repetidas ocasiones, el coste real del ser¬
vicio de enseñanza superior para sus usuarios y para el Estado viene dado
por el conjunto de costes directos e indirectos que estos tienen que soportar.
Un enfoque frecuente en el análisis de la racionalidad de este tipo de gastos
consiste en comparar el flujo de recursos que bajo la forma de subvenciones
en especie, gastos fiscales, etc., afluyen a cada grupo social. Nosotros no va¬
mos a seguir este enfoque sino que, sobre la base de los resultados obteni¬
dos anteriormente y refiriéndonos por lo tanto a la promoción que inició sus
estudios en 1974-75 en la Facultad de Derecho y en la Facultad de Quími¬
cas, estableceremos el volumen de gasto privado y público por alumno y por
graduado para cada una de las carreras a que hemos hecho referencia. Se
tratará de computar para cada alumno el coste directo en términos de cos¬
tes unitarios públicos por curso y por asignatura, el coste para el alumno en
términos de tasas de matrícula por curso y por asignatura y el coste de man¬
tenimiento durante el número de años que ha permanecido en la Universi¬
dad. Todo ello lo referiremos a los efectivos reales para una división del con¬
junto de alumnos en subconjuntos significativos según la categoría socio¬
económica, el nivel de estudios paternos y si han ejercido o no una actividad
remunerada.

También examinaremos la situación según hayan terminado en el plazo
previsto, en 6 o en 7 años o no hayan concluido sus estudios.

Este cálculo de costes lo realizamos en primer lugar en términos de cos¬
tes unitarios y en segundo lugar en términos de coste por cada uno de los
aprobados que correspondan a cada grupo.

En relación con lo que se ha indicado anteriormente del análisis por ca¬
tegorías socio-económicas hay que tener presente que los datos suscepti¬
bles de ser utilizados dejaban mucho que desear, no sólo por su relativa in¬
definición, como ya indicábamos en el capítulo IV, sino por la repercusión
que han podido tener los errores de codificación. Así un número no despre¬
ciable de respuestas en las cuales el alumno ha indicado como profesión del
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padre la profesión liberal, aparece el nivel de estudios primarios para el nivel
de estudios alcanzado por el padre. Lo cual es difícilmente asumible excepto
para profesiones cuyo estatus no está demasiado claro y cuya ubicación en
términos de la clasificación ofrecida es difícil. Este sería el caso de toda una

serie de profesiones características de trabajadores autónomos. Esto es tan¬
to más grave cuanto la referencia a la pertenencia socio económica del
alumno era un dato importante desde el punto de vista de nuestro trabajo.
En efecto se trataba de relacionar las características socio-económicas con

el rendimiento de los estudios de tal modo que pudieran ponerse de mani¬
fiesto los efectos no directamente visibles de la desigualdad de oportunida¬
des. No obstante, uno de los datos que hemos utilizado, la circunstancia de
haber trabajado o no durante la carrera, cumple bastante satisfactoriamente
la función de diferenciar situaciones y seguramente con una eficacia supe¬
rior a la de las categorías socio-económicas. Ya lo hemos comprobado al ha¬
blar de rendimientos y lo verificaremos ahora al analizar el problema en tér¬
minos de costes.

5.1. Costes unitarios para las carreras de Derecho y Químicas

Se trataba de obtener un conjunto de indicadores del gasto que ha re¬
presentado para cada alumno su permanencia en la universidad durante el
período estudiado. Evidentemente para que esta cifra pudiera tener algún
sentido en términos de comparación, había que agrupar estos datos en fun¬
ción de características homogéneas de la población estudiada. Estas carac¬
terísticas han sido la categoría socio-profesional del padre, el nivel de estu¬
dios alcanzado por éste y el haber trabajado o no durante la carrera. Por otra
parte se han tomado seis conjuntos dentro de la población. Por un lado el to¬
tal, por otro el conjunto de los que no han aprobado, el conjuntro de los que
han aprobado en 5, 6 o 7 años, los aprobados en 5 años, los aprobados en 6
años y los aprobados en 7 años. Cada una de estas particiones de la pobla¬
ción da lugar a un coste unitario en términos de participación en los costes
directos que denominamos costes privados docentes y en términos de gas¬
tos de manutención que llamamos costes privados de manutención. Los
costes privados docentes proceden de los costes de matrícula de cada año
en ptas. de 1 982 más el número de asignaturas suplementarias en que se
ha matriculado cada alumno, en función del importe que tenían en el mo¬
mento de su matriculación y también en pesetas de 1 982. La suma de am¬
bos conceptos nos proporciona el coste unitario privado docente para cada
una de las categorías indicadas. El coste de manutención que habíamos ob¬
tenido en el capítulo tercero, multiplicado por el número de años que ha per¬
manecido el alumno en la universidad nos da el volumen de gasto privado en
manutención, también en pesetas de 1982, para cada una de las categorías
indicadas.

Teniendo en cuenta el número muy exiguo de becas que aparecían en
las muestras que hemos estudiado, hemos considerado siempre que los cos¬
tes de manutención eran asumidos íntegramente por los estudiantes.
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El cálculo del coste público ha planteado mayores problemas y de hecho
se trata de unos datos mucho menos rigurosos que los anteriormente cita¬
dos. En efecto, hay un problema previo de falta de información en la medida
en que no existen estudios de costes unitarios para las facultades y para los
períodos estudiados. Por lo tanto, hemos tenido que recurrir a un procedi¬
miento un tanto tosco, que ha consistido en dividir los costes totales de cada
una de las facultades durante el curso 1981-82 por el número de alumnos
matriculados en este período. No obstante, las cifras obtenidas guardan cier¬
ta relación con otros datos de costes unitarios que hemos podido encontrar,
concretamente los de la Universidad de Granada* y Autónoma de Barcelo¬
na**, especialmente en lo que se refiere a la Facultad de Químicas. Los cos¬
tes unitarios que obteníamos de este modo para Derecho eran bastante más
bajos que cualquiera de los que hemos podido consultar. No obstante, la ma-
sificación de la Facultad de Derecho y su relativa infradotación en profesora¬
do hacen que esta diferencia sea plausible. Pero aparte de este problema de
información se planteaba un problema conceptual para la valoración del cos¬
te de las asignaturas suplementarias en que los alumnos se habían matricu¬
lado a lo largo de su carrera. En efecto, mientras que la referencia a costes
unitarios por alumno aparece relativamente clara, lo está mucho menos el
coste que representan una matrícula adicional de alguna asignatura. Es ob¬
vio que estos costes no son nulos, puesto que vienen a incidir sobre las ne¬
cesidades de profesorado y de material docente, pero en cambio es muy difí¬
cil valorar esta incidencia. Por ello recurrimos a un procedimiento aún más
expeditivo que el anterior, que consistió en suponer que cada una de las pro¬
mociones proporcionaba una imagen del total de asignaturas matriculadas
para el período considerado. Calculado el coste global a partir de los efecti¬
vos de cada una de estas promociones se dividió por el total de asignaturas
matriculadas y el resultado se consideró como el coste público por asignatu¬
ra. La suma de los costes por cada curso y por las asignaturas matriculadas
en pesetas de 1982 se consideró como el coste público para cada uno de
los grupos a que hemos hecho referencia. Los costes unitarios obtenidos por
el procedimiento anteriormente indicado son de 42 722 pesetas de 1982
por alumno para la Facultad de Derecho y de 145 799 pesetas de 1982 por
alumno para la Facultad de Químicas. El coste por asignatura es de 2 275
pesetas en la Facultad de Derecho y de 38 905 pesetas en la Facultad de
Químicas. Evidentemente estas cifras son sólo una aproximación a las canti¬
dades que podrían imputarse por este concepto. Seguramente las cifras de
Derecho están subvaloradas, pero en todo caso no ha de extrañar la gran di¬
ferencia entre ios costes por asignatura en Derecho y en Químicas. Aunque
es posible que la cifra de Químicas esté sobrevalorada, hay que tener en
cuenta que los costes adicionales en Derecho por asignatura proceden casi

* Ministerio de Educación y Ciencia - Ministerio de Economía «Informe Grupo de trabajo
para el estudio de los costes de la enseñanza», Madrid, 1 978.

** I.C.E. Universidad Autónoma de Barcelona, «El coste de la enseñanza universitaria en
España» (trabajo en curso).
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exclusivamente de los costes estrictos de docencia, en los cuales la repercu¬
sión en el coste del número de alumnos inscritos en una asignatura es segu¬
ramente bajo. En Químicas, por el contrario, los costes asociados con cada
asignatura comprenden gastos de material docente que guardan una mayor
relación con el número de alumnos inscritos y, por otra parte, el número de
asignaturas optativas y de especialidades dentro de la carrera es considera¬
ble.

Por otro lado, aun dentro del nivel de aproximación en el que nos situa¬
mos, el tipo de coste se refiere exclusivamente a los costes corrientes, es de¬
cir, no se ha tenido en cuenta la amortización de las inversiones que han per¬
mitido financiar la infraestructura física de estos dos estudios.

5.1.1. Costes unitarios públicos y privados para ia promoción de Derecho
1974-75

La aproximación más general al coste unitario es la que corresponde al
conjunto de los alumnos (Cuadro 5.1.1.). El coste privado docente para el
conjunto es en pesetas de 1 982 de 50 000 pesetas y el coste privado de
manutención es de 2 1 87 000 pesetas, lo cual implica unos costes privados
totales de 2 237 000 pesetas. El coste público por alumno durante este pe¬
ríodo ha sido de 175 000 ptas. Hay que tener presente que estas cifras co¬
rresponden al gasto total que se ha realizado dividido por el número de
alumnos. Es decir, comprende el gasto realizado por aquellos alumnos que
han permanecido durante los 7 años en la facultad y el gasto realizado por
los que sólo han permanecido 1 año. En resumen, se trata del total de recur¬
sos privados y públicos que han afluido durante este período para cubrir los
costes de permanencia de esta promoción en la Facultad de Derecho, en
este sentido los costes privados docentes dependen del número de asigna¬
turas matriculadas, las de manutención del tiempo de permanencia y los pú¬
blicos del número de cursos y asignaturas matriculadas.

Un primer desglose de este coste es por categorías socio-económicas
del padre del alumno. Las divergencias en costes privados docentes son muy
pequeñas, la más baja corresponde a hijos de empresarios. Los costes priva¬
dos de manutención tampoco difieren demasiado entre sí. En cuanto a los
costes públicos la diferencia mayor supera apenas el 13% de la media. No
obstante, hay que tener en cuenta que se trata de costes unitarios, es decir,
que la incidencia real del coste, por ejemplo, público, viene dada por el pro¬
ducto de dicho coste por el número de casos. Tomando los dos casos extre¬
mos, es decir, aquellos alumnos para los que no figura una profesión especial
del padre y para los cuales el coste unitario público es de 198 000 pesetas y
los alumnos hijos de empresarios para los cuales el coste unitario es de
1 71 000 pesetas la diferencia es de 27 000 pesetas por alumno.

Una diferenciación de este tipo de costes puede hacerse sobre la base
de tomar en cuenta el nivel de estudios. Puede observarse que para el con¬
junto de las profesiones los costes de todo tipo, para el nivel de estudios pri-

126



manos del padre son más reducidos; ya veremos más adelante el sentido
que hay que dar a estas diferencias, puesto que en buena parte correspon¬
den a que el nivel de abandono es superior para esta categoría. En todo caso,
lo que a este nivel de cálculo representan los datos que obtenemos es sim¬
plemente el gasto unitario, tanto privado como público, correspondiente a
cada una de las categorías profesionales, y que es inferior en casi todos los
casos al coste unitario correspondiente calculado para el total de niveles de
estudios. En cambio para el nivel de estudios medios los costes públicos son,
por lo general, superiores a los que se registran para el total de niveles de es¬
tudios, aunque la media para todas las profesiones es muy similar a los valo¬
res correspondientes para todos los niveles de estudios. En el caso de aque¬
llos alumnos hijos de titulados superiores los costes privados son algo mayo¬
res para el conjunto y los costes públicos difieren considerablemente. Es de¬
cir, que en líneas generales, el coste público unitario, que ha representado
la permanencia en la universidad para los alumnos de la promoción estudia¬
da, ha sido creciente con el nivel de estudios de sus padres.

Otra circunstancia que influye de forma fundamental en el total de cos¬
tes tanto públicos como privados es el haber trabajado o no durante la carre¬
ra. Veremos en primer lugar los costos para aquellos alumnos que no han
trabajado durante la carrera (Cuadro 5.1.5. al 5.1.8.). Los costes tanto priva¬
dos como públicos son superiores a los de la media global si consideramos
todos los niveles de estudio. La diferencia más acentuada es en lo relativo al
coste público que es un 8% superior a la media. Por profesiones este coste
público alcanza su máximo nivel para los profesionales liberales, los funcio¬
narios y para aquellos alumnos cuya profesión paterna no aparece especifi¬
cada. Las diferencias son algo más reducidas si consideramos los estudios
primarios, por lo que se refiere a los costes públicos, pero en cambio los cos¬
tes privados siguen siendo superiores. También se observa un crecimiento
de los costes para los estudios medios y superiores.

En cuanto a los costes para los alumnos que han trabajado durante la
carrera (cuadros 5.1.9. al 5.1.12) son inferiores por lo general a los costes
calculados a nivel global tanto para los costes públicos como para los costes
privados; las diferencias son, no obstante, mucho menores en el caso de los
alumnos cuyos padres contaban con unos estudios de un nivel superior.

Los cuadros comentados hasta ahora representan el costo referido a to¬
dos los alumnos, hayan acabado o no; en este sentido puede pensarse que la
promoción estudiada ha utilizado un servicio público durante un período de¬
terminado y los costes a que nos hemos referido representan el prorrateo del
gasto público y privado que ha ocasionado dicha utilización. En este sentido
parece claro que se han asignado más recursos públicos a los alumnos
cuyos padres contaban con un nivel de estudios superior y a aquellos que no
han trabajado durante la carrera, siendo el efecto de ambas variables acu¬
mulativo. Si examinamos ahora estos mismos costes pero referidos a los
alumnos que no han acabado tendremos una idea del coste público y priva¬
do asignado a la mera permanencia en la universidad durante un período, sin
que el resultado haya sido la obtención de un título.
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Para el total de niveles de estudio (cuadro 5.1.1 3.) el coste ha sido lige¬
ramente inferior al promedio, tanto para los costes privados como para los
públicos. Por niveles de estudios, el coste privado es prácticamente idéntico
y el coste público algo menor (un 8%). Aunque para algunas categorías la di¬
ferencia es sustancial, por ejemplo para los asalariados, siempre dentro del
nivel de estudios primarios global. En cambio las diferencias se reducen a
medida que consideramos los niveles de estudio más elevados.

Paradójicamente, el coste para aquellos alumnos que no han trabajado
durante la carrera y no han concluido sus estudios (cuadro 5.1.17.) es bas¬
tante superior al de las situaciones estudiadas anteriormente. Esta aparen¬
te paradoja ha de atribuirse seguramente a que el nivel de abandonos es su¬
perior en aquellos alumnos que simultanean el estudio y el trabajo. También
para esta situación el efecto del nivel de estudios es reducir el coste público
en el caso de los estudios primarios e incrementarlo en el caso de los estu¬
dios medios y superiores. Aquellos alumnos que han trabajado durante la ca¬
rrera presentan cifras de costes mucho más reducidas, especialmente para
nivel de estudios primaris (cuadro 5.1.22.). También aquí los costes son cre¬
cientes con el nivel de estudios de los padres. En cambio, para los costes pri¬
vados, las diferencias, especialmente en lo que se refiere a los costes de ma¬
nutención, son menos acusadas. En ellas influye fundamentalmente el tiem¬
po de permanencia de cada alumno y aunque hay una cierta diferencia posi¬
tiva a favor de los alumnos que no han trabajado, ésta es menor que la que
se da entre el coste público correspondiente a las dos situaciones.

Si pasamos ahora a estudiar el subconjunto de los alumnos que han
acabado en 5, 6 o 7 años (cuadros 5.1.25. al 5.1.36.) los datos de costes ad¬
quieren un significado diferente, representan desde el punto de vista privado
el coste total en que han incurrido en promedio los alumnos definidos por
cada una de las características que examinaremos para conseguir completar
con éxito sus estudios. Análogamente el coste público definido para esta al¬
ternativa representa la inversión realizada con fondos públicos en cada uno
de los alumnos que ha conseguido superar con éxito los estudios.

Para el total de niveles de estudios las cifras son muy semejantes en las
diferentes categorías profesionales. El coste privado oscila alreded.or de los
2 700 000 pesetas y el coste público alrededor de las 250 000 pesetas. Por
niveles de estudios del padre la tendencia que observábamos para el conjun¬
to de la promoción no se puede apreciar aquí, puesto que tanto los costes
privados como los públicos son muy similares y, en todo caso, los costes
que corresponden a los alumnos cuyos padres contaban con estudios supe¬
riores son algo inferiores a los correspondientes a otros niveles de educa¬
ción.

En conjunto el subgrupo de los alumnos que no han trabajado durante la
carrera presenta cifras similares en cuanto a los costes privados y públicos,
aunque en algunos casos las cifras son ligeramente inferiores. Para los estu¬
dios primarios las cifras son comparables a las correspondientes al total de
situaciones de trabajo para esta categoría; en cambio, las correspondientes a
estudios superiores son ligeramente inferiores. El subconjunto de los que
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han trabajado durante la carrera ha soportado costes ligeramente superiores
en el total de niveles de estudios y ha ocasionado gastos superiores al sector
público. Esto se acentúa ligeramente en el caso de los alumnos cuyos padres
contaban con un nivel de estudio primario. En cambio se reduce sensiblemen¬
te para aquellos alumnos cuyos padres contaban con nivel de estudios supe¬
riores.

Los datos anteriores se refieren al conjunto de alumnos que han acaba¬
do la carrera, sea cual sea el número de años empleados para ello. El subgru¬
po de los que han acabado en 5 años (cuadro 5.1.37.) nos indica los costes
tanto públicos como privados asociados por término medio con la finaliza¬
ción puntual de los estudios. Los costes son extraordinariamente ho-
mogéeneos, tanto desde el punto de vista público como desde el privado. No
se aprecian apenas diferencias entre niveles de estudios ni entre categorías
profesionales. El subconjunto de los que no han trabajado durante la carrera
presenta para el total de situaciones unos valores muy similares a la media
general, en los cuales vuelve a apreciarse una ligera reducción del coste tan¬
to público como privado para aquellos alumnos cuyos padres contaban con
nivel de estudios primarios. En cambio, los valores para los alumnos cuyos
padres contaban con un nivel de estudios superiores, son ligeramente más
altos que el promedio. En cuanto al subgrupo de los que han trabajado du¬
rante la carrera, las diferencias son muy poco sensibles desde el punto de
vista de los niveles educativos, aunque aquellos cuyos padres tenían un nivel
de estudios superior presentan costes ligeramente más bajos.

Los costes para aquellos alumnos que han acabado en 6 años aumenta-
na considerablemente con relación a los que han acabado en 5 años, no
solamente por el efecto de que los costes de manutención se incrementan
en la cantidad correspondiente a un año más, sino por el incremento de los
costes privados docentes, puesto que, como es natural, el mayor tiempo em¬
pleado en cursar la carrera representa, por lo general, un número superior de
matrículas. Así, los costes privados docentes para el conjunto de las profe¬
siones y para todas las situaciones de trabajo y niveles de estudios paternos
es un 28% superior al que corresponde a 5 años. En cambio, esto no se re¬
fleja de una forma tan directa en los costes públicos que sólo se incremen¬
tan en un 3%. En efecto, el coste público por asignatura que hemos utilizado
es relativamente bajo y por lo tanto el coste que el número de asignaturas
adicionales representa para el sector público cuando el alumno permanece
un año más en la facultad es bastante reducido. En este sentido no se apre¬
cian diferencias significativas para los diferentes niveles de estudio, ni tam¬
poco el hecho de haber trabajado o no durante la carrera comporta grandes
diferencias en los costes tanto públicos como privados.

Para el conjunto de los que han acabado en 7 años la diferencia entre la
repercusión en el coste público y en el coste docente privado de la prolon¬
gación en 2 años del período de estudios es también muy diferente puesto
que el incremento en el coste privado es casi de un 70%, si lo referimos al
coste privado docente, y en cambio para el coste público es simplemente de
un 6%. En conjunto, los alumnos que han acabado en 7 años y cuyos padres
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contaban con un nivel de estudios primarios han incurrido en costes inferio¬
res al promedio para los costes privados docentes y para los costes públicos.
Esto es particularmente acusado para aquellos cuyos padres eran asalaria¬
dos. De hecho la cifra del coste público es apenas superior a la correspon¬
diente a las mismas características socio-profesionales y educativas, pero
referidas al conjunto que acababa en 5 años (en lo que se refiere al coste pú¬
blico). Esto parecería indicar una mayor racionalización en las asignaturas
matriculadas en el sentido de que solo se habían matriculado en aquellas
asignaturas que están en condiciones de aprobar. En cambio, para los hijos
de empresarios, por ejemplo, el coste público que hay que atribuir a la pro¬
longación en 2 años de la escolaridad es un 11% superior al que correspon¬
de a 5 años, y el coste privado docente es un 85% superior. Este fenómeno
se acentúa para el subconjunto cuyos padres contaban con nivel de estudios
primarios, en cambio para los restantes niveles de estudios las diferencias no
son sensibles y por lo tanto los incrementos especialmente en lo relativo al
coste público son superiores. También para aquel subgrupo de los que no
han trabajado durante la carrera se da un incremento en el coste público con
relación a la media, menos acentuado en el caso de aquellos alumnos cuyos
padres cuentan con estudios primarios. Para los que han trabajado durante
la carrera, los costes públicos son en conjunto más reducidos y también se
observa una reducción asociada con el nivel de estudios primarios y con la
característica asalariado.

El conjunto de datos que hemos presentado para la Facultad de Derecho
permite una aproximación a los costes tanto públicos como privados asocia¬
dos con la utilización del servicio público de enseñanza superior por la pro¬
moción 1 974-75 durante un período de 7 años. En este sentido el coste pú¬
blico por alumno para este período ha sido de 175 000 pesetas y el coste
privado global de 2 237 000 pesetas, es decir que el coste fundamental es
el coste privado. Por otro lado el coste asociado a aquellos alumnos que no
han acabado, ha sido de 148 000 pesetas en términos de costes públicos y
de 2 037 000 pesetas en términos de costes privados. Más adelante co¬
mentaremos lo que representan estas cifras referidas no al número de alum¬
nos, sino al número de aprobados para cada una de las categorías posibles.
El coste promedio para aquellos alumnos que han terminado en un período
de 5, 6 o 7 años es de 248 000 pesetas para el coste público y de 272 600
para el coste privado. Es decir, que la diferencia entre la inversión privada y
la pública asociada con completar con éxito los estudios o no terminarlos no
es excesivamente importante. Ello quiere decir que la información sobre las
posibilidades de cubrir satisfactoriamente el ciclo de estudios no está lo sufi¬
cientemente clara, en la medida en que la inversión realizada por aquellos
alumnos que no han conseguido resultados positivos es bastante similar a la
de los que han acabado, puesto que sólo es un 34% inferior para los prime¬
ros. En cambio, la diferencia en el coste público entre los que han acabado y
los que no, es del 67%, es decir, que la diferencia de costes que implica el
cursar sin éxito la carrera de Derecho recae fundamentalmente sobre el cos¬

te privado.
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Ahora bien, en el caso de la carrera de Derecho habría que matizar estas
afirmaciones en función de la evolución que hemos podido observar en las
tasas de aprobados por curso. En efecto, cabe pensar que el conjunto de los
no aprobados en el año 1980-81 no representa abandonos definitivos. Por
ello la permanencia en el sistema educativo y el gasto asociado con ella es¬
tán en función de la expectativa de terminar con éxito los estudios en perío¬
do posterior. Los límites en términos de convocatorias no constituyen segu¬
ramente una disuasión suficiente, tanto más cuanto puede apreciarse una
cierta racionalización en el número de asignaturas matriculadas por aquellos
alumnos que han terminado la carrera en 7 años. El carácter de los estudios
de Derecho, su relación con la actividad profesional de buena parte de los
alumnos explican esta situación y son un condicionante a tener en cuenta
desde el punto de vista de la política asistencial. Es evidente que una buena
parte de esta dilación en los estudios procede de una estrategia voluntaria
por parte de los alumnos que desempeñan ya una actividad profesional y por
lo tanto no puede decirse que traduzca una falta de funcionalidad en la
asignación de los recursos. Si consideramos, por ejemplo, el subconjunto de
alumnos que tenían menos de 25 años (cuadro 5.1.73.) se observa una lige¬
ra reducción en los costes que puede atribuirse seguidamente a un mayor
número de abandonos efectivos para este grupo de edad.

5.1.2. Costes unitarios públicos y privados para ia promoción de Químicas
1974-75

Vamos a examinar ahora los datos correspondientes a la Facultad de
Químicas (Cuadros 5.1.38. y siguientes). Para el total de situaciones consi¬
deradas el coste privado total alcanza un valor de 1 717 000 pesetas, mien¬
tras que el coste público es de 882 000 pesetas, es decir, el coste privado es
menor que el que corresponde a la Facultad de Derecho, pero el coste públi¬
co es mayor. Estas diferencias deben explicarse en función de dos factores
que actúen en sentido inverso. En primer lugar, la tasa de abandonos defini¬
tivos es mucho más elevada en Químicas que en Derecho,lo que explica la
fuerte reducción de los costes privados de manutención e incluso la reduc¬
ción también sensible de los costes privados docentes, a pesar de que las ta¬
sas de matrícula son considerablemente más altas para la Facultad de Quí¬
micas que para Derecho. En cambio, en el coste público se reflejan las dife¬
rencias enormes entre coste unitario y por asignatura entre ambas faculta¬
des. Para los alumnos cuyos padres contaban con un nivel de estudios pri¬
marios, el gasto es más reducido tanto a nivel público como privado. Se ob¬
serva por lo tanto la misma progresividad en el gasto de acuerdo con el ni¬
vel de estudios de los padres que habíamos detectado para los estudios de
Derecho. No obstante, los costes de los alumnos cuyos padres contaban con
un nivel de estudios de enseñanza superior resultan algo inferiores a los de
aquellos alumnos cuyos padres contaban con estudios medios, pero son su¬
periores a los de los alumnos cuyos padres contaban con estudios primarios.
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En el subconjunto de los que no han trabajado durante la carrera, los
costes son bastante superiores a la media; también se observa un coste infe¬
rior para los estudios primarios pero la cifra mayor de coste corresponde asi¬
mismo a los estudios medios.

En cuanto a los que han trabajado durante la carrera, para el conjunto, la
cifra de costes es bastante inferior a la media, y la cifra correspondiente a
aquellos alumnos cuyos padres eran asalariados es muy inferior a esta. Tam¬
bién se observa una progresión de los costes públicos en función del nivel de
estudios, hasta el punto de que las cifras correspondientes a estudios supe¬
riores son más altos que la media.

El subconjunto de los que no han acabado vendría a proporcionar, como
hemos indicado, una medida del esfuerzo frustrado, tanto desde el punto de
vista del coste público como del privado. Aquí jugaría, como ya hemos dicho,
la disuasión en el sentido de una reducción de los costes por el efecto de los
abandonos.

Por niveles de estudios la reducción es particularmente drástica para
aquellos alumnos cuyos padres contaban con nivel de estudios primarios y

es bastante menor para el resto de niveles educativos. Si dentro de los que
no han acabado tomamos el subconjunto de ios que no han trabajado duran¬
te la carrera los resultados son similares. Para el conjunto de los que han tra¬
bajado se reproducen las pautas que hemos indicado pero a niveles aún más
bajos, es decir, el grupo para el cual la disuasión ha sido máxima, es el que
corresponde a nivel de estudios primarios.

Las cifras para aquellos alumnos que han concluido sus estudios pueden
interpretarse como ya hemos indicado en el sentido de valorar la inversión
pública y privada asociada con la terminación con éxito del ciclo de estudios.
En este sentido las cifras globales indican un coste privado total de
2 616 000 pesetas y de 1 339 000 pesetas en términos de costes públi¬
cos. Como puede verse, la inversión privada resulta menor que la que corres¬
ponde a los estudios de Derecho, lo que es consecuencia directa de la mayor
concentración en 1,°y 2.° año de terminación de la carrera del total de apro¬
bados. No obstante, aquí no se observa una progresividad del coste tanto
público como privado en función del nivel de estudios de los padres. El nú¬
mero de alumnos que han trabajado durante la carrera y que han concluido
sus estudios es muy reducido, por lo que el desglose por niveles de estudios
no tiene demasiado sentido. No obstante, a nivel global se observan unos
costes privados tanto docentes como de manutención algo superiores y
también es algo mayor el coste público. La diferencia es mucho mayor para
los hijos de los empresarios, en lo que se refiere al coste privado docente y
es casi inapreciable para los hijos de asalariados.

Como ocurría para los estudios de Derecho, los costes para aquellos que
han acabado en 5 años son bastante homogéneos y no se aprecian diferen¬
cias significativas en función de los niveles de estudios paternos; los que no
han trabajado durante la carrera presentan cifras similares a los que han tra¬
bajado durante la carrera.

Para los que han acabado en 6 años la prolongación de un año de esco-
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laridad representa un 20% de incremento del coste público y del coste priva¬
do total; en cambio, dentro del coste privado docente la proporción es
mayor, puesto que es casi un 50% superior. Este aspecto se acentúa para
los alumnos cuyos padres contaban con un nivel de estudios primarios,
puesto que el incremento de coste público es prácticamente el mismo y en
cambio el incremento del coste privado docente es de un 60%.

Para el conjunto de los que no han trabajado durante la carrera, el incre¬
mento es similar al de la media y también se reproduce el mayor incremento
correspondiente al coste privado docente para el nivel de estudios primarios.
El coste público para aquellos que han trabajado durante la carrera (también
aquí las cifras con muy reducidas) aparece muy similar al coste medio, pero
en cambio el incremento de los costes privados docentes es mucho mayor.

Debido a la concentración de aprobados en el 1.°y 2.° años de termina¬
ción de la carrera, el número de casos de alumnos que hayan terminado sus
7 cursos es muy reducido. El incremento del coste en relación con los que
han concluido en 5 cursos es del 34%, mientras que el incremento del coste
privado es del 41%; también aquí se observa un incremento muy superior
para el coste privado docente, que es un 80% superior al que implicaba el
haber terminado la carrera puntualmente. La casi totalidad de este grupo
está compuesta por alumnos que no han trabajado durante la carrera, por lo
que no tiene excesivo sentido compararlos con el total.

En comparación con los estudios de Derecho puede apreciarse que la di¬
suasión para la prolongación de la escolaridad que actúe durante la carrera,
que se refleja en la cifra relativamente baja de los costes privados para Quí¬
micas, se ve reforzada por la importancia del coste adicional que representa
el prolongar la escolaridad. Esto implica también diferencias importantes en¬
tre lo que hemos llamado «inversión frustrada» y la inversión necesaria para
cubrir con éxito el período de estudios. En efecto los costes privados totales
asociados con la terminación de los estudios son un 87% superiores a los de
aquellos que no han terminado, proporción que es aproximadamente igual
para el coste público. Es decir, que aquí cabría pensar en una incidencia
comparativamente mayor de la política asistencial, puesto que no parece
que la dilación en el período de estudios responda a ninguna estrategia de
los alumnos, sino que es una consecuencia directa de la dificultad de cursar
con aprovechamiento los estudios, en la que el hecho de trabajar durante la
carrera desempeña un papel fundamental.

5.2. Costes referidos al número de aprobados

Una forma de relacionar el coste de la enseñanza con el rendimiento es

referir dichos costes tal como los hemos calculado en el apartado anterior no
a los efectivos de cada categoría, sino al número de aprobados que corres¬
ponden a cada categoría. Desde el punto de vista de los costes privados es¬
tos costes por aprobados representan el esfuerzo financiero diferencial que
cada una de estas categorías en su conjunto tiene que soportar para obtener
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un título superior. Si comparásemos, por ejemplo, las subvenciones de su
participación en el sistema educativo de enseñanza superior, tendríamos que
tomar en cuenta también el coste privado que ha representado el poder dis¬
frutar de este servicio para apreciar en qué medida unos sectores u otros se
benefician más o menos de estos servicios.

Lo mismo que para los costes unitarios vamos a pregunar aquí los datos
para las facultades de Derecho y Químicas.

5.2.1. Costes por titulado para la promoción 1974-75 de la Facultad de Dere¬
cho

Estos costes aparecen en los cuadros 5.2.1. al 5.2.6. Para el conjunto
de la población el coste privado total por graduado, es decir, la suma de los
costes que han soportado todos y cada uno de los alumnos de la promoción
durante los 7 años estudiados en la Facultad de Derecho, dividido por el nú¬
mero de titulados es de 7 71 5 000 pesetas; el coste público asociado a este
mismo concepto es de 606 000 pesetas. Por categorías profesionales y refi¬
riéndonos a las categorías mejor representadas son los asalariados los que
soportan un coste privado superior y son los profesionales liberales los que
soportan un menor coste. Los empresarios presentan unos costes algo supe¬
riores a la media. En cambio, desde el punto de vista de los costes públicos,
son los hijos de los empresarios los que implican un mayor coste y los profe¬
sionales liberales los que implican un coste menor. Si analizamos el efecto
del nivel de estudios vemos que son los alumnos cuyos padres contaban con
estudios superiores los que registran un menor coste total por graduado, y
dentro de ellos los profesionales liberales alcanzan el valor mínimo para esta
desagregación de la población. Los valores máximos corresponden a empre¬
sarios con estudios primarios y asalariados con estudios medios. Si toma¬
mos en cuenta el conjunto de los que no han trabajado durante la carrera se
reproduce aproximadamente el esquema de la situación general, pero con un
valor medio inferior, puesto que los costes privados totales son de
6 668 000 pesetas; los costes públicos también son más reducidos puesto
que sólo alcanzan 540 000 pesetas. La consideración de los niveles de estu¬
dio reproduce de una forma ampliada las pautas que señalábamos anterior¬
mente, puesto que son los alumnos hijos de padres con titulación superior
los que registran el valor mínimo de los costes privados totales y de los cos¬
tes públicos.

La situación cambia cuando consideramos el subconjunto de los que
han trabajado durante la carrera. El salto en el coste privado es importante
puesto que representa 10 660 000 pesetas, es decir un 38% más que la
media y un 60% más que la media de los que no han trabajado durante la
carrera.

Los costes públicos 784 000 pesetas representan un 29% más que la
media y un 45% más que la cifra correspondiente a los que no han trabajado
durante la carrera. Las diferencias no son demasiado importantes por cate-
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gorías socio-económicas, salvo para el caso de los hijos de profesionales li¬
berales. No se observan excesivas diferencias entre las medias correspon¬
dientes a diferentes niveles de estudios y las diferencias dentro de cada nivel
entre profesiones deben verse con cierta precaución, por el número relativa¬
mente reducido de observaciones que corresponde a cada una de ellas.

En conjunto parece claro que las diferencias en los costes por titulado
están asociadas con características que implican una desigualdad frente a
las posibilidades de estudios. No obstante, la categoría para la cual los cos¬
tes aparecen más elevados, o sea aquellos que han trabajado durante la ca¬
rrera tiene una interpretación más ambigua en el caso de la Facultad de De¬
recho. En efecto, habrá que englobar en este apartado todos aquellos alum¬
nos que cursan estudios de Derecho, como un complemento para su activi¬
dad fundamental y, por lo tanto, las diferencias en los costes que se registran
responderían a una estrategia voluntaria, lo cual teniendo el cuenta el peso
extraordinario de los costes de manutención dentro del coste global, no tiene
en absoluto el mismo significado que para aquellos alumnos que no han tra¬
bajado durante la carrera.

5.2.2. Costes por titulado para la promoción 1974-75 de la Facultad de Quí¬
micas

Los datos para la Facultad de Químicas aparecen en los cuadros 5.2.7.
al 5.2.10. Estos costes reflejan las características diferentes de los estudios
de Químicas en comparación con los de Derecho, especialmente la superior
disuasión que representa el fracaso académico y en consecuencia la reduc¬
ción del tiempo de permanencia en la Facultad, cuya consecuencia es la dis¬
minución de los costes privados de manutención. Esto implica que aunque
los costes privados docentes son mayores, la cifra del coste privado total re¬
sulta menor. En cambio, el coste público es considerablemente mayor que
para los estudios de Derecho. En conjunto, el coste total alcanza casi los diez
millones de pesetas.

A la inversa de lo que ocurre para los estudios de Derecho, los costes
tanto privados como públicos que corresponden a los alumnos cuyos padres
contaban con un nivel de estudios primarios son más reducidos que la media
general y puede observarse un crecimiento de los costes medios de acuerdo
con el nivel de estudios. Esto parece indicar que la disuasión juega con más
fuerza para los alumnos cuyos padres cuentan con un nivel de estudios pri¬
marios.

El sector de alumnos que no ha trabajado durante la carrera presenta un
nivel de costes tanto privados como públicos notablemente inferior a la me¬
dia global. Ello es debido a una graduación de los costes en la que aquellos
alumnos cuyos padres contaban con estudios primarios presentan las cifras
menores. Sin embargo, aquellos cuyos padres contaban con estudios supe¬
riores presentan cifras que son incluso superiores a la media en general.

Las cifras correspondientes a los alumnos que han trabajado durante la
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carrera presentan, como en el caso de Derecho, unos valores extraordinaria¬
mente altos. Aquí, no obstante, la interpretación que hay que dar a las cifras
es más clara, puesto que refleja, sin lugar a dudas, la mayor dificultad de se¬
guir con aprovechamiento el ciclo de estudios. No tiene demasiado sentido
examinar las diferencias que pueden observarse por categorías profesionales
o por niveles de estudios debido al escaso número de casos que aparecen.
Sin embargo, está claro que los datos ponen de manifiesto una diferencia¬
ción en términos de coste para la obtención de una titulación superior en los
diferentes sectores examinados.

5.3. Rendimientos y costes en los dos casos analizados

Los datos que hemos presentado en los apartados anteriores correspon¬
derían a la noción tantas veces utilizada de inversión en educación. Por un

lado hemos presentado el gasto promedio por alumno de cada una de las
promociones y por otro el mismo gasto referido al número de titulados. El
significado del primer concepto está claro puesto que, salvando los supues¬
tos bastante discutibles que se han utilizado para la estimación del coste pú¬
blico, vendrían a representar la inversión educativa a la que nos hemos refe¬
rido. En este coste influyen aspectos muy diferentes, puesto que se engloban
en él todos los casos que corresponden a cada categoría analizada y, por lo
tanto, tiene un valor más descriptivo en el sentido de que permiten diferen¬
ciar claramente los estudios de Química de los estudios de Derecho, carac¬

terizando a los primeros como más coherentes con la noción de elección ra¬
cional. En efecto, la diferencia entre la inversión realizada por aquellos que
han concluido satisfactoriamente sus estudios y los que no han conseguido
concluirlos, es mucho mayor en la Facultad de Químicas que en la Facultad
de Derecho. Ya hemos indicado, no obstante, hasta qué punto esto podía ex¬
plicarse en función de un aplazamiento voluntario del período de estudios.

Sería interesante realizar la comparación para un período más largo de
tiempo, en el que aparecería si realmente las presuntas diferencias en cuan¬
to al comportamiento racional son tan grandes como parece. Es posible que,
a fin de cuentas, el rendimiento en términos de aprobados para una misma
generación en la Facultad de Derecho sea superior y, por lo tanto, el signifi¬
cado de las cifras y, concretamente, la diferencia entre los que han aprobado
y los que no, cambiaría. Aunque también es posible que la carrera de Dere¬
cho permita al estudiante mantener durante más tiempo una situación cuyo
desenlace no será, en la mayoría de los casos, la obtención de un título supe¬
rior.

Desde el punto de vista de los costes por titulados también la diferencia
entre las dos facultades puede interpretarse en los mismos términos, aun
cuando aquí juegan más directamente los efectos del abandono relativa¬
mente temprano por aquellos alumnos que no han concluido sus estudios.

Las diferencias que se observan para las diferentes categorías tienen un
sentido más claro en el caso de Químicas. Pero en ambos casos es evidente
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que el grupo que soporta unos costes mayores para la obtención de un título
superior es el formado por aquellos que han trabajado durante la carrera.
Esto es una aproximación deficiente a los factores de desigualdad en el ac¬
ceso y conclusión con éxito de la enseñanza superior que hubiera requerido
una mayor caracterización de las diferencias en la situación social para dis¬
tintos alumnos. No obstante, algunas características merecen ser señaladas.
Como ya hemos indicado, el factor fundamental que explica las diferencias
de costes, tanto públicos como privados, es el abandono de los estudios. Lo
cual es bastante coherente con el hecho de que el coste de la enseñanza su¬
perior es, sobre todo, un coste privado. Es decir, que la penalización de la
prolongación excesiva de los estudios recae sobre los costes de manuten¬
ción y docentes privados. En este sentido, los grupos más privilegiados «con¬
sumen» más servicios educativos a este nivel que los grupos para los cuales
la disuasión fundamental procede de los costes de manutención.

Esto parece indicar, por un lado, la importancia a la que ya nos hemos
referido tantas veces de la política asistencial para garantizar una igualdad
de oportunidades en el disfrute de este servicio público. Por otro, hay que
preguntarse sobre la eficacia de las tasas académicas, incluso si se aproxi¬
masen más a los costes reales, como mecanismos de disuasión. Parecería
mucho más conveniente, en la perspectiva de los datos de que disponemos,
que los mecanismos de disuasión se centrasen en el rendimiento académico.
En efecto, entre los grupos que han acabado los estudios, las diferencias de
costes que se observan en función de los diferentes sectores de la población
que hemos podido establecer son bastante reducidas. Por tanto, el despilfa¬
rro de recursos que implica la prolongación de estudios sin la obtención del
título es algo que parece asociado con los sectores sociales más favoreci¬
dos. Esto aparece mucho más claramente en el caso de la Facultad de Quí¬
micas. En Derecho habría que matizarlo en el sentido de que parece existir
una estrategia encaminada a graduar sus estudios en un tiempo mayor del
previsto por parte de los alumnos que trabajan, como se refleja en el hecho
de que el coste privado docente se incrementa mucho menos que el coste
privado de manutención, en términos relativos, respecto a la situación de fi¬
nalización puntual de los estudios.

Por todo ello parece claro que cualquier medida que pretendiese graduar
la permanencia en la universidad sobre la base de una aproximación de las
tasas académicas a los costes reales tendría efectos socialmente regresivos.
Por un lado, como ya hemos indicado, el coste fundamental es el coste pri¬
vado y por otro la importancia del coste de manutención frente al coste do¬
cente, incluso el coste real, hace pensar que la disuasión por este camino se¬
ría mínima. Esto implica, si se quiere reducir el despilfarro de recursos, poner
el acento en los mecanismos de control de rendimiento estrictamente do¬
centes. También implica la necesidad de instrumentar una política asisten¬
cial que equipare las oportunidades entre aquellos alumnos que pueden so¬
portar los costes de manutención y aquellos que no pueden hacerlo.
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FACULTAD DERECHO



 



CUADRO 5.1.1.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO (en miles de pesetas)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 50 2.187 2.237 175 1.000
Asalariados 51 2.250 2.301 174 242
P. Liberales 51 2.220 2.271 181 227
Funcionario 51 2.187 2.238 178 158
Empresarios 48 2.069 2.117 171 202
Sin prof. 56 2.503 2.559 198 16
Otros casos 50 2.153 2.203 168 107

CUADRO 5.1.2.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 49 2.163 2.212 163 276
Asalariados 48 2.212 2.260 163 109
P. liberales 51 2.089 2.140 164 28
Funcionario 49 2.190 2.239 179 30

Empresarios 48 2.169 2.217 161 50
Sin prof. 44 2.070 2.114 163 5
Otros casos 52 2.155 2.207 165 43

Nota: La suma de la distribución por profesiones del número de casos no coincide
con el total porque no se han calculado costos unitarios para aquellos alum¬
nos la profesión de cuyos padres no consta.
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CUADRO 5.1.3.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 50 2.171 2.221 176 339
Asalariados 54 2.308 2.362 182 80
P. liberales 46 2.061 2.107 172 55
Funcionarios 47 2.029 2.076 159 51

Empresarios 49 2.088 2.137 176 92
Sin prof. 61 2.655 2.716 216 10
Otros casos 53 2.239 2.292 176 41

CUADRO 5.1.4.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
COSTES POR ALUMNO

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS

TOTAL

SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 52 2.236 2.288 185 368
Asalariados 53 2.198 2.251 185 53
P. liberales 53 2.313 2.366 189 142
Funcionarios 54 2.290 2.344 189 77

Empresarios 45 1.962 2.007 174 58
Sin prof. 68 3.150 3.218 196 1
Otros casos 44 2.121 2.165 167 21
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CUADRO 5.1.5

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 53 2.293 2.346 190 608
Asalariados 54 2.304 2.358 191 131
P. liberales 53 2.315 2.368 194 164
Funcionarios 55 2.339 2.394 194 91

Empresarios 51 2.194 2.245 182 137
Sin prof. 61 2.700 2.761 216 12
Otros casos 55 2.305 2.360 185 49

CUADRO 5.1.6.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARERA
ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 53 2.346 2.399 180 117

Asalariados 50 2.261 2.311 181 39

P. liberales 57 2.220 2.277 169 15

Funcionarios 53 2.250 2.303 194 13

Empresarios 55 2.529 2.584 176 29

Sin prof. 55 2.700 2.755 243 1

Otros casos 54 2.362 2416 183 16
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CUADRO 5.1.7.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 54 2.281 2.235 191 212
Asalariados 59 2.479 2.538 201 49
P. liberales 46 2.121 2.167 179 35
Funcionarios 56 2.215 2.271 184 26

Empresarios 53 2.173 2.226 188 65
Sin prof. 61 2.655 2.716 216 10
Otros casos 58 2.292 2.350 187 21

CUADRO 5.1.8.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 53 2.300 2.353 195 276
Asalariados 51 2.145 2.196 199 43
P. liberales 55 2.388 2.443 201 114
Funcionarios 55 2.423 2.478 200 52
Empresarios 45 2.035 2.080 181 42
Sin prof. 68 3.150 3.218 196 1
Otros casos 50 2.250 2.300 184 12
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CUADRO 5.1.9.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 46 2.056 2.102 154 365
Asalariados 49 2.215 2.264 155 105
P. liberales 44 2.009 2.053 151 58
Funcionarios 46 1.996 2.042 157 64

Empresarios 44 1.881 1.925 153 61
Sin prof. 41 1.912 1.953 143 4
Otros casos 49 2.116 2.165 160 54

CUADRO 5.1.10.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS PIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 46 2.051 2.097 153 154
Asalariados 48 2.210 2.258 154 68
P. liberales 45 1.938 1983 158 13
Funcionarios 45 2.081 2.126 164 16

Empresarios 40 1.671 1.711 140 21
Sin prof. 41 1.912 1.953 143 4

Otros casos 54 2.160 2.24 4 163 25
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CUADRO 5.1.1 1.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 45 2.053 2.098 155 117
Asalariados 45 2.169 2.214 155 28
P. liberales 45 1.957 2.002 160 20
Funcionarios 39 1.836 1.875 134 25

Empresarios 46 2.093 2.139 159 23
Otros casos 52 2.300 2.352 176 18

CUADRO 5.1.12

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO TOTAL
COSTES POR ALUMNO

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 49 2.094 2.143 159 84
Asalariados 61 2.400 2.461 162 9
P. liberales 44 2.113 2.157 145 23
Funcionarios 55 2.113 2.168 176 23

Empresarios 43 1.771 1.814 155 16
Otros casos 36 1.950 1.986 145 9
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CUADRO 5.1.13.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO(NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 46 1.991 2.037 148 709
Asalariados 48 2.083 2.131 149 173
P. liberales 47 1.993 2.040 150 149
Funcionarios 47 2.003 2.055 151 112

Empresarios 42 1.848 1.890 144 148
Sin prof. 53 2.454 2.507 175 1 1
Otros casos 47 1.970 2.017 144 82

CUADRO 5.1.14

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 44 1.952 1.996 137 204
Asalariados 43 2.001 2.044 133 76

P. liberales 47 1.821 1.868 141 21

Funcionarios 46 1.992 2.038 151 21

Empresarios 41 1.980 2.021 138 40
Sin prof. 41 1.912 1.953 143 4
Otros casos 49 1.977 2.026 140 33
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CUADRO 5.1.15.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 47 1.998 2.045 152 250
Asalariados 52 2.202 2.254 165 62
P. liberales 41 1.800 1.841 141 39
Funcionarios 43 1.846 1.889 132 39
Empresarios 45 1.887 1.932 151 67
Sin prof. 59 2700 2759 192 6
Otros casos 51 2.061 2.112 157 31

CUADRO 5.1.16.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 48 2.046 2.094 156 243
Asalariados 51 1.890 1.941 157 35
P. liberales 50 2.125 2.175 157 87
Funcionarios 51 2.137 2.188 165 52
Empresarios 39 1.687 1.726 142 40
Sin prof. 68 3.150 3.218 196 1
Otros casos 38 1.940 1.978 140 16
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CUADRO 5.1.17.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 50 2.106 2.156 161 394
Asalariados 52 2.151 2.203 167 87
P. liberales 51 2.092 2.143 161 100
Funcionarios 52 2.195 2.247 166 58
Empresarios 46 1.986 2.032 153 94
Sin prof. 60 2.764 2.824 193 7
Otros casos 53 2.113 2.166 155 33

CUADRO 5.1.18.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 49 2.155 2.204 153 81
Asalariados 47 2.100 2.147 159 27

P. liberales 55 2.076 2.131 155 13
Funcionarios 53 2.100 2.153 171 9

Empresarios 48 2.400 2.448 146 21
Otros casos 46 2.000 2.046 130 9
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CUADRO 5.1.19.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 52 2.123 2.175 166 146
Asalariados 60 2.400 2.460 184 35
P. liberales 40 1.780 1.820 143 23
Funcionarios 52 2.050 2.102 154 18

Empresarios 49 1.970 2.019 163 45
Sin prof. 59 2.700 2.759 192 6

Otros casos 59 2.193 2.252 170 16

CUADRO 5.1.20.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 50 2.096 2.146 163 164
Asalariados 47 1.817 1.864 152 25
P. liberales 54 2.207 2.261 169 64
Funcionarios 52 2.300 2.360 172 31
Empresarios 40 1.750 1.790 146 27
Sin prof. 68 3.150 3.218 196 1
Otros casos 46 2.081 2.127 153 8
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CUADRO 5.1.21.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 42 1.990 1.932 134 293
Asalariados 44 2.044 2.088 131 81
P. liberales 40 1.850 1.890 130 45
Funcionarios 42 1.817 1.859 135 51

Empresarios 39 1.683 1.722 134 50
Sin prof. 41 1.912 1.953 143 4
Otros casos 46 1.970 2.016 143 45

CUADRO 5.1.22.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 42 1.841 1.883 128 119
Asalariados 42 1.978 2.020 120 48
P. liberales 34 1.406 1.440 117 8
Funcionarios 39 1.800 1.839 130 11

Empresarios 34 1.515 1.549 129 19
Sin prof. 41 1.981 1.953 143 4
Otros casos 55 2.106 2.161 153 22
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CUADRO 5.1.23.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 41 1.886 1.927 135 94
Asalariados 42 2.022 2.064 141 24
P. liberales 43 1.828 1.871 139 16
Funcionarios 35 1.671 1.706 113 21

Empresarios 43 1.950 1.993 138 18
Otros casos 46 2.042 2.088 150 13

CUADRO 5.1.24.

DISTRIBUCIÓ DE COSTES DERECHO (NO HAN ACABADO)
COSTES POR ALUMNO

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 46 2.006 2.052 146 72
Asalariados 61 1.350 1.411 162 9
P. liberales 42 2.060 2.102 132 19
Funcionarios 53 1.989 2.042 163 19
Empresarios 38 1.557 1.595 136 13
Otros casos 30 1.800 1.830 128 8
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CUADRO 5.1.25

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 Ó 7 CURSOS)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 65 2.661 2.716 246 292
Asalariados 65 2.667 2.732 248 69
P. liberales 64 2.653 1.717 146 78
Funcionarios 66 2.621 2.687 246 46
Empresarios 68 2.675 2.743 252 54
Sin prof. 66 2.610 2.676 245 5
Otros casos 66 2.754 2.820 255 25

CUADRO 5.1.26

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 Ó 7 CURSOS)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 67 2.762 2.829 257 72
Asalariados 66 2.700 2.766 251 33
P. liberales 68 2.892 2.960 267 7

Funcionarios 62 2.650 2.712 244 9

Empresarios 77 2.731 2.989 278 10
Sin prof. 59 2.700 2.759 244 1

Otros casos 66 2.745 2.811 254 10
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CUADRO 5.1.27.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 O 7 CURSOS)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 66 2.659 2.725 248 89
Asalariados 65 2.675 2.740 249 18
P. liberales 63 2.700 2.763 249 18
Funcionarios 68 2.625 2.693 248 12

Empresarios 68 2.628 2.696 248 25
Sin prof. 68 2.587 2.655 246 4
Otros casos 65 2.790 2.855 257 10

CUADRO 5.1.28

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 0 7 CURSOS)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 64 2.606 2.670 243 125
Asalariados 63 2.600 2.663 242 18
P. liberales 63 2.610 2.673 243 55
Funcionarios 67 2.610 2.677 246 25

Empresarios 64 2.575 2.639 241 18
Otros casos 68 2.700 2.768 253 5

154



CUADRO 5.1.29

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 O 7 CURSOS)

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 65 2.639 2.704 246 214
Asalariados 64 2.607 2.671 243 44
P. liberales 64 2.664 2.708 247 64
Funcionarios 65 2.590 2.655 243 33
Empresarios 68 2.647 2.715 250 43
Sin prof. 66 2.610 2.676 145 5
Otros casos 65 2.700 2.765 250 16

CUADRO 5.1.30

NO

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 0 7 CURSOS)
HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA

ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 67 2.775 2.842 258 36
Asalariados 64 2.625 2.689 244 12
P. liberales 72 3.150 3.222 288 2

Funcionarios 61 2.587 2.648 238 4

Empresarios 75 2.869 2.943 272 8
Sin prof. 59 2.700 2.759 244 1

Otros casos 69 2.828 2.897 263 7
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CUADRO 5.1.31.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 Ó 7 CURSOS)

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 66 2.631 2.697 247 66
Asalariados 65 2.603 2.688 243 14
P. liberales 64 2.775 2.839 255 12
Funcionarios 69 2.587 2.656 247 8

Empresarios 68 2.632 2.700 249 20
Sin prof. 68 2.587 2.655 246 4
Otros casos 61 2.610 2.671 240 5

CUADRO 5.1 .32.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO

(HAN ACABADO EN 5, 6 Ó 7 CURSOS)
NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA

ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 64 2.599 2.663 242 112
Asalariados 63 2.600 2.663 242 18
P. liberales 64 2.619 2.683 243 59
Funcionarios 65 2.592 2.657 243 21
Empresarios 64 2.550 2.614 230 15
Otros casos 63 2.587 2.650 241 4
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CUADRO 5.1.33.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 O 7 CURSOS)

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 67 2.731 2.798 254 72
Asalariados 67 2.793 2.860 259 24
P. liberales 63 2.561 2.624 278 13
Funcionarios 67 2.700 2.767 253 13
Empresarios 70 2.695 2.765 281 1 1
Otros casos 67 2.850 2.917 263 9

CUADRO 5.1.34.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 O 7 CURSOS)

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 67 2.764 2.831 257 35
Asalariados 67 2.767 2.834 257 2
P. liberales 67 2.790 2.857 258 5

Funcionarios 63 2.700 2.763 249 5

Empresarios 84 3.150 3.234 300 2

Otros casos 60 2.550 2.610 235 3
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CUADRO 5.1.35.
DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 O 7 CURSOS)

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 65 2.739 2.804 253 23
Asalariados 67 2.925 2.992 268 4
P. liberales 60 2.475 2.535 230 4
Funcionarios 65 2.700 2.765 251 4

Empresarios 66 2.610 2.676 245 5
Otros casos 69 2.970 3.039 273 5

CUADRO 5.1.36.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5, 6 0 7 CURSOS)

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 69 2.625 2.694 249 12
P. liberales 60 2.362 2.422 222 4
Asalariados 75 2.700 2.775 260 4
Empresarios 69 2.700 2.769 254 3
Otros casos 85 3.150 3.235 301 1
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CUADRO 5.1.37.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO
(HAN ACABADO EN 5 CURSOS)

COSTES POR ALUMNO
TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 46 2.250 2.296 235 114
Asalariados 46 2.250 2.296 233 26
P. liberales 46 2.250 2.296 236 33
Funcionarios 46 2.250 2.296 235 19

Empresarios 46 2.250 2.296 233 23
Sin prof. 47 2.250 2.296 238 2

Otros casos 46 2.250 2.296 235 5

CUADRO 5.2.1.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (TOTAL)
COSTES POR APROBADOS EN LA CATEGORÍA

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 174 7.541 7.715 606 290
Asalariados 181 7.891 8.072 613 69
P. liberales 148 6.461 6.609 528 78
Funcionarios 176 7.513 7.689 613 46

Empresarios 180 7.741 7.921 642 54
Sin prof. 179 8.010 8.189 635 5
Otros casos 216 9.216 9.432 722 25
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CUADRO 5.2.2.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (TOTAL)
COSTES POR APROBADOS EN LA CATEGORÍA

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 189 8.293 8.482 628 72
Asalariados 161 7.300 7.470 540 33
P. liberales 207 8.357 8.564 656 7
Funcionarios 164 7.300 7.464 596 9

Empresarios 244 10.845 11.089 806 10
Sin prof. 221 10.350 10.571 816 1
Otros casos 225 9.270 9.495 713 10

CUADRO 5.2.3.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (TOTAL)
COSTES POR APROBADOS EN LA CATEGORÍA

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 193 8.271 8.464 673 89
Asalariados 240 10.261 10.501 812 18
P. liberales 159 7.087 7.246 592 16
Funcionarios 203 8.625 8.828 679 12

Empresarios 183 7.686 7.869 648 25
Sin prof. 152 6.637 6.789 541 4
Otros casos 221 9.180 9.401 732 10
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CUADRO 5.2.4.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (TOTAL)
COSTES POR APROBADOS EN LA CATEGORÍA

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 153 6.584 6.737 546 125
Asalariados 158 6.474 6.632 546 18
P. liberales 137 5.972 6.109 490 55
Funcionarios 167 7.056 7.223 584 25
Empresarios 145 6.325 6.470 561 18
Otros casos 185 8.910 9.095 703 5

CUADRO 5.2.5.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (TOTAL)
COSTES POR APROBADOS EN LA CATEGORÍA
NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA

TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 152 6.516 6.668 540 214
Asalariados 161 6.862 7.023 570 44
P. liberales 138 5.934 6.072 497 64
Funcionarios 152 6.450 6.602 537 33

Empresarios 162 6.990 7.152 582 43
Sin prof. 146 6.480 6.626 520 5
Otros casos 168 7.059 7.227 568 16
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CUADRO 5.2.6.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES DERECHO (TOTAL)
COSTES POR APROBADOS EN LA CATEGORÍA

HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 235 10.425 10.660 784 72
Asalariados 214 9.693 9.907 678 24
P. liberales 196 8.965 9.161 675 13
Funcionarios 229 9.830 10.059 774 13

Empresarios 244 10.431 10.675 852 1 1
Otros casos 295 12.700 12.995 963 9
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CUADROS DE COSTES PÚBLICOS Y PRIVADOS
FACULTAD DE QUÍMICAS



 



CUADRO 5.1.38.

COSTES POR ALUMNO
DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 90 1.627 1.717 882 418
Asalariados 85 1.593 1.678 865 194
P. liberales 93 1.888 1.981 960 46
Funcionarios 89 1.552 1.641 862 49
Empresarios 96 1.589 1.685 883 64
Sin prof. 83 2.160 2.243 1.170 5
Otros casos 104 1.608 1.712 880 47

CUADRO 5.1.39.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 85 1.543 1.628 824 200
Asalariados 82 1.540 1.622 846 104
P. liberales 87 1.871 1.958 861 19

Funcionarios 100 1.462 1.562 826 16

Empresarios 80 1.369 1.449 736 23
Sin prof. 71 1.800 1.871 946 3
Otros casos 95 1.538 1.633 817 31
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CUADRO 5.1.40.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 97 1.763 1.860 973 135
Asalariados 87 1.701 1.788 927 64
P. liberales 91 1.973 2.064 1.061 13
Funcionarios 85 1.700 1.785 922 18

Empresarios 118 1.702 1.820 993 23
Sin prof. 100 2.700 2.800 1.507 2
Otros casos 128 1.987 2.1 15 1.077 12

CUADRO 5.1.41.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS TOTAL
TOTAL SITUACIÓN TRABAJO ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 92 1.622 1.714 997 76
Asalariados 96 1.663 1.759 866 23
P. liberales 104 1.832 1.936 1.001 14
Funcionarios 83 1.470 1.553 816 15
Empresarios 89 1.715 1.814 931 18
Otros casos 94 1.012 1.106 785 4
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CUADRO 5.1.42.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA

(TOTAL NIVELES ESTUDIO)

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 93 1.746 1.839 960 285
Asalariados 91 1.754 1.845 964 128
P. liberales 86 1.787 1.873 926 37
Funcionarios 100 1.605 1.705 907 37
Empresarios 95 1.81 1 1.906 1.021 40
Sin prof. 111 2.700 2.811 1.530 3
Otros casos 104 1.718 1.822 949 33

CUADRO 5.1.43.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA

ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 92 1.756 1.848 944 124

Asalariados 92 1.777 1.869 985 61
P. liberales 77 1.830 1.907 920 15
Funcionarios 123 1.677 1.800 960 1 1

Empresarios 76 1.650 1.726 901 12

Sin prof. 132 2.700 2.832 1.575 1
Otros casos 97 1.697 1.791 914 22

167



CUADRO 5.1.44.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 97 1.864 1.961 1.037 97
Asalariados 86 1.830 1.916 1.002 45
P. liberales 90 1.840 1.930 1.005 11
Funcionarios 88 1.703 1.791 944 14

Empresarios 122 1.950 2.072 1.157 15
Sin prof. 100 2.700 2.800 1.507 2
Otros casos 135 2.185 2.320 1.150 7

CUADRO 5.1.45.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA

ESTUDIOS SUPERIORES

Costes Costes Costes Costes

privados privados privados públicos Casos

docentes manutención totales

Total P. 93 1.593 1.686 905 61
Asalariados 101 1.620 1.721 886 20
P. liberales 92 1.677 1.769 991 11
Funcionarios 92 1.425 1.517 815 12

Empresarios 82 1.800 1.882 973 13
Otros casos 94 1.012 1.106 785 4
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CUADRO 5.1.46.

CONTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 81 1.326 1.407 685 114
Asalariados 74 1.304 1.378 689 59
P. liberales 117 2.100 2.217 961 6
Funcionarios 59 1.550 1.609 757 9

Empresarios 96 1.173 1.269 624 23
Sin prof. 40 1.350 1.390 631 2
Otros casos 100 1.280 1.380 677 13

CUADRO 5.1.47.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 72 1.202 1.274 619 70
Asalariados 67 1.246 1.313 664 39
P. liberales 98 1.800 1.898 820 3
Funcionarios 36 1.012 1.048 481 4

Empresarios 84 1.063 1.147 556 11

Sin prof. 40 1.350 1.390 631 2
Otros casos 93 1.150 1.243 578 9
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CUADRO 5.1.48.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 97 1.482 1.579 795 34
Asalariados 90 1.429 1.519 765 17
P. liberales 121 3.150 3.271 1.575 1
Funcionarios 75 1.687 1.762 843 4

Empresarios 109 1.237 1.346 685 8
Otros casos 18 1.575 1.693 901 4

CUADRO 5.1.49.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA

ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 108 1.800 .908 846 9
Asalariados 88 1.800 1.888 907 2
P. liberales 143 2.025 2.168 865 2
Funcionarios 90 3.150 3.240 1.516 1

Empresarios 105 1.350 1.455 688 4
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CUADRO 5.1.50.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (NO HAN ACABADO)
TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 96 1.307 1.393 717 307
Asalariados 83 1.309 1.392 716 145
P. liberales 93 1.644 1.737 847 32
Funcionarios 80 1.072 1.152 602 34
Empresarios 90 1.206 1.296 702 47
Sin prof. 9 450 459 145 1
Oíros casos 102 1.397 1.499 763 38

CUADRO 5.1.51.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (NO HAN ACABADO)
TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 79 1.193 1.272 641 147

Asalariados 77 1.221 1.298 690 77

P. liberales 75 1.523 1.598 697 13

Funcionarios 92 1.050 1.142 598 12

Empresarios 64 815 879 466 16
Sin prof. 9 450 459 145 1

Otros casos 96 1.275 1.371 663 24
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CUADRO 5.1.52.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICA (NO HAN ACABADO)
TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 96 1.475 1.571 827 97
Asalariados 88 1.445 1.533 797 47
P. liberales 98 1.743 1.841 982 8
Funcionarios 62 990 1.052 521 10

Empresarios 119 1.492 1.61 1 898 19
Otros casos 120 1.845 1.965 994 12

CUADRO 5.1.53.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (NO HAN ACABADO)
TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 91 1.365 1.456 759 59
Asalariados 98 362 460 743 18
P. liberales 110 1.718 1.828 941 11
Funcionarios 82 1.162 1.244 674 12

Empresarios 78 1.275 1.353 707 12
Otros casos 94 1.012 1.106 785 4
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CUADRO 5.1.54.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUIMICAS
NO HAN ACABADO

NO HAN TRABAJADO DURANTE LA CARRERA
TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 91 1.396 1.487 789 195
Asalariados 91 1.423 1.514 801 86
P. liberales 85 1.505 1.590 812 26
Funcionarios 96 1.134 1.230 656 25

Empresarios 87 1.296 1.383 802 25
Otros casos 105 1.523 1.628 838 26

CUADRO 5.1.55.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (HAN ACABADO EN 5, 6 Ó 7
CURSOS)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 101 2.515 2.616 1.339 110
Asalariados 91 2.433 2.524 1.307 49
P. liberales 95 2.442 2.537 1.219 14
Funcionarios 1 1 1 2.640 2.751 1.440 15

Empresarios 114 2.647 2.761 1.384 17
Sin prof. 101 2.587 2.688 1.427 4
Otros casos 1 1 1 2.500 2.611 1.378 9
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CUADRO 5.1.56.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS
(HAN ACABADO EN 5, 6 O 7 CURSOS)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 102 2.513 2.615 1.332 42
Asalariados 94 2.450 2.544 1.320 27
P. liberales 112 2.625 2.737 1.218 6
Funcionarios 125 2.700 2.825 1.509 4

Empresarios 117 2.635 2.752 1.354 7
Sin prof. 102 2.475 2.577 1.346 2
Otros casos 95 2.442 2.537 1.344 7

CUADRO 5.1.57.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS
(HAN ACABADO EN 5, 6 0 7 CURSOS)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 99 2.498 2.597 1.344 28
Asalariados 87 2.408 2.495 1.285 17
P. liberales 80 2.342 2.420 1.218 5
Funcionarios 113 2.587 2.700 1.423 8

Empresarios 112 2.700 2.812 1.444 4
Sin prof. 100 2.700 2.800 1.507 2
Otros casos 167 2.700 2.867 1.487 2
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CUADRO 5.1.58.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS
(HAN ACABADO EN 5, 6 O 7 CURSOS)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 95 2.514 2.609 1.333 17
Asalariados 89 2.430 2.519 1.308 5
P. liberales 85 2.250 2.335 1.221 3
Funcionarios 85 2.700 2.785 1.393 3

Empresarios 111 2.625 2.736 1.379 6

CUADRO 5.2.7.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS
(HAN ACABADO EN 5, 6 O 7 CURSOS)

TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO TOTAL NIVELES ESTUDIO

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 343 6.185 6.528 3.351 110
Asalariados 337 6.309 6.646 3.429 49
P. liberales 307 6.203 6.510 3.156 14
Funcionarios 293 5.070 5.363 2.816 15

Empresarios 363 5.982 6.345 3.326 17
Sin prof. 103 2.700 2.803 1.463 4

Otros casos 543 8.400 8.943 4.599 9
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CUADRO 5.2.8.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS PRIMARIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 322 5.824 6.146 3.111 53
Asalariados 317 5.933 6.250 3.262 27
P. liberales 276 5.925 6.201 2.729 6
Funcionarios 401 5.850 6.251 3.306 4

Empresarios 263 4.500 4.763 2.419 7

Sin prof. 106 2.700 2.806 1.419 2
Otros casos 424 6.814 7.238 3.818 7

CUADRO 5.2.9.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS MEDIOS

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 345 6.264 6.609 3.456 38
Asalariados 331 6.405 6.736 3.490 17
P. liberales 237 5.130 5.367 2.759 5
Funcionarios 191 3.825 4.016 2.074 8

Empresarios 679 9.787 10.466 5.717 4
Sin prof. 100 2.700 2.800 1.507 2
Otros casos 770 11.925 12.695 6.462 2
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CUADRO 5.2.10.

DISTRIBUCIÓN DE COSTES QUÍMICAS (TOTAL)
TOTAL SITUACIÓN DE TRABAJO ESTUDIOS SUPERIORES

Costes

privados
docentes

Costes

privados
manutención

Costes

privados
totales

Costes

públicos Casos

Total P. 412 7.252 7.664 3.967 17
Asalariados 444 7.650 8.094 3.985 5
P. liberales 488 8.550 9.030 4.674 3
Funcionarios 416 7.350 7.766 4.090 3

Empresarios 267 5.175 5.442 2.794 6
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CAPÍTULO VI

CONCLUSIONES

El objetivo de este trabajo ha sido el análisis del gasto público en la en¬
señanza superior. Este gasto aparece como el coste de producción de un
servicio, que a diferencia de otros que también provee el Estado, es suscepti¬
ble de apropiación privada y de cuyo disfrute quedan excluidos sectores im¬
portantes de la población.

Es posible abordar este problema, puesto que los beneficios pueden
identificarse y puesto que los costes de producción del servicio se sufragan
con los ingresos que recauda el Estado, mediante la comparación entre lo
que recibe cada individuo (en términos de subvención) y lo que aporta a los
recursos del Estado).

Este camino, como ya señalábamos en el Capítulo 1, no nos parece ade¬
cuado, puesto que, incluso para aquellos servicios que no parecen en princi¬
pio susceptibles de apropiación privada con exclusión, como puede ser el or¬
den público y para cuya «producción» se requiere un volumen importante de
recursos, los beneficios que aporta dicho orden son tanto mayores cuanto
mayores son los bienes susceptibles de protección. Puede argüirse que la
existencia de una situación de orden público permite la protección de bienes
fundamentales, comunes a todos, como la seguridad personal. Pero cabe
preguntarse en qué medida la existencia de esta necesidad de orden público
(o por lo menos las dimensiones de esta necesidad) no proceden de las desi¬
gualdades en la distribución de la propiedad. No es este el lugar para plan¬
tear este tipo de cuestiones. Pero sin embargo, este ejemplo puede servir
para indicar lo engañoso de un enfoque estrictamente individualista que tra¬
te de reconducir la intervención del Estado a los términos de un intercambio.

Aquí se ha seguido un enfoque diferente. Se ha pretendido analizar la
enseñanza superior como un sector de intervención del Estado. En este sen¬
tido se ha partido de la idea de que los servicios de enseñanza superior son
producidos por el Estado en función de diferentes objetivos que no podrían
cubrirse satisfactoriamente si estos servicios fuesen producidos y distribui¬
dos privadamente.
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En esta perspectiva, analizar la racionalidad del gasto público en este
sector, representaba averiguar el grado de consistencia entre el gasto y el
cumplimiento de dichos objetivos. El problema que se presenta entonces es
el de la identificación de estos objetivos y la elaboración de indicadores que
permitan cuantificar su cumplimiento. Para la economía neoclásica, una de
las justificaciones fundamentales de la gratuidad de la enseñanza superior
ha sido la reducción en la desigualdad de la distribución de la renta. Precisa¬
mente, la argumentación en contra de esta gratuidad reposa en muchos ca¬
sos sobre los efectos inapreciables de la elevación del nivel educativo sobre
la distribución de la renta. En realidad, sería ingenuo suponer que pueden
modificar características fundamentales de nuestra sociedad con acciones
puntuales de este tipo. Otros objetivos que podrían imputarse o reconocerse
en la actuación del Estado, como por ejemplo el acceso de todos a la cultura,
son también de difícil identificación o medida. Ahora bien, en la medida en

que se trata de un servicio que tiene efectos identificables a nivel individual,
es posible soslayar la identificación precisa de los objetivos y analizar el pro¬
blema en términos de la igualdad de los ciudadanos frente a este servicio.

Es decir, podemos tomar como punto de partida que el Estado, en fun¬
ción de unos objetivos a cuya identificación renunciamos, ofrece gratuita¬
mente o a precios políticos, un bien susceptible de apropiación privada. Se
trata de ver entonces en qué medida las cantidades ofrecidas y la forma en
que se distribuyen, influyen en la capacidad de cada individuo para disfrutar
de él.

Ya hemos indicado cuáles son los orígenes posibles de las desigualda¬
des que se registran en el disfrute de este servicio.

En primer lugar, la simple consideración global de los recursos destina¬
dos a este sector de intervención del Estado permiten ver en qué medida se
cubre la necesidad pública de enseñanza superior. Como ponen de relieve
las comparaciones internacionales, España se sitúa en una posición rezaga¬
da frente a la mayor parte de países con un nivel de desarrollo similar.

Pero, en la misma medida en que la propia dotación en términos globa¬
les para este servicio influye en una mayor desigualdad, es necesario exami¬
nar, con un mayor detalle, cómo afefcta el gasto público en enseñanza supe¬
rior a diferentes sectores sociales.

En primer lugar, hay que indicar que la enseñanza superior no está abier¬
ta a todos, sino que exige un nivel de conocimientos previos que normal¬
mente implica haber cursado estudios de nivel medio. Es decir, que en parte
las desigualdades de la enseñanza superior se cristalizan ya en los estudios
de nivel medio., No hemos examinado este aspecto, que requeriría un estu¬
dio específico. Sin embargo, descontando este nivel de desigualdad, hay
otros que se originan en el propio nivel universitario y que son los que he¬
mos tratado de analizar.

La enseñanza superior se imparte en centros con una localización con¬
creta en el territorio. Esto implica que aquellos individuos que residen en una
zona en la que están implicados dentro de enseñanza superior cuentan con
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una ventaja en términos de costes frente a otros que no disponen de esta fa¬
cilidad de acceso.

Este primer factor de desigualdad ha ejercido un efecto que puede apre¬
ciarse en.la influencia que la existencia o no existencia de un centro de ense¬
ñanza superior tiene sobre la tasa de escolarización provincial. Pero, aparte
de que el análisis a que hacemos referencia se ha realizado con datos de
1970 y que, por tanto, es anterior a la expansión más reciente del sistema
de enseñanza superior, no parece que sea ésta la causa fundamental de de¬
sigualdad. En efecto, la concentración de población que se ha producido en
los últimos años ha aumentado el porcentaje de población asalariada en los
grandes centros urbanos, que cuentan tradicionalmente con centros de en¬
señanza superior. No obstante, en función de la implantación de los centros
y de la oferta docente que realizan hemos podido apreciar cierto grado de
desigualdad entre ofertas docentes y dotaciones recibidas que afectan fun¬
damentalmente a las universidades mayores. Esto implicaría que las condi¬
ciones de estudio en estos centros son menos favorables y harían por tanto
más difícil el completar con éxito este ciclo de estudios.

Pero el factor fundamental de la desigualdad no se relaciona con la ofer¬
ta directa de plazas en el Sistema educativo, sino con los costes privados
que implica el cursar estudios superiores.

Por un lado, la participación de los usuarios en el coste del servicio ha
crecido considerablemente, lo cual es un factor que condiciona las posibili¬
dades de cursar estudios para los grupos sociales con menores ingresos.

Por otro lado, los costes de manutención alcanzan valores bastante ele¬
vados y constituyen la barrera fundamental para cursar estudios de nivel su¬
perior.

Al poner en relación los costes privado y públicos y los rendimientos en
los estudios, hemos podido apreciar que existe un mayor «consumo» de ser¬
vicios educativos de este nivel por parte de determinadas categorías de
usuarios que pueden ponerse en relación con las clases más favorecidas.
Naturalmente, se trata tan sólo de un estudio de dos promociones de la Uni¬
versidad de Barcelona, en Derecho y en Químicas, pero los resultados pare¬
cen representativos, puesto que los datos de que se dispone para la Univer¬
sidad Complutense de Madrid sobre rendimiento son relativamente simila¬
res.

Esto sugiere dos líneas de actuación que podrían mejorar la igualdad
frente a este servicio. En primer lugar la potenciación de la política asisten-
cial haría posible reducir la proporción de estudiantes que no consiguen
completar sus estudios, ya que estos abandonan en proporciones mayores si
trabajan durante la carrera.

En segundo lugar, la insuficiencia de los costes directos como factor de
disuasión (en efecto, los costes privados son mucho más importantes).

Es seguro que, descontando el efecto de la desigualdad que se origina
ya en la enseñanza media, el núcleo fundamental de esta desigualdad frente
a las oportunidades de educación superior ha de encontrarse en lo elevado
de los costes de manutención, a los que hay que añadir los costes que pre-
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sentan las tasas de matrículas. Por lo tanto, el camino para reducir esta desi¬
gualdad se encuentra en la política asistencial destinada a cubrir los costes
de manutención y no sólo los de residencia.

La marcha que ha seguido el sistema educativo de enseñanza superior
en España ha sido muy diferente. En efecto, la política asistencial se ha en¬
caminado más a equiparar las posibilidades de cursar estudios para determi¬
nados sectores sociales fuese cual fuese su residencia, pero se ha hecho
muy poco para fomentar la escolarización de este nivel para los sectores de
la población más afectados por la desigualdad y que residen en zonas que
cuentan con Universidades o Escuelas Técnicas. Idéntico sentido ha tenido
la multiplicación de centros que ha precedido a su hipqtético incremento de
la política asistencial, es decir, el camino inverso al que siguió la expansión
educativa en un país, como Francia, cuyo sistema educativo es análogo al
nuestro, por lo menos en lo que se refiere a su concepción.

Los resultados obtenidos permiten, por un lado, identificar elementos de
desigualdad en la prestación de los serevicios educativos de enseñanza su¬
perior, tal como estos se encuentran configurados en los momentos actuales
y permiten también formular algunas recomendaciones, tanto sobre las
cuestiones acerca de las cuales sería conveniente disponer de una mayor in¬
formación como sobre las medidas que podrían ponerse en práctica para pa¬
liar las desigualdades en el disfrute de este servicio, desigualdades que son
incompatibles con el objetivo que se pretende al hacer publico este tipo de
enseñanza.

El resultado más importante es, sin duda, la identificación de los costes
privados como el elemento decisivo en el gasto que hace posible el disfrute
de este servicio y, dentro de este coste, la importancia de los gastos de ma¬
nutención. Los costes en que incurre el Estado, aun siendo importantes, son
mucho menores que los que soportan los usuarios.

Este es el origen de una de las fuentes de desigualdad específica (es de¬
cir, que se refiere específicament a aquellos sectores que ya han sido afecta¬
dos por la desigualdad en la enseñanza media, o sea, que se encuentran
en condiciones de seguir la enseñanza superior) puesto que los grupos de
mayores ingresos pueden recibir una cantidad superior de los servicios edu¬
cativos. Es decir, pueden emplear más años en cursar una carrera, repetir un

mayor número de asignaturas, etc.
Aquí se trataría de estudiar este problema con una utilización de datos

sobre el origen socio-económico de los estudiantes, más precisos que los
que hemos podido emplear en nuestro trabajo. Nos parece, no obstante, que
los resultados obtenidos son suficientemente significativos, en el sentido de
que los costes unitarios mayores se dan para categorías de la población que
podemos asociar con un mayor nivel de ingresos, especialmente en la carre¬
ra de Químicas.

Sería erróneo deducir de ello que la política recomendable sería la fija¬
ción de las tasas académicas al nivel de los costes reales. Con ello se conse¬

guiría ciertamente que los alumnos pagasen exactamente lo que consumen
(salvadas las incertidumbres en la medida de ios costes). El alumno que utili-
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zase más años de los requeridos para cursar una carrera soportaría los cos¬
tes de este rendimiento deficiente.

Pero ya hemos visto que estos costes, aun cuando su efecto global sea
importante desde el punto de vista del gasto público, lo son mucho menos
desde el punto de vista privado. Por ello, y a menos de que esta disuasión
puramente económica se complementase con un sistema de controles aca¬
démicos (como los que existen en la actualidad pero que, en función de los
fenómenos que hemos indicado de utilización de los servicios educativos,
habrían de ser más severos) el efecto sería una agravación de las desigual¬
dades. En efecto, para los usuarios potenciales que cuentan con menores re¬
cursos, la elevación de las tasas académicas haría muy difícil el cursar estu¬
dios universitarios, mientras que los grupos de mayores ingresos no serían
disuadidos de una utilización abusiva de estos servicios puesto que, incluso
en términos de costes reales, las cantidades a satisfacer seguirían siendo
muy inferiores a los costes de manutención.

Por otro lado parece muy difícil instrumentar un sistema de controles
académicos del rendimiento suficientemente severo, sin que se multipliquen
los efectos de la desigualdad de origen social o sin que se penalicen excesi¬
vamente los errores iniciales de orientación, de adquisición de métodos de
trabajo.

Pero además, incluso en el supuesto (que suele acompañar a estas pro¬
puestas) de que exista un sistema de becas para los grupos de menores in¬
gresos, hay razones para pensar que sus efectos no serán equivalentes a la
provisión casi gratuita de los servicios educativos en la enseñanza superior,
desde el punto de vista de la igualdad frente al servicio.

En primer lugar, desde el punto de vista de los propios usuarios, el siste¬
ma de postulación de becas será mucho más opaco que la inscripción pura y
simple en un centro docente. Por otro lado, teniendo en cuenta que el siste¬
ma de becas deberá fijar unos niveles de renta relativamente bajos como te¬
cho para la concesión de ayudas, el efecto conjugado de la rigidez en la asig¬
nación de los recursos económicos en las familias de menores ingresos y de
una información inadecuada sobre las posibilidades de promoción social se¬
ría una menor utilización de estos servicios por estos sectores.

En segundo lugar, desde el punto de vista de la concesión de las ayudas,
estas tenderían a depender mucho más de la coyuntura presupuestaria y po¬
drían ser sacrificadas mucho más fácilmente que en el caso en que el servi¬
cio se prestase en forma gratuita. Al mismo tiempo, los criterios para la con¬
cesión, en términos económicos y que vendrían a suplementar los criterios
de selección de tipo académico, vendrían a introducir un elemento más de
arbitrariedad, tanto por la dificultad de definir situaciones equiparables des¬
de el punto de vista económico como por la posibilidad de que determinados
grupos se beneficien más del sistema de becas, por un superior conocimien¬
to de la mecánica de la concesión (como ocurre seguramente hoy día).

Finalmente, si nos referimos a las características concretas en que se
desarrolla en nuestro país la captación por el Estado de los recursos que ne¬
cesita para la provisión de los servicios que ofrece, existen motivos para
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pensar que el conceder un mayor peso a las tasas frente a los impuestos en
la captación de recursos tiene efectos regresivos. En efecto, es fácil imaginar
mecanismos en los que unas tasas elevadas vayan acompañadas de la posi¬
bilidad de exención parcial o total de las mismas. Esto sería en apariencia un
mecanismo parcialmente más justo que la subvención indiscriminada, y per¬
mitiría también multiplicar el volumen de recursos de que dispone la Univer¬
sidad. Ahora bien, incluso dejando aparte la opacidad del mecanismo de ac¬
ceso a las ayudas o exenciones a las que ya hemos hecho referencia, la
mayor transparencia frente al fisco de los ingresos de los asalariados, que in¬
crementa ya su participación relativa en la carga tributaria, le situaría tam¬
bién en condiciones de desventaja frente a otros grupos sociales, en el su¬
puesto de que dicho nivel de ingresos (es decir, el identificado desde el pun¬
to de vista fiscal) se tomase como baremo para graduar el derecho a la per¬
cepción de una ayuda.

Por todo ello, desde un punto de vista de la superación de las desigual¬
dades en el acceso y de la finalización con éxito de los estudios superiores,
lo que parece recomendable no es, en absoluto, el establecimineto de las ta¬
sas académicas a costes reales, sino más bien la reducción de éstas, que
han alcanzado en nuestro país niveles bastante considerables. Evidentemen¬
te esta es una opción que requiere una capacidad recaudatoria bastante im¬
portante. Pero esta es una condición previa para cualquier intervención sig¬
nificativa del Estado.

Ahora bien, incluso con tasas académicas muy reducidas, la importancia
de los costes privados hace que subsista una desigualdad radical frente a las
posibilidades de utilización del servicio. Por ello es indispensable una política
asistencial que cubra los costes de manutención de los alumnos que son in¬
capaces de afrontarlos. Aquí se plantea también una elección entre la conce¬
sión de ayudas en efectivo o en especie que es en cierto modo análoga a la
disyuntiva entre concesión de ayudas y tasas a costes reales u oferta gratui¬
ta de plazas. Aquí también habría que pronunciarse seguramente por un pre¬
dominio de la oferta en especte. En primer lugar, por razones técnicas (que,
no obstante, requerirían estudios específicos) de economías de escala en la
mayor parte de los servicios, pero también por razones de índole económica
y política. En efecto, la desviación del gasto que el Estado considera necesa¬
rio asignar a este servicio es seguramente menor si este se ofrece en espe¬
cie que si se hace mediante la concesión de becas. Es evidente que el disfru¬
te de una ayuda en efectivo es siempre apetecible, aun cuando realmente no
se necesite, mientras que no ocurre seguramente lo mismo con una comida
en un restaurante universitario, una plaza en una residencia de estudiantes o
una bonificación en los precios del transporte público. Es decir que, en situa¬
ciones comparables en términos de costes habría de seleccionarse la alter¬
nativa que implica la prestación de servicios en especie frente a las subven¬
ciones en dinero. Esto requeriría por supuesto una cuidadosa elaboración de
un conjunto de medidas de política asistencial en las que se definieran el vo¬
lumen de necesidades previsibles y que habría de tomar en cuenta la política
de implantación de centros como un factor importante. Evidentemente re-
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queriría un esfuerzo de inversión inicial considerable. Pero este aspecto, en
una coyuntura de fuerte recesión como la actual parece favorable puesto
que se trataría de un aumento del gasto no consuntivo.

En conclusión, los resultados que pueden extraerse de este intento de
análisis de la racionalización global del gasto público en Enseñanza Superior
llevan en su mayor parte hacia un aumento de este gasto como condición
para la cobertura de los objetivos que pueden atribuirse a la intervención del
Estado en este terreno. Es evidente que esto entra en conflicto, tanto con la
tendencia general a la reducción del gasto público, como con otras asigna¬
ciones del gasto, que en muchos casos tienen un carácter más acuciante.

Pero esto no justifica que se acepten como mejoras técnicas en la asig¬
nación de los recursos públicos cambios, como la elevación de las tasas aca¬
démicas, que repercuten en un aumento de la discriminación en el disfrute
de este servicio.
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